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La ser ie Cuadernillos de Jur isprudencia se com pone de publicaciones que sistem at izan tem át icam ente o por países 
los estándares de derechos hum anos adoptados por la Corte  I nteram ericana de Derechos Hum anos (Corte I DH) . 
Su propósito es difundir ,  de m anera  accesible, las pr incipales líneas jur isprudenciales del Tr ibunal respecto de 
diversos tem as de relevancia e interés regional.

Los t ítulos y subt ítulos de cada capítulo solo buscan facilitar  la lectura y no corresponden,  necesariam ente, a los 
usados en las decisiones del Tr ibunal. Por su parte, las referencias que se hacen en este texto a ot ras decisiones 
de la Corte I DH t ienen com o objet ivo br indar algunos ejem plos de casos contenciosos u opiniones consult ivas 
relacionados con la tem át ica, pero no son una enum eración exhaust iva de aquellas. 

Asim ism o, en los cuadernillos de jur isprudencia, generalm ente, se elim inan las notas al pie de página de los 
párrafos incluidos, las cuales pueden ser consultadas en los textos or iginales de las sentencias u opiniones 
consult ivas de la Corte I nteram ericana.

La ser ie de Cuadernillos de Jur isprudencia se actualiza per iódicam ente y las actualizaciones se com unican en la 
página web y redes sociales del Tr ibunal. Todos los núm eros de la ser ie de Cuadernillos de Jur isprudencia de la 
Corte I DH, así com o las decisiones com pletas citadas en ellos  se encuent ran a disposición del público a t ravés 
del sit io web del Tr ibunal:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr/

https://www.corteidh.or.cr/
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PRESENTACI ÓN

En m i calidad de presidenta de la Corte I nteramericana de Derechos Humanos tengo el 
agrado de presentar esta versión actualizada a agosto de 2025 del vigésimo quinto 
número de la Serie de Cuadernillos de Jurisprudencia de la Corte I nteramericana. Este 
número aborda una temát ica de mucha actualidad en la región:  el mantenim iento del 
orden público y el uso de la fuerza.

Esta publicación sistemat iza los párrafos más relevantes de las decisiones en las cuales  
la  Corte I DH  ha  t ratado  esta  temát ica.  En  una  primera  parte,  se  exponen  las  
resoluciones  donde la Corte I nteramericana ha abordado tanto los aspectos generales 
del orden público, como los estados de excepción y labores de inteligencia y seguridad. 
La segunda parte de este cuadernillo desarrolla de manera part icular el derecho de 
reunión y discrim inación cont ra las mujeres, personas que ejercen funciones 
jur isdiccionales y derechos sindicales. Luego se aborda el uso de la fuerza en dist intos 
contextos, poniendo especial énfasis en la relación ent re el uso de la fuerza y la protesta 
social. Finalmente, se vinculan algunos derechos convencionales que están relacionados 
con el orden público y el uso de la fuerza y se reseñan medidas de reparación específicas 
en la materia.

El Tribunal agradece a Pat r icia Tarre Mosser por su t rabajo como editora de esta 
publicación que integra la serie de Cuadernillos de Jurisprudencia, así como la generosa 
cont r ibución del Ministerio Federal de Cooperación Económica y Desarrollo de Alemania 
(BMZ) , implementada por GIZ y su Programa DIRAJus basado en Costa Rica.

Esperamos que esta publicación cont r ibuya a la difusión de la jur isprudencia de la Corte 
I DH ent re las autoridades estatales, jueces y juezas, integrantes de fiscalías y 
defensorías públicas, la academia, organizaciones de la sociedad civil y ot ras personas 
interesadas, en beneficio de la protección de los derechos humanos en toda la región

Nancy Hernández López

Presidenta de la Corte I nteramericana de Derechos Humanos
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I . CO N SI D ER A CI O N ES GEN ER A LES

La Corte I nteramericana ha reiterado que, aunque los Estados t ienen la obligación de 
garant izar la seguridad y mantener el orden público, ese poder no es absoluto ni puede 
ejercerse desconociendo los derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
En este marco, el Tribunal también ha dado pautas para definir el orden público, y 
desarrollado estándares en torno a la aplicación de estados de excepción, el rol de las 
fuerzas armadas en labores de seguridad y orden público, así como el uso de act ividades 
de inteligencia vinculadas al mantenim iento del orden público.

Corte I DH. Caso Pueblo I ndígena U'w a y sus m iem bros Vs. Colom bia. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4  de julio de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 3 0 1

237. De forma prelim inar, corresponde recordar que los Estados t ienen la obligación 
de garant izar la seguridad y mantener el orden público dent ro de su terr itor io, y que, en 
esa medida, deben emplear los medios necesarios para enfrentar la delincuencia y 
crim inalidad organizada incluyendo la part icipación de las fuerzas armadas en la 
alteración del orden público. Sin perjuicio de lo anterior, el poder del Estado no es 
ilim itado para alcanzar sus fines, independientemente de la gravedad de ciertas acciones
y de la culpabilidad de sus presuntos autores. En part icular, las autoridades no pueden 
vulnerar los derechos reconocidos en la Convención Americana tales como los derechos
a la presunción de inocencia, a la libertad personal, al debido proceso y no pueden llevar a
cabo detenciones ilegales o arbit rarias, ent re ot ros. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros:
Corte I DH. Caso Valencia Cam pos y otros Vs. Bolivia. Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 8  de octubre de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 6 9 , párr. 1 1 5 2 , 
y Caso Honorato y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 7  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C No. 5 0 8 , párr. 8 2 3 )

238. Si bien los Estados gozan de un cierto grado de discrecionalidad al evaluar r iesgos 
para el orden público, en ningún caso las medidas adoptadas podrán basarse en 
paradigmas de uso de la fuerza que consideren a la población como el enemigo. En todos 
los casos el uso de la fuerza respecto de manifestaciones públicas está sujeta a 
condiciones que deben estar previstas por ley y corresponde al Estado demost rar que 
adoptó las medidas est r ictamente necesarias y proporcionales para cont rolar el r iesgo 
percibido al orden público o a los derechos de las personas, sin rest r ingir o violentar 
innecesariamente el derecho a la reunión.

1 El caso t rata, ent re ot ros, sobre la responsabilidad internacional del Estado por la falta de eficacia en resolver 
la clar if icación de los t ítulos coloniales del Pueblo U’wa, la autor ización de proyectos ext ract ivos en su terr itor io 
sin realizar consulta previa y las form as com o el Estado m anejó las protestas en cont ra de estas acciones. Se 
puede un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_530_esp.pdf

2 Este caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por los allanam ientos  del dom icilio de las 
víct im as durante el cual las fuerzas policiales ut ilizaron fuerza desm edida y com et ieron actos de violencia y de 
tortura en cont ra var ias de las víct im as. Puede consultar el resum en oficial en este enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_469_esp.pdf
3 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la ejecución ext rajudicial e 12 personas 
en em boscada organizada por la policía con personas infilt radas para supuestam ente detenerlas. Puede 
consultar el resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_508_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_530_esp.pdf
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Corte I DH. Caso Aguas Acosta y otros Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 0  de octubre de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 4 0 4

92. En su condición de garante de los derechos consagrados en la Convención, el Estado 
es responsable de asegurar el respeto a la vida e integridad personal de toda persona 
bajo su custodia. Si bien el Estado “ t iene el derecho y la obligación de garant izar su 
seguridad y mantener el orden público, su poder no es ilim itado [ …]  [ y debe respetar]  
los derechos fundamentales, a todo individuo que se encuent re bajo su jurisdicción” . Por 
lo tanto, el uso de la fuerza pública debe adecuarse dent ro de los lím ites y conforme a 
los procedim ientos que perm iten preservar tanto la seguridad pública como los derechos 
fundamentales de la persona humana. 

D e f in ició n  d e  o r d e n  p ú b l ico  

Corte I DH. La colegiación obligatoria de periodistas ( Arts. 1 3  y 2 9  Convención 
Am ericana sobre Derechos Hum anos) . Opinión Consult iva OC- 5 / 8 5  de 1 3  de 
noviem bre de 1 9 8 5 . Serie A No. 5 .5

67. No escapa a la Corte, sin embargo, la dificultad de precisar de modo unívoco los 
conceptos de "orden público" y "bien común", ni que ambos conceptos pueden ser 
usados tanto para afirmar los derechos de la persona frente al poder público, como para 
just ificar lim itaciones a esos derechos en nombre de los intereses colect ivos. A este 
respecto debe subrayarse que de ninguna manera podrían invocarse el "orden público" 
o el "bien común" como medios para suprim ir un derecho garant izado por la Convención 
o para desnaturalizarlo o privarlo de contenido real (ver el art . 29.a)  de la Convención) . 
Esos conceptos, en cuanto se invoquen como fundamento de lim itaciones a los derechos 
humanos, deben ser objeto de una interpretación est r ictamente ceñida a las " justas 
exigencias" de "una sociedad democrát ica" que tenga en cuenta el equilibr io ent re los 
dist intos intereses en juego y la necesidad de preservar el objeto y fin de la Convención. 

69. Considera la Corte, sin embargo, que el m ismo concepto de orden público reclama 
que, dent ro de una sociedad democrát ica, se garant icen las mayores posibilidades de 
circulación de not icias, ideas y opiniones, así como el más amplio acceso a la información 
por parte de la sociedad en su conjunto. La libertad de expresión se inserta en el orden 
público primario y radical de la democracia, que no es concebible sin el debate libre y 
sin que la disidencia tenga pleno derecho de manifestarse. En este sent ido, la Corte 
adhiere a las ideas expuestas por la Comisión Europea de Derechos Humanos cuando, 
basándose en el Preámbulo de la Convención Europea, señaló:  

que el propósito de las Altas Partes Contratantes al aprobar la Convención no fue 
concederse derechos y obligaciones recíprocos con el fin de sat isfacer sus intereses 
nacionales sino... establecer un orden público común de las democracias libres de 
Europa con el objet ivo de salvaguardar su herencia común de t radiciones polít icas, 
ideales, libertad y régimen de derecho.[ ...] .

También interesa al orden público democrát ico, tal como está concebido por la 
Convención Americana, que se respete escrupulosamente el derecho de cada ser 

4 El caso se refiere a la detención, tortura y m uerte en custodia del Estado de Aníbal Aguas Acosta, así com o 
la falta de invest igación de dichos hechos. Se puede revisar el resum en oficial del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_540_esp.pdf
5 La Opinión Consult iva OC-5/ 85 t rata sobre si existe o no pugna o cont radicción ent re la colegiatura obligator ia 
com o requisito indispensable para poder ejercer la act iv idad del per iodista en general y, en especial del 
reportero. Se puede revisar un detalle de la Opinión Consult iva en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica_opinion.cfm ?nI d_Ficha= 10&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica_opinion.cfm?nId_Ficha=10&lang=es
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humano de expresarse libremente y el de la sociedad en su conjunto de recibir 
información.

Corte I DH. La expresión "Leyes" en el art ículo 3 0  de la Convención Am ericana 
sobre Derechos Hum anos. Opinión Consult iva OC- 6 / 8 6  de 9  de m ayo de 1 9 8 6 . 
Serie A No. 6 .6

30. "Bien común "  y "  orden público "  en la Convención son térm inos que deben 
interpretarse dent ro del sistema de la m isma, que t iene una concepción propia según la 
cual los Estados americanos "  requieren la organización polít ica de los m ismos sobre la 
base del ejercicio efect ivo de la democracia representat iva "  (Carta de la OEA, art . 3.d 
) ;  y los derechos del hombre, que "  t ienen como fundamento los at r ibutos de la persona 
humana " , deben ser objeto de protección internacional [ Declaración Americana, 
Considerandos, párr. 2;  Convención Americana, Preámbulo, párr. 2] . 

31. La Corte expresó al respecto en anterior ocasión que 

Es posible entender el bien común, dent ro del contexto de la Convención, como un 
concepto referente a las condiciones de la vida social que permiten a los integrantes de 
la sociedad alcanzar el mayor grado de desarrollo personal y la mayor vigencia de los 
valores democrát icos. En tal sent ido, puede considerarse como un imperat ivo del bien 
común la organización de la vida social en forma que se fortalezca el funcionamiento de 
las inst ituciones democrát icas y se preserve y promueva la plena realización de los
derechos de la persona humana... No escapa a la Corte, sin embargo, la dificultad de 
precisar de modo unívoco los conceptos de " orden público "  y "  bien común ", ni que 
ambos conceptos pueden ser usados tanto para afirmar los derechos de la persona frente 
al poder público, como para just ificar lim itaciones a esos derechos en nombre de los 
intereses colect ivos. A este respecto debe subrayarse que de ninguna manera podrían 
invocarse el "  orden público "  o el "  bien común " como medios para suprim ir un derecho 
garant izado por la Convención o para desnaturalizarlo o privarlo de contenido real (ver 
el art . 29.a de la Convención) . Esos conceptos, en cuanto se invoquen como fundamento 
de lim itaciones a los derechos humanos, deben ser objeto de una interpretación 
est r ictamente ceñida a las " justas exigencias "  de "  una sociedad democrát ica "  que 
tenga en cuenta el equilibrio ent re los dist intos intereses en juego y la necesidad de 
preservar el objeto y fin de la Convenció [ ...] .

Est a d o  d e  e x ce p ció n  y  o r d e n  p ú b l ico

Corte I DH. El hábeas corpus bajo suspensión de garant ías ( Arts. 2 7 .2 , 2 5 .1  y 
7 .6  Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos) . Opinión Consult iva OC-
8 / 8 7  de 3 0  de enero de 1 9 8 7 . Serie A No. 8 .7

22. Habida cuenta de que el art ículo 27.1 contempla dist intas situaciones y dado, 
además, que las medidas que se adopten en cualquiera de estas emergencias deben ser 
ajustadas a "  las exigencias de la situación " , resulta claro que lo perm isible en unas de
ellas podría no serlo en ot ras. La juridicidad de las medidas que se adopten para 
enfrentar cada una de las situaciones especiales a que se refiere el art ículo 27.1 
dependerá, entonces, del carácter, intensidad, profundidad y part icular contexto de la 
emergencia, así como de la proporcionalidad y razonabilidad que guarden las medidas 
adoptadas respecto de ella.  ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso 

6 La Opinión Consult iva OC-6/ 86 refiere acerca de la expresión leyes ut ilizada (en el art ículo 30 de la 
Convención) . Se puede revisar un detalle de la Opinión Consult iva en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica_opinion.cfm ?nI d_Ficha= 13&lang= es
7 La Opinión Consult iva OC-8/ 87 t rata sobre la v igencia del recurso de hábeas corpus en contexto de estados 
de em ergencia. Se puede revisar un detalle de la Opinión Consult iva en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica_opinion.cfm ?nI d_Ficha= 15&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica_opinion.cfm?nId_Ficha=13&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica_opinion.cfm?nId_Ficha=15&lang=es
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Zam brano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4  de 
julio de 2 0 0 7 . Serie C No. 1 6 6 . párr. 4 5 8 )

23. El art ículo 27.2 dispone, como se ha dicho, lím ites al poder del Estado Parte para 
suspender derechos y libertades, al establecer que hay algunos cuya suspensión no está 
perm it ida bajo ninguna circunstancia y al incluir "  las garant ías judiciales indispensables 
para la protección de tales derechos " . Algunos de estos derechos se refieren a la 
integridad de la persona, como son el derecho al reconocim iento de la personalidad 
jurídica (  art . 3 ) ;  el derecho a la vida (  art . 4 ) ;  el derecho a la integridad personal (  
art . 5 ) ;  la prohibición de la esclavitud y servidumbre (  art . 6 )  y el pr incipio de legalidad 
y de ret roact ividad (  art . 9 ) . Está, además, prohibida la suspensión de la libertad de 
conciencia y de religión (  art . 12 ) ;  de la protección a la fam ilia (  art . 17 ) ;  del derecho 
al nombre (  art . 18 ) ;  de los derechos del niño (  art . 19 ) ;  del derecho a la nacionalidad 
(  art . 20 )  y de los derechos polít icos (  art . 23) . 

24. La suspensión de garant ías const ituye también una situación excepcional, según la 
cual resulta lícito para el gobierno aplicar determ inadas medidas rest r ict ivas a los 
derechos y libertades que, en condiciones normales, están prohibidas o somet idas a 
requisitos más r igurosos. Esto no significa, sin embargo, que la suspensión de garant ías 
comporte la suspensión temporal del Estado de Derecho o que autorice a los gobernantes 
a apartar su conducta de la legalidad a la que en todo momento deben ceñirse. Estando 
suspendidas las garant ías, algunos de los lím ites legales de la actuación del poder público 
pueden ser dist intos de los vigentes en condiciones normales, pero no deben 
considerarse inexistentes ni cabe, en consecuencia, entender que el gobierno esté 
invest ido de poderes absolutos más allá de las condiciones en que tal legalidad 
excepcional está autorizada. Como ya lo ha señalado la Corte en ot ra oportunidad, el 
principio de legalidad, las inst ituciones democrát icas y el Estado de Derecho son 
inseparables [ ...] .

38. Si la suspensión de garant ías no debe exceder, como lo ha subrayado la Corte, la 
medida de lo est r ictamente necesario para atender a la emergencia, resulta también 
ilegal toda actuación de los poderes públicos que desborde aquellos lím ites que deben 
estar precisamente señalados en las disposiciones que decretan el estado de excepción, 
aún dent ro de la situación de excepcionalidad jurídica vigente. 

39. La Corte debe destacar, igualmente, que si la suspensión de garant ías no puede 
adoptarse legít imamente sin respetar las condiciones señaladas en el párrafo anterior, 
tampoco pueden apartarse de esos principios generales las medidas concretas que 
afecten los derechos o libertades suspendidos, como ocurr ir ía si tales medidas violaran 
la legalidad excepcional de la emergencia, si se prolongaran más allá de sus lím ites 
temporales, si fueran manifiestamente irracionales, innecesarias o desproporcionadas, 
o si para adoptarlas se hubiere incurr ido en desviación o abuso de poder. 

8 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la ejecución ext rajudicial de los señores 
Wilm er Zam brano Vélez, Segundo Olm edo Caicedo Cobeña y José Miguel Caicedo Cobeña por parte de 
m iem bros de las fuerzas arm adas. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a 
la v ida, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 249&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=249&lang=es
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Corte I DH. Garant ías judiciales en estados de em ergencia ( Arts. 2 7 .2 , 2 5  y 8  
Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos) . Opinión Consult iva OC- 9 / 8 7  
de 6  de octubre de 1 9 8 7 . Serie A No. 9 .9

38. La Corte concluye que las garant ías judiciales indispensables para la protección de 
los derechos humanos no suscept ibles de suspensión, según lo dispuesto en el art ículo 
27.2 de la Convención, son aquéllas a las que ésta se refiere expresamente en los 
art ículos 7.6 y 25.1, consideradas dent ro del marco y según los principios del art ículo 8, 
y también las inherentes a la preservación del Estado de Derecho, aun bajo la legalidad 
excepcional que resulta de la suspensión de garant ías.

Corte I DH. Caso Zam brano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 4  de julio de 2 0 0 7 . Serie C No. 1 6 6 .

46. [ L] a Corte Europea de Derechos Humanos ha manifestado que para que se just ifique 
un estado de excepción es necesario:  a)  que exista una situación excepcional de crisis o 
emergencia;  b)  que ésta afecte a toda la población, y c)  que const ituya una amenaza a 
la vida organizada de la sociedad.   

47. Es obligación del Estado determ inar las razones y mot ivos que llevan a las 
autoridades internas a declarar un estado de emergencia y corresponde a éstas ejercer 
el adecuado y efect ivo cont rol de esa situación y que la suspensión declarada se 
encuent re, conforme a la Convención, “en la medida y por el t iempo est r ictamente 
lim itados a las exigencias de la situación” . Los Estados no gozan de una discrecionalidad 
ilim itada y corresponderá a los órganos del sistema interamericano, en el marco de sus 
respect ivas competencias, ejercer ese cont rol en forma subsidiaria y complementaria. 
En este caso, la Corte analiza la conform idad de los actos estatales en el marco de las 
obligaciones consagradas en el art ículo 27 de la Convención, en relación con las ot ras 
disposiciones de la Convención objeto de la cont roversia. 

51. Este Tribunal hace notar que en determ inados estados de emergencia o en 
situaciones de alteración del orden público, los Estados ut ilizan las Fuerzas Armadas para 
cont rolar la situación. Al respecto, la Corte est ima absolutamente necesario enfat izar en
el ext remo cuidado que los Estados deben observar al ut ilizar las Fuerzas Armadas como 
elemento de cont rol de la protesta social, disturbios internos, violencia interna, 
situaciones excepcionales y crim inalidad común. Tal como ha señalado este Tribunal, 
“ los Estados deben lim itar al máximo el uso de las fuerzas armadas para el cont rol de 
disturbios internos, puesto que el ent renamiento que reciben está dir igido a derrotar al 
enemigo, y no a la protección y cont rol de civiles, ent renamiento que es propio de los 
entes policiales” . El deslinde de las funciones m ilitares y de policía debe guiar el est r icto 
cumplim iento del deber de prevención y protección de los derechos en r iesgo, a cargo 
de las autoridades internas. En este sent ido, se muest ran algunos avances, tales como 
la declaración de “Normas humanitarias m ínimas aplicables en situaciones de estado de 
excepción”  ( “Normas de Turku” ) , que considera importante reafirmar y desarrollar 
principios que r ijan el comportam iento de todas las personas, grupos y autoridades en 
casos de violencia interna, conflictos étnicos, religiosos y nacionales, disturbios, 
tensiones y en situaciones excepcionales, así como el carácter inderogable de 
determ inadas normas en esas situaciones, mot ivada por las siguientes razones:  

9 La Opinión Consult iva OC-9/ 87 t rata sobre el alcance de la prohibición, contenida en la Convención, de 
suspender " las garant ías judiciales indispensables para la protección de tales derechos" . Se puede revisar un 
detalle de la Opinión Consult iva en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica_opinion.cfm ?nI d_Ficha= 27&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica_opinion.cfm?nId_Ficha=27&lang=es
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Considerando que hay casos de violencia interna, conflictos étnicos, religiosos y 
nacionales, disturbios, tensiones y situaciones excepcionales que siguen causando grave 
inestabilidad y grandes sufr im ientos en todas partes del mundo;

Alarmada por el aumento del número y la brutalidad de las violaciones de los derechos 
humanos y de las normas humanitarias en tales situaciones;  [ …]

Confirmando que cualquier suspensión de las obligaciones relat ivas a los derechos 
humanos durante un estado de excepción debe ceñirse est r ictamente a los lím ites 
previstos en el derecho internacional, que algunos derechos no se pueden suspender 
nunca y que el derecho humanitario no admite suspensiones en razón de una situación 
excepcional;

Confirmando además que las medidas por las que se suspenden esas obligaciones deben 
adoptarse respetando est r ictamente los requisitos de procedim iento establecidos en 
esos inst rumentos, que la imposición de un estado de excepción se debe proclamar 
oficialmente, en forma pública, y de conform idad con las disposiciones establecidas por 
la ley, que las medidas por las que se suspenden esas obligaciones deberán lim itarse 
est r ictamente a las exigencias de la situación y que esas medidas no deben ser 
discrim inatorias por mot ivos de raza, color, sexo, idioma, religión, u origen social, 
nacional o étnico[ .]

52. La Corte est ima que, una vez determ inada una intervención m ilitar con tan amplios 
alcances y en función de objet ivos a su vez tan amplios y difusos [ ...] , la suspensión de 
garant ías que en efecto operó en este caso, y que el Estado reconoció al allanarse a la 
alegada violación del art ículo 27 de la Convención, sobrepasó la facultad reconocida a 
los Estados por la Convención en el primer inciso de esta disposición. Si bien los hechos 
del caso refieren únicamente a la aplicación del Decreto No. 86 mencionado, y a este 
contexto se lim ita este Tribunal, es fundamental recordar que la suspensión de garant ías 
debe operar como una medida est r ictamente excepcional para enfrentar reales 
situaciones de emergencia, “en la medida y por el t iempo est r ictamente lim itados a las 
exigencias de la situación” , y no const ituye un medio para enfrentar la crim inalidad 
común. La Corte valora posit ivamente la manifestación del Estado en el sent ido de que 
se encuent ra “ frente a un proceso [ …]  de democrat izar [ …]  el régimen de excepción[ , el 
cual]  va a ser debidamente regulado y est r ictamente monitoreado [ …]  en la próxima 
Asamblea Const ituyente que está por conformarse en el Ecuador [ …para que se]  
rest r inja[ …]  el uso indiscrim inado que en ciertas ocasiones se puede dar del estado de 
excepción, de esa facultad que t iene el Poder Ejecut ivo para decretar un estado de 
emergencia” .

Corte I DH. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Prelim inares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 0  de noviem bre de 2 0 1 4 . Serie C No. 
2 8 9 1 0 .

117. El art ículo 27.1 de la Convención contempla dist intas situaciones. Las medidas que 
se adopten en cualquiera de estas emergencias deben ser ajustadas a “ las exigencias de 
la situación” , resultando claro que lo perm isible en unas de ellas podría no serlo en ot ras. 
La juridicidad de las medidas que se adopten para enfrentar cada una de las situaciones 
especiales a las que se refiere el art ículo 27.1 dependerá entonces, del carácter, 
intensidad, profundidad y part icular contexto de la emergencia, así como de la 

10 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la detención arbit rar ia y poster ior tortura 
y reclusión de Gladys Carol Espinoza Gonzales, acusada de ser m iem bro de un grupo terror ista. En su sentencia 
la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho integr idad, libertad personal, protección judicial y 
garant ías judiciales. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 459&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=459&lang=es
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proporcionalidad y razonabilidad que guarden las medidas adoptadas respecto de ella. 
En esta línea, si bien la Corte ha señalado que el Estado t iene el derecho y la obligación 
de garant izar su seguridad y mantener el orden público, su poder no es ilim itado, pues 
t iene el deber, en todo momento, de aplicar procedim ientos conformes a derecho y 
respetuosos de los derechos fundamentales a todo individuo que se encuent re bajo su 
jurisdicción. Por ello, el art ículo 27.1  de la Convención perm ite la suspensión de las 
obligaciones que establece, “en la medida y por el t iempo est r ictamente lim itados a las 
exigencias de la situación”  de que se t rate. Las disposiciones que se adopten no deben 
violar ot ras obligaciones internacionales del Estado Parte, ni deben ent rañar
discrim inación alguna fundada en mot ivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen 
social. Ello implica entonces, que tal prerrogat iva debe ser ejercida e interpretada, al 
tenor además, de lo previsto en el art ículo 29.a)  de la Convención, como excepcional y 
en térm inos rest r ict ivos. Adicionalmente, el art ículo 27.3 establece el deber de los 
Estados de “ informar inmediatamente a los demás Estados partes en la presente 
Convención, por conducto del Secretario General de la Organización de los Estados 
Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de los mot ivos que 
hayan suscitado la suspensión y de la fecha en que haya dado por term inada tal 
suspensión” .

Fu e r z a s a r m a d a s, la b o r e s d e  se g u r id a d  y  o r d e n  p ú b l ico  

Corte I DH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 8  de noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 0 .1 1

178. En atención a lo anterior, el Tribunal est ima que por su naturaleza y complej idad, 
el cr imen organizado en sus dist intas formas const ituye por sí m ismo una grave amenaza 
para la comunidad internacional, toda vez que atenta cont ra la seguridad, estabilidad y 
gobernabilidad democrát ica de los Estados, obstaculiza su desarrollo e impide la vigencia 
de los derechos humanos de las personas sujetas a su jurisdicción. No obstante, para 
enfrentar dicha problemát ica es preciso que los Estados actúen en todo momento dent ro 
de los lím ites y conforme a los procedim ientos que perm itan preservar tanto la seguridad 
pública como los derechos humanos. Lo anterior implica que en la adopción de medidas 
frente a quienes se presume que atentan en cont ra de la seguridad interna o del orden 
público, los Estados no pueden invocar la existencia de situaciones excepcionales como 
medio para suprim ir o denegar derechos garant izados por la Convención, 
desnaturalizarlos o privarlos de contenido real, o como just ificación para pract icar o 
tolerar actos cont rarios a normas imperat ivas de derecho internacional, tales como la 
tortura, desapariciones forzadas y ejecuciones ext rajudiciales, ent re ot ras graves 
violaciones.   

179. En concreto, este Tribunal se ha referido en dist intas ocasiones a la part icipación 
de fuerzas armadas en la alteración del orden público. En este sent ido, el Tribunal 
recuerda que en el Caso Montero Aranguren y ot ros Vs. Venezuela estableció que si bien 
los Estados partes de la Convención podrían desplegar a las fuerzas armadas para 
desempeñar tareas ajenas a las propiamente relacionadas con conflictos armados, dicho 
empleo debe lim itarse al máximo y responder a criterios de est r icta excepcionalidad para 

11 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la desaparición forzada de la víct im a en 
el contexto de acciones m ilitares en lucha cont ra el narcot ráfico. La Corte en su sentencia estableció la 
v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, reconocim iento de la personalidad, derecho de 
circulación, protección a la fam ilia, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede consultar un resum en 
oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_370_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_370_esp.pdf
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enfrentar situaciones de crim inalidad o violencia interna, dado que el ent renamiento que 
reciben las fuerzas m ilitares está dir igido a derrotar al enemigo y no a la protección y 
cont rol de civiles, ent renamiento que es propio de los entes policiales.

180. En el caso Cabrera García y Mont iel Flores Vs. México, la Corte estableció que la 
intervención de fuerzas armadas en act ividades de seguridad pública debe atender a 
criterios de est r icta proporcionalidad, excepcionalidad y debida diligencia en la 
salvaguarda de las garant ías convencionales, dado que el régimen propio de las fuerzas 
m ilitares no se concilia con las funciones propias de las autoridades civiles;  asim ismo, 
indicó que puede implicar la int roducción de un r iesgo para los derechos humanos y 
recordó lo señalado por los Relatores Especiales de la ONU sobre Tortura, sobre 
Ejecuciones Ext rajudiciales y sobre I ndependencia de Jueces y Abogados, en el sent ido 
de que “ las funciones de invest igación de la policía judicial [ o m inisterial]  deberían estar 
a cargo de un ent idad civil” . Lo anterior fue reiterado también en el caso Osorio Rivera 
Vs. Perú, en el supuesto de otorgar a las Fuerzas Armadas funciones dir igidas a la 
rest r icción de la libertad personal de civiles. 

181. Adicionalmente, sobre este tema se han pronunciado el Comité de Derechos 
Humanos, el Comité cont ra la Tortura y ot ros Tratos o Penas Crueles, I nhumanos o 
Degradantes, el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o I nvoluntarias, 
conjuntamente los Relatores Especiales sobre la Tortura y sobre las Ejecuciones 
Ext rajudiciales, Sumarias o Arbit rarias, la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, así como la Comisión I nteramericana 
de Derechos Humanos, ent re ot ros. Dichos organismos y procedim ientos especiales 
internacionales coinciden en señalar en que la part icipación de las fuerzas armadas en 
labores de policía judicial o m inisterial puede resultar cont rario a determ inados principios 
del Estado de Derecho tales como la separación de poderes, independencia y autonomía 
de los t r ibunales judiciales y la subordinación a las autoridades civiles. Por tanto, 
concuerdan en la necesidad de implementar mecanismos de rendición de cuentas a 
t ravés de cuerpos independientes de todas las fuerzas de seguridad relacionadas con 
operat ivos y tareas de orden público.

82. En vista de lo anterior, como regla general, la Corte reafirma que el mantenim iento 
del orden público interno y la seguridad ciudadana deben estar primariamente 
reservados a los cuerpos policiales civiles. No obstante, cuando excepcionalmente 
intervengan en tareas de seguridad, la part icipación de las fuerzas armadas debe ser:  

a)  Ext raordinaria, de manera que toda intervención se encuent re just ificada y 
resulte excepcional, temporal y rest r ingida a lo est r ictamente necesario en las 
circunstancias del caso;  

b)  Subordinada y complementaria, a las labores de las corporaciones civiles, sin 
que sus labores puedan extenderse a las facultades propias de las inst ituciones 
de procuración de just icia o policía judicial o m inisterial;  

c)  Regulada, mediante mecanismos legales y protocolos sobre el uso de la fuerza, 
bajo los principios de excepcionalidad, proporcionalidad y absoluta necesidad  y 
de acuerdo con la respect iva capacitación en la materia, y

d)  Fiscalizada, por órganos civiles competentes, independientes y técnicamente 
capaces.

183. Asim ismo, la Corte reitera su jur isprudencia en el sent ido que el Estado debe 
brindar recursos sencillos y expeditos para denunciar la violación de los derechos 
humanos, así como que tales denuncias deben ser vent iladas ante la jur isdicción 
ordinaria y no m ilitar, las cuales deberán ser efect ivamente invest igadas y, en su caso, 
sancionados los responsables. 
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Act iv id a d e s d e  in t e l ig e n cia  y  o r d e n  p ú b l ico  

Corte I DH. Caso Miembros de la Corporación Colect ivo de Abogados "José Alvear 
Rest repo" Vs. Colombia. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 18 de octubre de 2023. Serie C No. 50612.

531. Una segunda exigencia concierne a que las act ividades de inteligencia 
necesariamente habrán de dir igirse a la realización de un fin legít imo651. Este fin 
legít imo, congruente con la jur isprudencia de la Corte en materia de lím ites a los 
derechos, debe entenderse “necesario en una sociedad democrát ica”  (supra párr. 521) . 
El propio contenido de la Convención Americana denota cuáles habrán de considerarse 
fines legít imos que autorizan la rest r icción de derechos (art ículos 13, 15, 16 y 22 de la 
Convención, en armonía con el texto del Pacto I nternacional de Derechos Civiles y 
Polít icos, art ículos 12, 14, 19, 21 y 22) . De esa cuenta, serán fines legít imos en este
ámbito los siguientes: a) la protección de la seguridad nacional; b)  el mantenim iento
del orden público; c) la salvaguarda de la salud pública, y d) la protección de los 
derechos humanos.

532. Sobre los alcances de estos conceptos, los que deben encontrarse definidos y
delim itados por la legislación interna, la Corte considera pert inente efectuar algunas
puntualizaciones. En primer térm ino, la seguridad nacional podría just ificar el empleo 
de las act ividades de inteligencia en función de proteger o defender la existencia m isma 
del Estado, su integridad terr itor ial o su independencia polít ica frente a las amenazas 
que puedan exist ir . El mantenim iento del orden público, por su parte, atañe al conjunto
de normas que aseguran el funcionamiento de la sociedad o el conjunto de principios
en que se basa dicha sociedad, lo que incluye el sistema democrát ico de gobierno, sus
inst ituciones y el respeto de los derechos humanos. La salud pública podría igualmente
ser un fin válido en el contexto de las act ividades de inteligencia siempre que se
pretenda hacer frente a una grave amenaza para la salud o la situación sanitaria de la
población en general o de algunos de sus miembros. Por últ imo, la protección de los
derechos humanos será un objet ivo legít imo de las act ividades de inteligencia en los 
casos en que sean ident ificadas situaciones específicas que configuren, de manera 
racional y concreta, un r iesgo para su efect ivo goce y garant ía. En todo caso, de lo que 
se t rata es de evitar que enunciados vagos e imprecisos just ifiquen el actuar de los 
organismos de inteligencia apartándose de aquellos fines, sino es que cont radiciéndolos
o anulándolos.

533. Los objet ivos antes mencionados se revelan como “ fines legít imos”  en función 
de su correspondencia con el fin que, a la post re, fundamenta y guía la existencia de 
un Estado de Derecho, es decir, como ha considerado este Tribunal (con invocación de 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre) : “ la protección de los
derechos esenciales [ de la persona humana] y la creación de circunstancias que le
perm itan progresar espir itual y materialmente” .

534. Por consiguiente, las “amenazas”  que, según el marco legal interno, habilitarían 
la ejecución de las act ividades de inteligencia deben referirse, forzosamente, a factores 
o situaciones que de manera racional y concreta podrían poner en r iesgo la realización 

12 El caso se relaciona con las violaciones a derechos humanos cometidas en perjuicio de distintos miembros de la 
Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” (en adelante también “CAJAR” o “Colectivo”) y sus 
familiares, incluyendo ser objeto de actividades arbitrarias de inteligencia y sufrir distintos tipos de violencia. Puede 
consultar el resumen oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_506_esp.pdf
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de aquellos fines legít imos, fuera de los cuales no es lícito que las autoridades estatales 
emprendan acciones o est rategias en este ámbito. Ello determ ina la necesidad, como 
ha sido indicado, de que la ley precise aquellos fines, a la vez que ident ifique las 
eventuales amenazas a estos, cuya prevención o neut ralización es el propósito de las 
act ividades de inteligencia, evitando con ello el ejercicio desmedido de las facultades 
estatales, máxime en un ámbito en el que, como también ha sido adelantado, el r iesgo 
de arbit rariedad se incrementa dada la naturaleza del quehacer estatal y el carácter
reservado que regularmente se impone.

535. Como es lógico advert ir , los fines legít imos antes ident ificados prohíben 
cualquier act ividad de inteligencia con fines discrim inatorios por razones de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones polít icas o de cualquier ot ra índole, origen nacional
o social, posición económica, nacim iento o cualquier ot ra condición social (art ículo 1.1 
de la Convención Americana) . Lo anterior determ ina que está vedado que las funciones 
de los organismos de inteligencia sean ejercidas con el objet ivo de promover, beneficiar
o afectar a una determ inada act ividad, persona o grupo en razón de su ideología u 
opinión polít ica, creencia religiosa, condición social, posición económica o por cualquier 
ot ro mot ivo.

I I . D ER ECH O  D E R EU N I Ó N

El vínculo ent re el mantenim iento del orden público y el derecho de reunión ha sido un 
eje cent ral en la jur isprudencia de la Corte I nteramericana. El Tribunal ha enfat izado que 
la protección del orden público no puede convert irse en un pretexto para rest r ingir de 
manera indebida las manifestaciones o reuniones pacíficas. En este marco, la Corte ha 
abordado casos donde el derecho de reunión se conecta con situaciones de 
discrim inación cont ra la mujer, con la protección de quienes ejercen funciones 
jurisdiccionales y con el ejercicio de los derechos sindicales, delineando estándares sobre 
los lím ites legít imos y las garant ías que los Estados deben respetar.

Corte I DH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5  de octubre de 2 0 1 5 . Serie C No. 3 0 2 .1 3

167. [ E] l art ículo 15 de la Convención Americana “ reconoce el derecho de reunión 
pacífica y sin armas” . Este derecho abarca tanto reuniones privadas como reuniones en 
la vía pública, ya sean estát icas o con desplazamientos. La posibilidad de manifestarse 
pública y pacíficamente es una de las maneras más accesibles de ejercer el derecho a la 
libertad de expresión, por medio de la cual se puede reclamar la protección de ot ros 
derechos. Por tanto, el derecho de reunión es un derecho fundamental en una sociedad
democrát ica y no debe ser interpretado rest r ict ivamente. Al respecto, el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos (en adelante el “Tribunal Europeo” )  ha señalado que el 
derecho de reunión es de tal importancia que una persona no puede ser sancionada, 
incluso por una sanción disciplinaria menor, por la part icipación en una manifestación 
que no había sido prohibida, siempre y cuando no cometa actos reprochables durante la 

13 El caso se refiere a la vulneración de derechos de cuat ro jueces de Honduras producto de procesos 
disciplinar ios fueron iniciados por conductas de las víct im as en defensa de la dem ocracia y el Estado de Derecho 
en el contexto del golpe de Estado ocurr ido en junio de 2009 en Honduras. La Corte estableció que el Estado 
violó, ent re ot ros, los derechos a la libertad de expresión, derecho de reunión, derechos polít icos, derecho de 
asociación, garant ías judiciales, protección judicial,  derecho a perm anecer en el cargo en condiciones de 
igualdad y el pr incipio de legalidad. Puede consultar los detalles de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_302_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_302_esp.pdf
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misma. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Escher y otros Vs. Brasil. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6  de julio de 
2 0 0 9 . Serie C No. 2 0 0 , párr. 1 6 9 1 4 y Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en Atenco 
Vs. México. Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de 
noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 , párr. 1 7 1 1 5)

168. No obstante, de acuerdo a la propia Convención, el derecho a part icipar en polít ica, 
la libertad de expresión y el derecho de reunión no son derechos absolutos y pueden 
estar sujetos a rest r icciones. Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que un 
derecho puede ser rest r ingido siempre que las injerencias no sean abusivas o arbit rarias, 
por ello, deben estar previstas en ley, perseguir un fin legít imo y cumplir con los 
requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad.

Corte I DH. Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de 
noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 .

173. [ El derecho de reunión y la libertad de expresión)  están int rínsecamente 
relacionados. Como se mencionó previamente, el ejercicio del derecho de reunión es una 
forma de ejercer la libertad de expresión. Sin perjuicio de esto, la Corte considera que 
cada uno de los derechos contenidos en la Convención t iene su ámbito, sent ido y alcance 
propios  y deben ser interpretados y aplicados teniendo en cuenta su especialidad. A 
juicio de este Tribunal, la violación del derecho de reunión podría generar una afectación 
a la libertad de expresión. No obstante, para que se configure una violación autónoma 
de la libertad de expresión, dist inta al contenido inherente del derecho de reunión, sería 
necesario demost rar que la m isma fue afectada más allá de la afectación int rínseca a la 
violación declarada del derecho de reunión. En el presente caso, los hechos se relacionan 
con el uso de la fuerza para impedir y dispersar una manifestación. No ha sido alegado 
por la Comisión ni por los representantes alguna rest r icción específica de expresiones u 
opiniones de las once mujeres, más allá de su derecho a estar presentes en la 
manifestación. Por consiguiente, no corresponde un análisis o evaluación autónoma de 
la libertad de expresión. 

174. Con fundamento en las consideraciones anteriores, corresponde examinar las 
circunstancias fáct icas del presente caso como una posible rest r icción inadecuada del 
derecho de reunión en el caso de las siete víct imas mencionadas supra [ ...] . Al respecto, 
la Corte recuerda que el derecho de reunión no es un derecho absoluto y puede estar 
sujetos a rest r icciones, siempre que las injerencias no sean abusivas o arbit rarias, por 
ello, deben estar previstas en ley, perseguir un fin legít imo ( los cuales están lim itados 
por el art ículo 15 de la Convención a la seguridad nacional, la seguridad o el orden 
público, o para proteger la salud o la moral pública o los derechos o libertades de los 
demás)  y ser necesarias y proporcionales. 

175. En el presente caso, si bien es cierto que algunos manifestantes recurr ieron a 
medios violentos, las siete mujeres referidas supra se encont raban ejerciendo 

14 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la interceptación, m onitoreo y divulgación 
de conversaciones telefónicas, de Ar lei José Escher, Dalton Luciano de Vargas, Delfino José Becker, Pedro 
Alves Cabral y Celso Aghinoni, por parte de la Policía Militar  del estado de Paraná. La Corte en su sentencia 
estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la libertad de asociación, protección judicial y garant ías 
judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 277&lang= es
15 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la represión de m anifestaciones públicas. 
La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho de reunión, integr idad y protección 
judicial y garant ías judiciales. Se puede un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_371_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=277&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_371_esp.pdf
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act ividades pacíficas. En este sent ido, el derecho a la reunión pacífica asiste a cada una 
de las personas que part icipan en una reunión. Los actos de violencia esporádica o los 
delitos que cometan algunas personas no deben at r ibuirse a ot ras cuyas intenciones y 
comportam iento t ienen un carácter pacífico. Por ello, las autoridades estatales deben 
ext remar sus esfuerzos para dist inguir ent re las personas violentas o potencialmente 
violentas y los manifestantes pacíficos. Una gest ión adecuada de las manifestaciones 
requiere que todas las partes interesadas protejan y hagan valer una amplia gama de 
derechos. Además, aunque los part icipantes en una reunión no actúen de forma pacífica 
y, como resultado de ello, pierdan el derecho de reunión pacífica, conservan todos los 
demás derechos, con sujeción a las lim itaciones normales. 

Corte I DH. Derechos a la libertad sindical, negociación colect iva y huelga, y su 
relación con otros derechos, con perspect iva de género ( interpretación y 
alcance de los art ículos 1 3 , 1 5 , 1 6 , 2 4 , 2 5  y 2 6 , en relación con los art ículos 1 .1  
y 2  de la Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos, de los art ículos 3 , 6 , 
7  y 8  del Protocolo de San Salvador, de los art ículos 2 , 3 , 4 , 5  y 6  de la 
Convención de Belem  do Pará, de los art ículos 3 4 , 4 4  y 4 5  de la Carta de la 
Organización de los Estados Am ericanos, y de los art ículos I I , I V, XI V, XXI  y 
XXI I  de la Declaración Am ericana de los Derechos y Deberes del Hom bre) . 
Opinión Consult iva OC- 2 7 / 2 1  de 5  de m ayo de 2 0 2 1 . Serie A No. 2 7 .1 6

139. Respecto del derecho de reunión, este Tribunal recuerda que el art ículo 15 de la 
Convención Americana “ reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas” . La Corte 
ha señalado que este derecho abarca tanto reuniones privadas como reuniones en la vía 
pública, ya sean estát icas o con desplazamientos. La posibilidad de manifestarse pública 
y pacíficamente es una de las maneras más accesibles de ejercer el derecho a la libertad 
de expresión, por medio de la cual se puede reclamar la protección de ot ros derechos. 
Por tanto, el derecho de reunión es un derecho fundamental en una sociedad 
democrát ica y no debe ser interpretado rest r ict ivamente. Al respecto, el Comité de 
Derechos Humanos ha señalado que el derecho de reunión pacífica t iene un valor 
int rínseco y además “se suele ejercer con el objet ivo de promover la efect ividad de ot ros 
derechos humanos” , ent re los que este Tribunal destaca la libertad de asociación 
sindical, la negociación colect iva y el derecho de huelga. En esa medida, “ la just ificación 
jurídica del deber de respetar y garant izar el derecho de reunión pacífica procede 
también de la importancia de ot ros derechos, normas y principios más amplios cuya 
aplicación promueve” . Asim ismo, este Tribunal ha expresado que el derecho a protestar 
o manifestar inconform idad cont ra alguna acción o decisión estatal está protegido por el 
derecho de reunión.

Corte I DH. Caso Tavares Pereira y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C 
No. 5 0 7 1 7 .

92. Dicho esto, los derechos de reunión y circulación no son derechos absolutos y 
pueden estar sujetos a rest r icciones. El art ículo 15 de la Convención señala que el 
derecho de reunión sólo puede estar sujeto a las rest r icciones previstas por la ley, que 

16 La Opinión Consult iva OC-27/ 21 t rata sobre el alcance de las obligaciones de los Estados, bajo el sistem a 
interam ericano, sobre las garant ías a la libertad sindical,  su relación con ot ros derechos y aplicación desde 
una perspect iva de género. Puede consultar el resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ opiniones/ resum en_seriea_27_esp.pdf
17 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por el uso desproporcionado de la fuerza 
em pleada por  la  Policía  Militar  cont ra  Antônio  Tavares  Pereira  y  ot ros  t rabajadores rurales  que  buscaban  
m anifestarse públicam ente. consultar el resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_507_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/resumen_seriea_27_esp.pdf


17

5 ORDEN PÚBLICO Y USO DE LA FUERZA

sean necesarias en una sociedad democrát ica, en interés de la seguridad nacional, de la 
seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los 
derechos o libertades de los demás. La rest r icción del ejercicio del derecho de reunión 
basado en amenazas a la “seguridad pública”  sólo debe invocarse cuando la reunión cree 
un peligro significat ivo e inmediato para la vida o la integridad física de las personas o 
un r iesgo de daños graves a sus bienes. La imposición de rest r icciones a las reuniones 
pacíficas tampoco debe basarse en nociones vagas sobre necesidades de “orden 
público” . En cuanto a la “seguridad nacional” , sólo puede ser invocada para just ificar 
lim itaciones necesarias para proteger la existencia de la nación, su integridad terr itor ial 
o su independencia polít ica cont ra la fuerza o la amenaza de la fuerza. 

93. De hecho –por sus característ icas propias y dependiendo de su masividad— las 
manifestaciones pueden causar t rastornos previsibles al ejercicio cot idiano de la libertad 
de circulación de ot ras personas que escogen no manifestarse y que buscan acceder a 
la educación, el t rabajo, la salud, la protección de la fam ilia, etc. y ot ros bienes públicos 
y privados que merecen la protección estatal. En principio, dichos t rastornos deben ser 
tolerados, a menos que impongan una carga desproporcionada sobre el resto de la 
población.

94. En estos casos, pueden imponerse rest r icciones al ejercicio del derecho a 
manifestarse, basadas en una ponderación ent re los derechos que, en un determ inado 
caso concreto, estén en conflicto, y exponiendo de manera detallada los mot ivos. Cabe 
subrayar que las rest r icciones nunca deben estar dir igidas en forma específica a 
determ inadas categorías de manifestantes por razón de nacionalidad, raza, origen 
étnico, edad, orientación sexual, ident idad de género u opinión polít ica. 

95. El Estado puede imponer ciertas lim itaciones a reuniones pacíficas con el propósito 
de proteger a la salud pública cuando, por ejemplo, la situación sanitaria durante la 
reunión presenta un r iesgo para la salud de la población o de los propios part icipantes.

96. Dado que las manifestaciones pacíficas de protesta no deben ser interpretadas per 

se como una amenaza al orden público, debe presumirse su licitud, salvo fundada razón 
en cont rario. Lo anterior refleja una perspect iva direccionada a la const rucción y 
fortalecim iento de la part icipación polít ica ciudadana. Como sucede con ot ros derechos 
con una dimensión social, la violación de los derechos de reunión y de libertad de 
pensamiento y de expresión de los part icipantes en una manifestación pública por parte 
de las autoridades “ t iene graves efectos inhibitor ios [ chilling effect ]  sobre futuras 
reuniones o asambleas” , ya que lleva a que las personas se abstengan de ejercer sus 
derechos para evitar consecuencias. Además, es cont rario a la obligación posit iva del 
Estado de facilitar y crear entornos propicios para que las personas puedan ejercer 
efect ivamente su derecho de reunión. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. 
Caso Pueblo I ndígena U'w a y sus m iem bros Vs. Colom bia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4  de julio de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 3 0 , párr. 2 3 5 )

97. En principio, el Estado debe perm it ir  la manifestación pacífica en los espacios de 
acceso público, tales como plazas y calzadas. La comunicación previa sobre el ejercicio 
del derecho de reunión en el espacio público facilita la toma de medidas dest inadas a
m inim izar la interrupción del t ráfico y brindar seguridad. Esto requiere del diálogo ent re 
quienes se manifiestan, las autoridades locales y la policía en la gest ión adecuada de las 
reuniones en el espacio público, para lo cual el Estado debe establecer vías y 
procedim ientos adecuados. Sin embargo, la ausencia de comunicación previa por canales 
formales, sin cualquier ot ra circunstancia o mot ivo adicional, no just ifica el uso de la 
fuerza en nombre del orden público para impedir o disolver una manifestación pacífica. 
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98. El derecho de reunión pacífica no incluye el derecho de actuar de manera violenta 
en el curso de su ejercicio, ni de cometer delitos. En los casos en los que quienes se 
manifiestan recurren al uso de la fuerza de forma que pueda causar lesiones a personas 
o daños graves a bienes, el Estado está just ificado en actuar para proteger a todas las 
personas involucradas. En principio, como ha señalado el Comité de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas, el hecho de que quienes se manifiestan porten objetos que 
potencialmente puedan ser ut ilizados para causar daño, no es suficiente por sí solo para 
presumir que recurrirán a la violencia y así fundamentar la decisión de impedir por 
completo el ejercicio del derecho a manifestarse. En cambio, en los casos en los cuales 
la incitación o intención de emplear la violencia en forma generalizada es verificable o –
más aún— expresamente promovida por los propios organizadores de la manifestación, 
ésta puede ya no ser considerada pacífica y, por consiguiente, no estar protegida bajo 
los art ículos 13 y 15 de la Convención Americana. 

99. En suma, el Estado debe perm it ir  y facilitar la realización de manifestaciones 
pacíficas de protesta, y en los casos en los que se just ifique la imposición de 
rest r icciones, éstas deben estar prevista por la ley, perseguir un fin legít imo y cumplir 
con los requisitos de necesidad y proporcionalidad. El Estado debe cumplir con su deber 
de proteger a quienes no se manifiestan –incluidas las personas involucradas en tareas 
periodíst icas y de supervisión y observación— y a los bienes públicos y privados. En los
casos en los que el Estado no esté en capacidad de proteger a los manifestantes y al 
público en general, medidas como el aplazamiento o la reubicación de la reunión pueden 
estar just ificadas.

Corte I DH. Caso Huilcam án Paillam a y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 8  de junio de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 2 7 1 8 .

En tal sent ido, el derecho de reunión pacífica y sin armas configura, en muchos casos, 
el vehículo natural de acción colect iva de las personas, en cuanto perm ite coincidir en 
visiones e intereses, perm it iendo una expresión conjunta de opiniones y propuestas, así 
como de demandas y reivindicaciones. El ejercicio del derecho de reunión así entendido 
se nut re de ot ros derechos, a la vez que sirve de mecanismo para su ejercicio, como 
sucede, precisamente, con la libertad de pensamiento y de expresión y la libertad de 
asociación, todos los cuales se encuent ran int rínsecamente relacionados. A la post re, el 
ejercicio conjunto de estos derechos puede adquir ir  dist intas formas, incluidas las 
manifestaciones y protestas, las que encuent ran protección en tanto se desarrollen de 
forma pacífica, como expresamente refiere el art ículo 15 convencional. ( En sim ilar 
sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Pueblo I ndígena U'w a y sus m iem bros Vs. 
Colom bia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4  de julio de 2 0 2 4 . Serie C No. 
5 3 0 , párr. 2 2 9 )

250. Sobre ello, cabe recordar que las protestas y manifestaciones pacíficas cumplen un 
rol importante en un sistema democrát ico, pues conllevan la movilización de personas 
para hacer valer sus reclamos y demandas de forma que potencialmente puedan 
influenciar en la formulación o t ransformación del quehacer estatal. Al respecto, el 

18 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por las as violaciones a dist intos derechos 
hum anos com et idas con ocasión del proceso penal cont ra 135 personas integrantes del Pueblo indígena 
Mapuche, en el contexto de las acciones em prendidas por la organización Consejo de Todas las Tierras en el 
per iodo 1989-1992, con el objeto de exigir  la reiv indicación de sus derechos. Puede consultar los detalles de 
la sentencia en el siguiente enlace:  ht tps: / / corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_527_esp.pdf

https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_527_esp.pdf
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Tribunal recuerda que el derecho de reunión pacífica no incluye el derecho de actuar de 
manera violenta en el curso de su ejercicio, ni de cometer delitos. ( En sim ilar sent ido, 
ver entre otros: Corte I DH. Caso Pueblo I ndígena U'w a y sus m iem bros Vs. 
Colom bia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4  de julio de 2 0 2 4 . Serie C No. 
5 3 0 , párr. 2 3 0 )

263. Al respecto, la Corte observa que la elección sobre el lugar y la modalidad de la 
protesta encuent ra acogida en el ámbito de protección del derecho de reunión, en tanto 
puede determ inar el logro de los objet ivos de la protesta y su alcance a las personas a
las que va dir igida. En tal sent ido, como sucede con las manifestaciones llevadas a cabo 
en espacios públicos que pueden afectar, ent re ot ros derechos, la libertad de circulación 
o locomoción, el ejercicio de la protesta pacífica requiere, en el plano de un sistema 
democrát ico, en el que impera el pluralismo y el respeto por las ideas, opiniones y formas 
de expresión de los demás, de la sociedad en general y de quienes puedan verse 
perturbados en su t ranquilidad o sus intereses legít imos, un grado de tolerancia que 
perm ita el mutuo ejercicio de los derechos.

264. A todo ello se ha referido el Comité de Derechos Humanos, al señalar que el lugar, 
el momento, la duración o la frecuencia de una manifestación o protesta puede 
desempeñar un papel fundamental en el logro de su objet ivo. De ahí que, cuando la 
manifestación o protesta se lleva a cabo en espacios privados, cualquier rest r icción al 
derecho de reunión debe atender, ent re ot ros, a elementos como el reclamo de quienes 
protestan con relación a la propiedad del lugar o si disponen de ot ros medios razonables 
para lograr el propósito de la reunión. Lo anterior determ ina que, en función de los actos 
de protesta, “ [ n] o se puede negar el acceso a la propiedad privada de manera 
discrim inatoria” . Ante ello, también el Comité ha indicado que en un sistema 
democrát ico, el ejercicio de los derechos, incluso los que adquieren forma de 
manifestación o protesta, exigen de los part iculares y de la sociedad en general, que 
“acepten cierto grado de perturbación como consecuencia del ejercicio del derecho” .

265. En todo caso, las medidas que deban tomarse en función de la afectación que los 
actos de protesta pudieran ocasionar exige el análisis de proporcionalidad en las 
circunstancias de cada caso concreto, pues no cualquier reacción de la autoridad se 
considera legít ima en esta materia. De esa cuenta, la Corte no puede soslayar la 
just ificación que habrían tenido los reclamos realizados por los propietarios o legít imos 
poseedores, derivado de la afectación que supondrían las tomas u ocupaciones 
emprendidas. Ante ello, la actuación de las autoridades se tornaba imprescindible, no 
para rest r ingir desproporcionadamente el ejercicio de los derechos de quienes 
protestaban pacíficamente, como sucedió en el caso concreto mediante el empleo del 
Derecho Penal, sino para abordar y gest ionar, dent ro de los parámetros de la 
Convención, el conflicto suscitado. Tal abordaje debería incluir no solo respuestas que 
consideren la específica situación originada por la confrontación de derechos o intereses 
de dist intas personas o grupos sociales, sino, más aún, que at iendan a los factores o 
problemas que habrían mot ivado los actos de protesta y que serían, precisamente, el 
objeto de los reclamos y reivindicaciones efectuadas.
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D e r e ch o  d e  r e u n ió n  y  d iscr im in a ció n  co n t r a  l a  m u j e r

Corte I DH. Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de 
noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 .

215. La Corte advierte que, del derecho a las mujeres a vivir una vida libre de violencia 
y los demás derechos específicos consagrados en la Convención de Belém do Pará, 
surgen las correlat ivas obligaciones del Estado para respetar y garant izarlos. Las 
obligaciones estatales especificadas en el art ículo 7 de la Convención de Belém do Pará 
deben alcanzar todas las esferas de actuación del Estado, t ransversal y vert icalmente, 
es decir, todos los poderes públicos ( legislat ivo, ejecut ivo y judicial) , tanto a nivel federal 
como estadual o local, así como en las esferas privadas. Ello requiere la formulación de 
normas jurídicas y el diseño de polít icas públicas, inst ituciones y mecanismos dest inados 
a combat ir toda forma de violencia cont ra la mujer, pero también requiere, la adopción 
y aplicación de medidas para erradicar los prejuicios, los estereot ipos y las práct icas que 
const ituyen las causas fundamentales de la violencia por razón de género cont ra la 
mujer.

216. La Corte ya ha señalado cómo just ificar la violencia cont ra la mujer y, de alguna 
manera, at r ibuir les responsabilidad en virtud de su comportam iento es un estereot ipo 
de género reprochable que muest ra un criter io discrim inatorio cont ra la mujer por el solo
hecho de ser mujer. En el presente caso, las formas altamente groseras y sexistas en 
que los policías se dir igieron a las víct imas, con palabras obscenas, haciendo alusiones 
a su imaginada vida sexual y al supuesto incumplim iento de sus roles en el hogar, así 
como a su supuesta necesidad de domest icación, es evidencia de estereot ipos 
profundamente machistas, que buscaban reducir a las mujeres a una función sexual o 
domést ica, y donde el salir  de estos roles, para manifestar, protestar, estudiar o 
documentar lo que estaba pasando en Texcoco y San Salvador de Atenco, es decir, su 
simple presencia y actuación en la esfera pública, era mot ivo suficiente para cast igarlas 
con dist intas formas de abuso. 

218. Como se expuso previamente, en aras de garant izar a las mujeres una igualdad 
real y efect iva y, part icularmente, teniendo en cuenta las circunstancias de este caso, a 
efectos de garant izarles la posibilidad de part icipar en la vida pública en las m ismas 
condiciones que cualquier ot ro ciudadano, los Estados deben adoptar medidas act ivas y 
posit ivas para combat ir act itudes estereot ipadas y discrim inatorias como las 
exteriorizadas por sus agentes policiales al reprim ir las protestas de 3 y 4 de mayo de 
2006. En la medida en que estas conductas se basan en prejuicios y pat rones 
socioculturales profundamente arraigados, no basta una act itud pasiva por parte del 
Estado o la simple sanción posterior, lo cual ni siquiera ha ocurrido en este caso. Es 
necesario que el Estado implemente programas, polít icas o mecanismos para 
act ivamente luchar cont ra estos prejuicios y garant izar a las mujeres una igualdad real. 
Cuando el Estado no desarrolla acciones concretas para erradicarlos, los refuerza e 
inst itucionaliza, lo cual genera y reproduce violencia cont ra la mujer.
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D e r e ch o  d e  r e u n ió n  d e  p e r so n a s q u e  e j e r ce n  f u n cio n e s 
j u r isd iccio n a le s

Corte I DH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5  de octubre de 2 0 1 5 . Serie C No. 3 0 2 .

169. Hasta el momento, la Corte no se ha pronunciado sobre el derecho a part icipar en 
polít ica, la libertad de expresión y el derecho de reunión de personas que ejercen 
funciones jur isdiccionales, como en el presente caso. Al respecto, es importante resaltar 
que la Convención Americana garant iza estos derechos a toda persona, 
independientemente de cualquier ot ra consideración, por lo que no cabe considerarla ni 
rest r ingir la a una determ inada profesión o grupo de personas. Sin embargo, tal como se 
señaló anteriormente, tales derechos no son absolutos, por lo que pueden ser objeto de 
rest r icciones compat ibles con la Convención [ ...] . Debido a sus funciones en la 
administ ración de just icia, en condiciones normales del Estado de Derecho, los jueces y 
juezas pueden estar sujetos a rest r icciones dist intas y en sent idos que no afectarían a 
ot ras personas, incluyendo a ot ros funcionarios públicos. 

171. El objet ivo general de garant izar la independencia e imparcialidad es, en principio, 
un fin legít imo para rest r ingir ciertos derechos de los jueces. El art ículo 8.1 de la 
Convención Americana establece que “ [ t ] oda persona t iene derecho a ser oída, con las 
debidas garant ías y dent ro de un plazo razonable, por un juez o t r ibunal competente, 
independiente e imparcial” . En este sent ido, el Estado t iene la obligación de regular que 
sus jueces y t r ibunales cumplan con dichos preceptos. Por tanto, resulta acorde con la 
Convención Americana la rest r icción de ciertas conductas a los jueces, con la finalidad 
de proteger la independencia y la imparcialidad en el ejercicio de la just icia, como un 
“derecho o libertad de los demás” .

172. Al respecto, existe un consenso regional en cuanto a la necesidad de rest r ingir la 
part icipación de los jueces en las act ividades polít ico-part idistas, siendo que en algunos 
Estados, de forma más general, se prohíbe cualquier part icipación en polít ica, salvo la 
em isión del voto en las elecciones. Sin embargo, la facultad de los Estados de regular o 
rest r ingir estos derechos no es discrecional y cualquier lim itación a los derechos 
consagrados en la Convención debe interpretarse de manera rest r ict iva. La rest r icción 
de part icipación en act ividades de t ipo part idista a los jueces no debe ser interpretada 
de manera amplia, de forma tal que impida que los jueces part icipen en cualquier 
discusión de índole polít ica. 

173. En este sent ido, pueden exist ir  situaciones donde un juez, como ciudadano parte 
de la sociedad, considere que t iene un deber moral de expresarse. Al respecto, el perito 
Leandro Despouy señaló que puede const ituir un deber para los jueces pronunciarse “en 
un contexto en donde se esté afectando la democracia, por ser los funcionarios 
públicos[ ,]  específicamente los operadores judiciales, guardianes de los derechos 
fundamentales frente a abusos de poder de ot ros funcionarios públicos u ot ros grupos 
de poder” . Asim ismo, el perito Mart in Federico Böhmer señaló que en un golpe de Estado 
los jueces “ t ienen la obligación de sostener y asegurarse de que la población sepa que 
ellos y ellas sost ienen el sistema const itucional” . Resaltó además que “ [ s] i hay alguna 
expresión polít ica no part idista, es la que realizan ciudadanos de una democracia 
const itucional cuando afirman con convicción su lealtad a ella” . En el m ismo sent ido, el 
perito Perfecto Andrés I báñez señaló que incluso para los jueces “es un deber jurídico[ ,]  
un deber ciudadano oponerse a [ los golpes de Estado] ” . 

174. Es posible concluir entonces que, en momentos de graves crisis democrát icas, como 
la ocurrida en el presente caso, no son aplicables a las actuaciones de los jueces y de 
las juezas en defensa del orden democrát ico las normas que ordinariamente rest r ingen 
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su derecho a la part icipación en polít ica. En este sent ido, sería cont rario a la propia 
independencia de los poderes estatales, así como a las obligaciones internacionales del 
Estado derivadas de su part icipación en la OEA, que los jueces y juezas no puedan 
pronunciarse en cont ra de un golpe de Estado. Por tanto, dadas las part iculares 
circunstancias del presente caso, las conductas de las presuntas víct imas por las cuales 
les fueron iniciados procesos disciplinarios no pueden considerarse cont rarias a sus 
obligaciones como jueces o juezas y, en esa medida, infracciones del régimen 
disciplinario que ordinariamente les era aplicable. Por el cont rario, deben entenderse 
como un ejercicio legít imo de sus derechos como ciudadanos a part icipar en polít ica, la 
libertad de expresión y el derecho de reunión y de manifestación, según sea el caso de 
la específica actuación desplegada por cada una de estas presuntas víct imas.

D e r e ch o  d e  r e u n ió n  y  d e r e ch o s sin d ica le s

Corte I DH. Derechos a la libertad sindical, negociación colect iva y huelga, y su 
relación con otros derechos, con perspect iva de género ( interpretación y 
alcance de los art ículos 1 3 , 1 5 , 1 6 , 2 4 , 2 5  y 2 6 , en relación con los art ículos 1 .1  
y 2  de la Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos, de los art ículos 3 , 6 , 
7  y 8  del Protocolo de San Salvador, de los art ículos 2 , 3 , 4 , 5  y 6  de la 
Convención de Belem  do Pará, de los art ículos 3 4 , 4 4  y 4 5  de la Carta de la 
Organización de los Estados Am ericanos, y de los art ículos I I , I V, XI V, XXI  y 
XXI I  de la Declaración Am ericana de los Derechos y Deberes del Hom bre) . 
Opinión Consult iva OC- 2 7 / 2 1  de 5  de m ayo de 2 0 2 1 . Serie A No. 2 7 .

140. En relación con lo anterior, el Tribunal advierte que el derecho de reunión, en tanto 
derecho que protege la posibilidad de las personas de congregarse, es un elemento 
fundamental para el ejercicio de la libertad de asociación sindical, y un elemento esencial 
para que las organizaciones sindicales puedan realizar sus act ividades. Tal como lo ha 
señalado el Comité de Libertad Sindical, “el derecho de reunión y la libertad de expresión 
son condiciones necesarias para el ejercicio de la libertad sindical” . En ese sent ido, este 
Tribunal considera que los sindicatos deben gozar del derecho de realizar sus reuniones 
sin necesidad de comunicar a las autoridades el orden del día, pues ello conllevaría una 
cont radicción con el principio de libertad sindical. Asim ismo, los sindicatos deben gozar 
del derecho de celebrar sus reuniones dent ro de sus locales, salvo que tal ejercicio altere 
el orden público o ponga en peligro inm inente el mantenim iento del m ismo, sin 
intervención de autoridades del Estado en los debates de las organizados por los 
sindicatos. De esta forma, los Estados deben abstenerse de establecer disposiciones que 
establezcan la presencia de agentes del Estado como condición para la realización de 
reuniones sindicales.

141. Este Tribunal advierte que los derechos a la libertad de expresión, de reunión y de 
asociación, en su relación con la libertad sindical, la negociación colect iva y la huelga, 
const ituyen derechos fundamentales para que los t rabajadores y las t rabajadoras, y sus 
representantes, se organicen y expresen las reivindicaciones específicas acerca de sus 
condiciones laborales, para poder así representar efect ivamente sus intereses ante el 
empleador, e incluso part icipar en cuest iones de interés público con una voz colect iva. 
Los Estados t ienen el deber de respetar y garant izar estos derechos, los cuales perm iten 
nivelar la relación desigual que existe ent re t rabajadores y t rabajadoras, y empleadores 
y empleadoras, y el acceso a salarios justos, y condiciones de t rabajo seguras. En este 
sent ido, la Corte recuerda que los derechos humanos son interdependientes e 
indivisibles, de forma que la efect ividad del ejercicio de los derechos depende de la 
efect ividad del ejercicio de ot ros derechos. De esta forma, los derechos civiles y polít icos, 
y los derechos económicos sociales, culturales y ambientales deben ser entendidos 
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integralmente como derechos humanos, sin jerarquía ent re sí y exigibles en todos los 
casos ante aquellas autoridades que resulten competentes.

142. Con relación a las especificidades que se deben tener en cuenta cuando son mujeres 
quienes ejercen los derechos sindicales, este Tribunal ha señalado que el art ículo 1.1 de 
la Convención es una norma de carácter general cuyo contenido se ext iende a todas las 
disposiciones del t ratado, por lo cual incluye el art ículo 26 de la Convención. En ese 
sent ido, no cabe duda que existe una prohibición expresa a realizar cualquier conducta 
que pueda ser considerada discrim inatoria respecto del ejercicio de los derechos 
sindicales de las mujeres. Sin embargo, el Tribunal advierte que los Estados deben 
adoptar aquellas medidas posit ivas necesarias para revert ir  o cambiar situaciones 
discrim inatorias, lo cual requiere al Estado avanzar en la existencia de una igualdad real 
ent re hombres y mujeres en el ejercicio de los derechos sindicales [ ...] . Lo anterior se 
just ifica en que la persistencia de roles y estereot ipos de género, tanto en el ámbito 
público como en el ámbito privado, const ituyen obstáculos para el pleno ejercicio de los 
derechos mencionados. Asim ismo, dado que la negociación colect iva y la huelga son 
mecanismos habilitantes para las mujeres para superar la discrim inación est ructural en 
el ámbito laboral, su respeto y garant ía resulta fundamental para mejorar sus 
condiciones de vida y laborales. Dada la complej idad de esta temát ica, y en atención a 
las preguntas presentadas por la Comisión I nteramericana, el Tribunal abordará las 
implicaciones del derecho a la igualdad y no discrim inación en un acápite diferenciado 
en la presente opinión consult iva [ ...] .

I I I .    U SO  D E LA  FU ER Z A

La discusión sobre el orden público se vincula est rechamente con el análisis del uso de 
la fuerza por parte de los Estados. La Corte I nteramericana ha señalado que, si bien las 
autoridades pueden recurr ir  a la fuerza para garant izar la seguridad y mantener el orden, 
este recurso está sujeto a fuertes lim itaciones. En su jurisprudencia, el Tribunal ha 
examinado dist intos contextos en los que se ha ejercido la fuerza, como en cent ros de 
detención, en conflictos armados, respecto de m iembros de las fuerzas armadas 
acuartelados, en manifestaciones públicas, en situaciones de violencia sexual, así como 
en la obligación estatal de invest igar los hechos donde se alegue un uso indebido o 
excesivo de la fuerza.

Corte I DH. Caso Montero Aranguren y otros ( Retén de Cat ia)  Vs. Venezuela. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5  de julio de 
2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 0 .1 9

67. El uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad estatales debe estar definido 
por la excepcionalidad, y debe ser planeado y lim itado proporcionalmente por las 
autoridades. En este sent ido, el Tribunal ha est imado que sólo podrá hacerse uso de la 
fuerza o de inst rumentos de coerción cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos 
los demás medios de cont rol. .  ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Aguas Acosta y 
otros Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 0  
de octubre de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 4 0 , párr. 9 3 )

19 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la ejecución ext rajudicial de 37 reclusos 
del Retén de Cat ia por parte de t ropas del Com ando Regional de la Guardia Nacional y de la Policía 
Met ropolitana, así com o por la falta de invest igación y sanción de los responsables. La Corte en su sentencia 
estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad personal, protección judicial y garant ías 
judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 331&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=331&lang=es
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68. En un mayor grado de excepcionalidad se ubica el uso de la fuerza letal y las armas 
de fuego por parte de agentes de seguridad estatales cont ra las personas, el cual debe 
estar prohibido como regla general. Su uso excepcional deberá estar formulado por ley, 
y ser interpretado rest r ict ivamente de manera que sea m inim izado en toda circunstancia, 
no siendo más que el “absolutamente necesario”  en relación con la fuerza o amenaza 
que se pretende repeler. Cuando se usa fuerza excesiva toda privación de la vida 
resultante es arbit raria. 

75. [ L] os Estados deben crear un marco normat ivo adecuado que disuada cualquier 
amenaza del derecho a la vida. De allí que la legislación interna debe establecer pautas 
lo suficientemente claras para la ut ilización de fuerza letal y armas de fuego por parte 
de los agentes estatales. Siguiendo los “Principios sobre el empleo de la fuerza y de las 
armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir  la Ley” , las normas y 
reglamentaciones sobre el empleo de armas de fuego por los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley deben contener direct r ices que:  a)  especifiquen las circunstancias 
en que tales funcionarios estarían autorizados a portar armas de fuego y prescriban los 
t ipos de armas de fuego o municiones autorizados;  b)  aseguren que las armas de fuego 
se ut ilicen solamente en circunstancias apropiadas y de manera tal que dism inuya el 
r iesgo de daños innecesarios;  c)  prohíban el empleo de armas de fuego y municiones 
que puedan provocar lesiones no deseadas o signifiquen un r iesgo injust ificado;  d)  
reglamenten el cont rol, almacenamiento y dist r ibución de armas de fuego, así como los 
procedim ientos para asegurar que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
respondan de las armas de fuego o municiones que se les hayan ent regado;  e)  señalen 
los avisos de advertencia que deberán darse, siempre que proceda, cuando se vaya a 
hacer uso de un arma de fuego, y f)  establezcan un sistema de presentación de informes 
siempre que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley recurran al empleo de 
armas de fuego en el desempeño de sus funciones.

77. Una adecuada legislación no cumplir ía su comet ido si, ent re ot ras cosas, los Estados 
no forman y capacitan a los m iembros de sus cuerpos armados y organismos de 
seguridad sobre los principios y normas de protección de los derechos humanos y sobre 
los lím ites a los que debe estar somet ido, aun bajo los estados de excepción, el uso de 
las armas por parte de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. En efecto, la 
Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que la cuest ión de si debería recurr irse 
al uso de armas de fuego y en qué circunstancias, debe decidirse sobre la base de 
disposiciones legales claras y ent renamiento adecuado. ( En sim ilar sent ido, ver entre 
otros: Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador. Excepciones Prelim inares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de noviem bre de 2 0 1 6 . Serie C No. 3 2 7 , párr. 
1 3 6 2 0 )

78. En el m ismo sent ido, esta Corte est ima que es imprescindible que los agentes del 
Estado conozcan las disposiciones legales que perm iten el uso de las armas de fuego y 
que tengan el ent renamiento adecuado para que en el evento en que deban decidir 
acerca de su uso posean los elementos de juicio para hacerlo. Además, los Estados deben 
lim itar al máximo el uso de las fuerzas armadas para el cont rol de disturbios internos, 
puesto que el ent renamiento que reciben está dir igido a derrotar al enemigo, y no a la 
protección y cont rol de civiles, ent renamiento que es propio de los entes policiales. 

20 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la m uerte de un funcionario policial y la 
falta de un juzgam iento conform e a estándares convencionales. La Corte en su sentencia estableció la 
v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede 
consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_327_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_327_esp.pdf
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Corte I DH. Caso Zam brano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 4  de julio de 2 0 0 7 . Serie C No. 1 6 6 .

85. El uso de la fuerza debe estar lim itado por los principios de proporcionalidad, 
necesidad y humanidad. La fuerza excesiva o desproporcionada por parte de los 
funcionarios encargados de hacer cumplir  la ley que da lugar a la pérdida de la vida 
puede por tanto equivaler a la privación arbit raria de la vida. El principio de necesidad 
just ifica sólo las medidas de violencia m ilitar no prohibidas por el derecho internacional, 
que son relevantes y proporcionadas para garant izar el pronto somet im iento del enem igo 
con el menor gasto posible de recursos humanos y económicos. El principio de 
humanidad complementa y lim ita int rínsecamente el principio de necesidad, al prohibir 
las medidas de violencia que no son necesarias (es decir, relevantes y proporcionadas)  
para el logro de una ventaja m ilitar definit iva. En situaciones de paz, los agentes del 
Estado deben dist inguir ent re las personas que, por sus acciones, const ituyen una 
amenaza inm inente de muerte o lesión grave y aquellas personas que no presentan esa 
amenaza, y usar la fuerza sólo cont ra las primeras.

Corte I DH. Caso Herm anos Landaeta Mej ías y otros Vs. Venezuela. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 7  de agosto de 
2 0 1 4 . Serie C No. 2 8 1 .2 1

124. En este sent ido, la Corte toma nota de los diversos inst rumentos internacionales 
en la materia, y en part icular de los Principios Básicos sobre el empleo de la fuerza y de 
armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir  la ley y del Código de 
conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley (en adelante, “Principios 
sobre el uso de la fuerza”  y “Código de conducta” , respect ivamente) . Sobre esa base, 
como fue sostenido por este Tribunal en el caso Nadege Dorzema Vs. República 
Dominicana, la Corte analizará el uso de la fuerza por parte de agentes del Estado 
tomando en cuenta t res momentos fundamentales :  a)  las acciones prevent ivas;  b)  las 
acciones concomitantes a los hechos, y c)  las acciones posteriores a los hechos. 

Acciones prevenit ivas

126. La Corte reitera que t ratándose del uso de la fuerza, resulta indispensable que el 
Estado:  a)  cuente con la existencia de un marco jurídico adecuado que regule el uso de 
la fuerza y que garant ice el derecho a la vida;  b)  brinde equipamiento apropiado a los 
funcionarios a cargo del uso de la fuerza, y c)  seleccione, capacite y ent rene 
debidamente a dichos funcionarios. En part icular, sobre el deber de garant ía, esta Corte 
ha establecido con anterioridad, que existe un deber del Estado de adecuar su legislación 
nacional y de “vigilar que sus cuerpos de seguridad, a quienes les está at r ibuido el uso 
de la fuerza legít ima, respeten el derecho a la vida de quienes se encuent ren bajo su 
jurisdicción” . El Estado debe ser claro al momento de demarcar las polít icas internas 
t ratándose del uso de la fuerza y buscar est rategias para implementar los Principios 
sobre empleo de la fuerza y Código de conducta. “En este sent ido debe dotar a los 
agentes de dist intos t ipos de armas, municiones y equipos de protección que les 
perm itan adecuar materialmente su reacción de forma proporcional a los hechos en que 
deban intervenir, rest r ingiendo en la mayor medida el uso de armas letales que puedan 

21 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la m uerte de I gm ar Alexander Landaeta 
Mej ías, de 18 años de edad, ocurr ida el 17 de noviem bre de 1996, y la detención y m uerte de su herm ano 
Eduardo José Landaeta Mej ías, de 17 años de edad, ocurr idas el 29 y 31 de diciem bre del m ism o año, 
respect ivam ente. En su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, 
derechos del niño, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede consultar un resum en oficial de la 
sentencia en el siguiente enlace:  ht tps: / / corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_281_esp.pdf

https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_281_esp.pdf


26

5 ORDEN PÚBLICO Y USO DE LA FUERZA

ocasionar lesión o muerte” . A su vez, el Estado debe realizar capacitaciones a sus 
agentes con la finalidad de que conozcan las disposiciones legales que perm iten el uso 
de las armas de fuego y que tengan el ent renamiento adecuado para que en el evento 
en que deban decidir acerca de su uso posean los elementos de juicio para hacerlo. Lo 
anterior es aplicable también a las labores de inteligencia y, por tanto, al presente caso.

Acciones concomitantes

130. La Corte ha sostenido que “en el desarrollo de un evento de despliegue de la 
autoridad, los agentes estatales, en la medida de lo posible, deben realizar una 
evaluación de la situación y un plan de acción previo a su intervención” . En consecuencia, 
los operat ivos policiales deben estar dir igidos al arresto y no a la privación de la vida del 
presunto infractor. 

131. Como regla general, el uso de armas de fuego está previsto como medida de últ imo 
recurso a la luz del derecho interno e internacional. En este sent ido, los Principios básicos 
sobre el empleo de la fuerza establecen que “ los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley no emplearán armas de fuego cont ra las personas, salvo en defensa propia 
o de ot ras personas, en caso de peligro inm inente de muerte o lesiones graves, o con el 
propósito de evitar la comisión de un delito part icularmente grave que ent rañe una seria 
amenaza para la vida, o con el objeto de detener a una persona que represente ese 
peligro y oponga resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, y sólo en caso de 
que resulten insuficientes medidas menos ext remas para lograr dichos objet ivos. En todo 
caso, sólo se podrá hacer uso intencional de armas letales cuando sea absolutamente 
inevitable para proteger una vida” . ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Díaz Loreto 
y otros Vs. Venezuela. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 9  de noviem bre de 2 0 1 9 . Serie C No. 3 9 2 , párr. 7 3 2 2)

134. En caso de que resultare imperioso el uso de la fuerza, ésta debe realizarse en 
armonía con los principios de la finalidad legít ima, absoluta necesidad y 
proporcionalidad:

i. Finalidad legít ima:  el uso de la fuerza debe estar dir igido a lograr un objet ivo 
legít imo. En el supuesto de la versión del enfrentam iento, dicho objet ivo consist ía 
en detener a I gmar Landaeta, quien habría corr ido luego de la presunta solicitud 
de alto de los agentes de inteligencia, m ient ras éste realizaba un intercambio de 
armas [ ...] . Posteriormente, según el dicho de los agentes, frente a los disparos 
realizados por parte de I gmar Landaeta, habrían act ivado sus armas de fuego 
para repeler la agresión y someterlo [ ...] . Ya la Corte señaló la ausencia de 
legislación específica en la materia, no obstante exist ían normas generales sobre 
la portación de armas de fuego y su uso en la legít ima defensa u orden público. 

ii.  Absoluta necesidad:  es preciso verificar si existen ot ros medios disponibles 
menos lesivos para tutelar la vida e integridad de la persona o situación que se 
pretende proteger, de conform idad con las circunstancias del caso. Esta Corte ha 
señalado que no se puede concluir que quede acreditado el requisito de “absoluta 
necesidad”  para ut ilizar la fuerza cont ra personas, cuando estas no representan 
un peligro directo, “ inclusive cuando la falta del uso de la fuerza resultare en la 
pérdida de la oportunidad de captura” . Los hechos en este caso, en principio, se 
podrían encuadrar en el supuesto de impedir la fuga y/ o repeler una agresión. La 

22 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la m uerte de las víct im as en el contexto 
de actuaciones policiales. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la vida, 
integr idad, libertad personal y garant ías judiciales. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia en 
el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_392_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_392_esp.pdf
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Corte considera que, en consecuencia, se podría just ificar el empleo de la fuerza 
frente a la posible amenaza directa que resultara a los agentes o terceros con 
mot ivo del supuesto enfrentam iento, más debiera ser ut ilizada como medida de 
últ imo recurso.

iii.  Proporcionalidad:  el nivel de fuerza ut ilizado debe ser acorde con el nivel de 
resistencia ofrecido, lo cual implica un equilibr io ent re la situación a la que se 
enfrenta el funcionario y su respuesta, considerando el daño potencial que podría 
ser ocasionado. Así, los agentes deben aplicar un criter io de uso diferenciado de 
la fuerza, determ inando el grado de cooperación, resistencia o agresión de parte 
del sujeto al cual se pretende intervenir y, con ello, emplear táct icas de 
negociación, cont rol o uso de fuerza, según corresponda. 

( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 0  de noviem bre de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 1 5 , párr. 
9 2 2 3 , y Caso Casierra Quiñonez y otros Vs. Ecuador . Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 1  de m ayo de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 5 0 , párr. 1 0 5 2 4

y Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 7  de abril de 2 0 1 5 . Serie C No. 2 9 2 , párr. 2 6 5 2 5)

135. Es imperante que, con el objet ivo de evitar confusión e inseguridad, los 
funcionarios encargados de hacer cumplir  la ley se ident ifiquen como tales y den una 
clara advertencia de su intención de emplear armas de fuego en todo momento;  sobre 
todo cuando se encuent ran realizando operat ivos y, en especial, en situaciones que por 
su naturaleza pongan en peligro los derechos fundamentales de las personas. 

136. Para determ inar la proporcionalidad del uso de la fuerza, debe evaluarse la 
gravedad de la situación que enfrenta el funcionario. Para ello, se debe considerar, ent re 
ot ras circunstancias:  la intensidad y peligrosidad de la amenaza;  la forma de proceder 
del individuo;  las condiciones del entorno, y los medios de los que disponga el funcionario 
para abordar una situación específica. Además, este principio exige que el funcionario 
encargado de hacer cumplir la ley busque en toda circunstancia reducir al m ínimo los 
daños y lesiones que pudieran causarse a cualquier persona, así como ut ilizar el nivel de 
fuerza más bajo necesario para alcanzar el objet ivo legal buscado.

143. Respecto de las acciones posteriores al empleo del uso de la fuerza, la Corte ha 
sostenido que, de conform idad con los Principios básicos sobre el empleo de la fuerza, 
en caso de presentarse heridos luego del despliegue de la m isma, se les debe prestar y 
facilitar los servicios médicos correspondientes y not ificar lo sucedido lo antes posible a 
los parientes o am igos ínt imos. Además, se debe proceder con la rendición de informes 

23 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por las m uertes y lesiones ocurr idas en el 
contexto de un operat ivo en un recinto penitenciar io. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re 
ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede consultar un 
resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_415_esp.pdf

24 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por el fallecim iento y las lesiones de las 
víct im as en el m arco de un operat ivo ant idelincuencial de la Arm ada del Ecuador. La Corte estableció en su 
sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, protección judicial y garant ías judiciales. 
Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_450_esp.pdf

25 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por presunta ejecución ext rajudicial de 
Eduardo Nicolás Cruz Sánchez, Herm a Luz Meléndez Cueva y Víctor Salom ón Peceros Pedraza, los t res 
m iem bros del Movim iento Revolucionar io Túpac Am aru (en adelante tam bién “MRTA” ) , durante la operación 
denom inada “Chavín de Huántar” , m ediante la cual se retom ó el cont rol sobre la residencia del Em bajador de 
Japón en el Perú. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad 
personal, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 455&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_415_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_450_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=455&lang=es
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de la situación, los cuales deberán tener supervisión administ rat iva y judicial. De igual 
forma, debe exist ir  una invest igación de los hechos que perm ita determ inar el grado y 
modo de la part icipación de cada uno de los interventores, sean materiales o 
intelectuales, y, con ello, establecer las responsabilidades que puedan corresponder [ ...] .

Corte I DH. Caso García I barra y otros Vs. Ecuador. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de noviem bre de 2 0 1 5 . Serie C 
No. 3 0 6 .2 6

105. En primer lugar, en este caso está fuera de toda duda que la presunta víct ima que 
privada de su vida por un agente de la policía nacional y, en efecto, el proceso penal 
interno así lo determ inó. Sin embargo, el Estado no aceptó que este hecho le fuera
at r ibuible o que le generara responsabilidad bajo la Convención, pues manifestó 
reiteradamente que el agente policial “se encont raba fuera de horario de tarea” ;  que “no 
estaba asignado a ninguna operación” ;  que “actuó en condiciones de actor part icular” ;  
“que no se encont raba cumpliendo una orden superior” ;  y que, como Estado, “no pudo 
impedir la conducta de un agente público que actúo fuera del cont rol razonable de sus 
deberes y obligaciones como policía nacional” . Es decir, si bien lo manifestado por el 
propio Estado implica que el agente policial hizo uso letal de la fuerza sin ningún t ipo de 
just ificación y -bajo la invest idura oficial- sin ninguna legit im idad, ello no implica que 
reconociera propiamente la ocurrencia de un hecho ilícito internacional. En segundo 
lugar, lo planteado por el Estado implicaría que la vía penal fue efect iva y adecuada para 
determ inar los hechos y const ituir así una explicación suficiente y sat isfactoria sobre el 
uso letal de la fuerza por parte de un agente policial, así como para sat isfacer los 
derechos a la verdad, acceso a la just icia y reparación de los fam iliares de la presunta 
víct ima. No obstante, dada la forma irregular y “sui generis”  en que fue resuelto [ ...] , 
no ha sido establecido que el proceso penal, en tanto respuesta invest igat iva y judicial 
del Estado, const ituyera un medio adecuado para perm it ir  una búsqueda genuina de la 
verdad de lo sucedido mediante una evaluación adecuada de las dos hipótesis 
consideradas sobre el modo y circunstancias en que José Luis García I barra fue privado 
de su vida. Tampoco ha sido comprobado que tal proceso u ot ras vías hayan garant izado 
los derechos de acceso a la just icia, a conocer la verdad y a la reparación de sus 
fam iliares, quienes de todos modos no han recibido algún t ipo de reparación por parte 
del Estado.  

108. En atención a los hechos del presente caso, la Corte recuerda que en su 
jurisprudencia ha considerado que en todo caso de uso o despliegue de la fuerza, en el 
que agentes estatales hayan producido la muerte o lesiones de una persona, 
corresponde analizar el uso legít imo de la fuerza, puesto que “corresponde al Estado la 
obligación de proveer una explicación sat isfactoria y convincente de lo sucedido y 
desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante elementos probatorios 
adecuados” . Esto se sustenta en que la prohibición general a los agentes del Estado de 
privar de la vida arbit rariamente sería ineficaz si no exist ieran procedim ientos para 
verificar la legalidad del uso letal de la fuerza. 

109. Lo anterior implica determ inar, en primer térm ino, si el uso de la fuerza t iene una 
base de legit im idad y, sólo en este supuesto, correspondería a la Corte analizar los 
hechos del caso a la luz de lo expresado en su jur isprudencia constante en materia de 

26 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la m uerte y falta de juzm aiento de un 
adolescente producto de la actuación de un agente policial.  La Corte en su sentencia estableció la v iolación, 
ent re ot ros, del derecho a la v ida y garant ías judiciales. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia 
en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_306_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_306_esp.pdf
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uso de la fuerza, a saber, tomando en cuenta t res momentos fundamentales :  a)  las 
acciones prevent ivas;  b)  las acciones concomitantes a los hechos, y c)  las acciones 
posteriores a los hechos. En caso cont rario, si el uso de la fuerza no t iene base o 
apariencia algunas de legit im idad o legalidad, no corresponde aplicar estos estándares 
al análisis de las acciones u om isiones estatales.

115. En definit iva, dada la forma en que fue resuelto el proceso penal, las autoridades 
estatales no dieron una explicación sat isfactoria sobre las circunstancias en las cuales 
tuvo lugar el uso letal de la fuerza con un arma de fuego por parte de un agente de 
policía cont ra un adolescente que no representaba un peligro tal que requir iera defensa 
propia de la vida o de ot ras personas. En cualquier caso, la conclusión definit iva de dicho 
proceso indica que la muerte fue consecuencia de la falta de precaución del policía, lo 
cual bastaría para comprometer la responsabilidad del Estado. I ndependientemente de 
las dos versiones, es claro que el policía hizo uso letal de la fuerza y que no cumplió con 
las reglas sobre el uso de armas letales.

Corte I DH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de abril de 2 0 1 5 . Serie C No. 
2 9 2 .

260. En razón de [ la obligación de garant izar] , los Estados deben adoptar las medidas 
necesarias para crear un marco normat ivo adecuado que disuada cualquier amenaza al 
derecho a la vida;  establecer un sistema de just icia efect ivo capaz de invest igar, cast igar 
y dar reparación por la privación de la vida por parte de agentes estatales o part iculares;  
y salvaguardar el derecho a que no se impida el acceso a las condiciones que garant icen 
una existencia digna. De manera especial los Estados deben vigilar que sus cuerpos de 
seguridad, a quienes les está at r ibuido el uso de la fuerza legít ima, respeten el derecho 
a la vida de quienes se encuent ran bajo su jur isdicción. ( En sim ilar sent ido, ver entre 
otros: Caso Casierra Quiñonez y otros Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 1  de m ayo de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 5 0 , párr. 1 1 4 )

261. El art ículo 4.1 de la Convención Americana dispone también que nadie puede ser 
privado de la vida arbit rariamente. Es decir, no cualquier privación de la vida será 
reputada como cont raria a la Convención, sino solo aquella que se hubiera producido de 
manera arbit raria, por ejemplo por ser producto de la ut ilización de la fuerza de forma 
ilegít ima, excesiva o desproporcionada.

262. La Corte ha reconocido que los Estados t ienen la obligación de garant izar la 
seguridad y mantener el orden público dent ro de su terr itor io y, por tanto, t ienen el 
derecho de emplear legít imamente la fuerza para su restablecim iento de ser necesario. 
Si bien los agentes estatales pueden recurrir  al uso de la fuerza y en algunas 
circunstancias, se podría requerir incluso el uso de la fuerza letal, el poder del Estado no 
es ilim itado para alcanzar sus fines independientemente de la gravedad de ciertas 
acciones y de la culpabilidad de sus autores. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso 
Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 9  de noviem bre de 2 0 1 9 . Serie C No. 3 9 2 , párr. 6 3 y Caso Casierra
Quiñonez y otros Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 1  de m ayo de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 5 0 , párr. 1 0 4 )

263. Al respecto, la Corte ha sostenido que el uso excepcional de la fuerza letal deberá 
estar formulado por ley, y ser interpretado rest r ict ivamente de manera que sea 
m inim izado en toda circunstancia, no siendo más que el “absolutamente necesario”  en 
relación con la fuerza o amenaza que se pretende repeler” .

264. La Convención Americana no establece un catálogo de casos y/ o circunstancias en 
que una muerte producto del uso de la fuerza pueda considerarse just ificada por ser 
absolutamente necesaria en las circunstancias del caso concreto, por lo que la Corte ha



30

5 ORDEN PÚBLICO Y USO DE LA FUERZA

recurrido a los diversos inst rumentos internacionales en la materia y, en part icular, a los 
Principios Básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley y al Código de conducta para funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley, para dotar de contenido a las obligaciones que dimanan del 
art ículo 4 de la Convención. Los Principios básicos sobre empleo de la fuerza establecen 
que “ los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no emplearán armas de fuego 
cont ra las personas, salvo en defensa propia o de ot ras personas, en caso de peligro 
inm inente de muerte o lesiones graves, o con el propósito de evitar la comisión de un 
delito part icularmente grave que ent rañe una seria amenaza para la vida, o con el objeto 
de detener a una persona que represente ese peligro y oponga resistencia a su autoridad, 
o para impedir su fuga, y sólo en caso de que resulten insuficientes medidas menos 
ext remas para lograr dichos objet ivos. En todo caso, sólo se podrá hacer uso intencional 
de armas letales cuando sea absolutamente inevitable para proteger una vida” . En 
definit iva, las normas internacionales y la jur isprudencia de este Tribunal han establecido 
que “ los agentes del Estado deben dist inguir ent re las personas que, por sus acciones, 
const ituyen una amenaza inm inente de muerte o lesión grave y aquellas personas que 
no presentan esa amenaza, y usar la fuerza sólo cont ra las primeras” .

Corte I DH. Caso Roche Azaña y otros Vs. Nicaragua. Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 3  de junio de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 0 3 .2 7

Finalidad

60. Así, con respecto al segundo requisito, la Corte señala, con carácter previo, que en 
este apartado se analizará la finalidad legít ima perseguida con el uso de la fuerza, 
destacando que, en principio, no todo uso de la fuerza implica necesariamente el uso de 
armas de fuego. Efect ivamente, los agentes y fuerzas de seguridad del Estado pueden 
recurrir  al uso de la fuerza para mult itud de situaciones en las que no es necesario el 
uso de armas de fuego, tal y como puede suceder al detener a una persona en virtud de 
orden judicial, para evitar la comisión de un delito o por la comisión de un delito 
flagrante;  o, por ejemplo, para mantener el orden público en actos de naturaleza pública 
donde haya congregación de personas y garant izar así su seguridad. Es por ello que en 
el presente apartado se analizará la existencia o no de una finalidad legít ima con 
respecto al uso de la fuerza en térm inos generales. El t ipo y forma de fuerza ut ilizada 
será objeto de análisis en los apartados de necesidad y proporcionalidad. Realizada tal 
aclaración, la Corte advierte que, de conform idad con la prueba obrante en el presente 
caso, se desprende que la finalidad de los disparos efectuados por los agentes estatales 
fue ocasionar intencionalmente un daño, tanto a la furgoneta como, sobre todo, a las 
personas que iban en su interior. Así, si bien el Estado alegó que sus agentes desconocían 
que la furgoneta t ransportaba personas, lo cierto es que no exist ió ningún elemento que 
pudiera descartar con certeza la presencia de personas al interior del vehículo, máxime 
cuando la referida furgoneta t ransitaba por una zona t ransfronteriza la cual, por su 
propia naturaleza, se caracteriza por la posible presencia de personas m igrantes o en 
necesidad de protección internacional. Aunado a ello se une el hecho de que, una vez 
que la furgoneta at ravesó el primer retén, agentes estatales procedieron a avisar a los 
m iembros del segundo retén de la inm inente llegada de la furgoneta y, cuando esta 
at ravesó a gran velocidad este segundo retén, los agentes estatales efectuaron al menos 
ocho disparos cont ra la m isma. Cabe entender, por tanto, que la finalidad de la acción 

27 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la m uerte y her idas de las víct im as en el 
contexto de disparos de agentes policiales en m arco de un cont rol vehicular. La Corte en su sentencia 
estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, protección y garant ías judiciales. Se 
puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_403_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_403_esp.pdf
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estatal no fue legít ima, puesto que tuvo como resultado la muerte del señor Pedro Bacilio 
Roche Azaña, las graves heridas causadas a su hermano Pat r icio Fernando, así como las 
heridas ocasionadas a cuat ro personas más.

Necesidad

61. En lo que respecta a la necesidad de los medios ut ilizados, la Corte nota en primer 
lugar que, una vez que la furgoneta decidió no detenerse en el primer retén, los agentes 
del Estado procedieron a señalizar los siguientes retenes con el objet ivo de detener la 
referida furgoneta. A estos efectos, los agentes decidieron colocar una pat rulla en la 
parte frontal para evitar el paso y se colocaron a los costados y en el cent ro de la 
carretera a la espera de que la furgoneta at ravesara el correspondiente retén. Cuando 
la furgoneta se aproximaba a los retenes, los agentes, quienes portaban chaleco, silbato 
y lámpara vial, ut ilizaron sus señales lum inosas y sonoras con el objet ivo de que la 
furgoneta parase. En el presente caso quedó acreditado que, ante la negat iva por parte 
del conductor de la furgoneta de atender a las reiteradas señales realizadas por los 
agentes estatales se procedió seguidamente a efectuar varios disparos cont ra la m isma.

62. La Corte resalta que, más allá de las señales lum inosas y sonoras realizadas por los 
agentes estatales, el Estado no demost ró que el uso de las armas de fuego era necesario 
para alcanzar el objet ivo perseguido. El Tribunal recuerda que no se puede concluir que 
quede acreditado el requisito de “absoluta necesidad”  para ut ilizar la fuerza cont ra 
personas, cuando estas no representan un peligro directo, “ inclusive cuando la falta del 
uso de la fuerza resultare en la pérdida de la oportunidad de captura” . Así, a pesar de 
que se colocara una pat rulla para obstaculizar el paso del vehículo, lo cierto es que la 
furgoneta at ravesó los retenes a gran velocidad sin que dichos mecanismos de 
obstaculización causaran algún efecto. La Corte nota, además, que a la deficiente 
colocación de elementos para impedir el paso de la furgoneta, se unió la ausencia del 
uso de ot ros medios menos lesivos, como lo podrían ser los reductores de velocidad o 
poncha llantas. En suma, la Corte observa que en el presente caso se pudieron emplear 
medios menos lesivos para detener la furgoneta y, por tanto, no se cumplió con el 
requisito de necesidad.

Proporcionalidad

63. En cuanto al análisis de proporcionalidad, la Corte ya ha considerado que durante el 
desarrollo de un evento de despliegue de la autoridad, los agentes estatales, en la 
medida de lo posible, deben realizar una evaluación de la situación y un plan de acción 
previo a su intervención, todo ello con el objet ivo de m inim izar el uso de la fuerza y las 
fatalidades que se pudieran presentar.

64. En primer térm ino, la Corte reitera que el lugar en el que se estableció el disposit ivo 
de cont rol era próximo a una zona fronteriza internacional. En este sent ido, es 
importante recalcar que el respeto a los derechos humanos debe const ituir el núcleo de 
todas las medidas de protección de fronteras. Por tanto, el Tribunal considera que los 
agentes estatales debieron tener en cuenta estas circunstancias al emplear el uso de la 
fuerza, sobre todo en razón de que no se podía visualizar hacia adent ro de la furgoneta 
para descartar la posibilidad real de que t ransportara personas y que éstas estuvieran 
en una situación de part icular r iesgo.

65. Por ot ro lado, la Corte est ima necesario analizar la forma, dirección y t ipo de arma 
con la que se realizaron los disparos. La Corte advierte, con carácter previo, que los 
retenes estatales estaban conformados por m iembros de la Policía Nacional, m ilitares y 
al menos un policía voluntario. En este sent ido, el Tribunal recuerda que en el Caso 

Montero Aranguren y ot ros Vs. Venezuela estableció que, si bien los Estados partes de 
la Convención podrían desplegar a las fuerzas armadas para desempeñar tareas ajenas 



32

5 ORDEN PÚBLICO Y USO DE LA FUERZA

a las propiamente relacionadas con conflictos armados, dicho empleo debe lim itarse al 
máximo y responder a criter ios de est r icta excepcionalidad para enfrentar situaciones 
de crim inalidad o violencia interna, dado que el ent renamiento que reciben las fuerzas 
m ilitares está dir igido a derrotar al enemigo y no a la protección y cont rol de civiles, 
ent renamiento que es propio de los entes policiales.

69. [ L] a Corte recuerda que en su jur isprudencia ha considerado que en todo caso de 
uso o despliegue de la fuerza, en el que agentes estatales hayan producido la muerte o 
lesiones de una persona, corresponde analizar el uso legít imo de la fuerza, puesto que 
“corresponde al Estado la obligación de proveer una explicación sat isfactoria y 
convincente de lo sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, 
mediante elementos probatorios adecuados” . A la vista del acervo probatorio obrante en 
el presente caso, la Corte considera que el Estado no ha logrado acreditar la existencia 
de un peligro inm inente de tal magnitud que just ificara el uso de armas de fuego, y 
mucho menos el uso de armas de guerra. Lo anterior, además, se cont radice con las 
declaraciones de ciertos agentes estatales, que no manifestaron la existencia de peligro 
alguno, e incluso negaron tal ext remo. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Casierra 
Quiñonez y otros Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 1  de m ayo de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 5 0 , párr. 1 1 2 )

Corte I DH. Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 0  de noviem bre de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 1 5 .

92. Al respecto, este Tribunal ha reconocido que los Estados t ienen la obligación de 
garant izar la seguridad y mantener el orden público dent ro de su terr itor io y, por tanto, 
están facultados para emplear legít imamente la fuerza para su restablecim iento, de ser 
necesario. Si bien los agentes estatales pueden recurr ir  al uso de la fuerza, el poder del 
Estado no es ilim itado para alcanzar sus fines independientemente de la gravedad de 
ciertas acciones y de la culpabilidad de sus autores. A part ir  de lo anterior, la Corte ha 
establecido que la observancia de las medidas de actuación en caso que resulte 
imperioso el uso de la fuerza impone sat isfacer los principios de legalidad, finalidad 
legít ima, absoluta necesidad y proporcionalidad:

1)  Legalidad:  el uso excepcional de la fuerza debe estar formulado por ley y debe 
exist ir  un marco regulatorio para su ut ilización.

2)  Finalidad legít ima:  el uso de la fuerza debe estar dir igido a lograr un objet ivo 
legít imo.

3)  Absoluta necesidad:  es preciso verificar si existen ot ros medios disponibles 
menos lesivos para tutelar la vida e integridad de la persona o situación que se 
pretende proteger, de conform idad con las circunstancias del caso. En un mayor 
grado de excepcionalidad se ubica el uso de la fuerza letal y las armas de fuego 
por parte de agentes de seguridad estatales cont ra las personas, el cual debe 
estar prohibido como regla general. Su uso excepcional deberá ser interpretado 
rest r ict ivamente de manera que sea m inim izado en toda circunstancia, no siendo 
más que el “absolutamente necesario”  en relación con la fuerza o amenaza que 
se pretende repeler.

4)  Proporcionalidad:  el nivel de fuerza ut ilizado debe ser acorde con el nivel de 
resistencia ofrecido, lo cual implica un equilibr io ent re la situación a la que se 
enfrenta el funcionario y su respuesta, considerando el daño potencial que podría 
ser ocasionado. Así, los agentes deben aplicar un criterio de uso diferenciado de 
la fuerza, determ inando el grado de cooperación, resistencia o agresión de parte 
del sujeto al cual se pretende intervenir y, con ello, emplear táct icas de 
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negociación, cont rol o uso de fuerza, según corresponda. Para determ inar la 
proporcionalidad del uso de la fuerza, debe evaluarse la gravedad de la situación 
que enfrenta el funcionario. Para ello, se debe considerar, ent re ot ras 
circunstancias:  la intensidad y peligrosidad de la amenaza;  la forma de proceder 
del individuo;  las condiciones del entorno, y los medios de los que disponga el 
funcionario para abordar una situación específica. ( En sim ilar sent ido, ver entre 
otros: Caso Casierra Quiñonez y ot ros Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 1  de m ayo de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 5 0 , párr. 
1 0 5 )

93. En el Sistema Universal de Protección de Derechos Humanos se recoge el m ismo 
principio en lo que refiere al uso de la fuerza y armas de fuego por parte de la policía. 
Así, en el Manual ampliado de Derechos Humanos para la Policía, “Normat iva y Práct ica 
de los Derechos Humanos para la Policía” , se establece que “ [ t ] odos los policías recibirán 
adiest ram iento en el uso de los dist intos medios para el uso diferenciado de la fuerza”  y 
“en el uso de medios no violentos” .

94. De igual forma, con relación a las personas bajo custodia o detenidas, los Principios 

Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de las Armas de Fuego por los Funcionarios 

Encargados de Cumplir la Ley , empleará la fuerza, salvo cuando sea est r ictamente 
necesario para mantener la seguridad y el orden en los establecim ientos o cuando corra 
peligro la integridad física de las personas. Asim ismo, prevén que no se emplearán armas 
de fuego, salvo en defensa propia o en defensa de terceros cuando haya peligro 
inm inente de muerte o lesiones graves, o cuando sea est r ictamente necesario para 
impedir la fuga de una persona somet ida a custodia o detención que presente el peligro 
a que se refiere el pr incipio 9, es decir, la comisión de un delito part icularmente grave 
que ent rañe una seria amenaza para la vida.

95. En sent ido sim ilar, los Principios y Buenas Práct icas sobre la Protección de las 
Personas Privadas de Libertad en las Américas señalan que el personal de los lugares de 
privación de libertad no empleará la fuerza y ot ros medios coercit ivos, salvo 
excepcionalmente, de manera proporcionada, en casos de gravedad, urgencia y 
necesidad, como últ imo recurso después de haber agotado previamente las demás vías 
disponibles, y por el t iempo y en la medida indispensables para garant izar la seguridad, 
el orden interno, la protección de los derechos fundamentales de la población privada de 
libertad, del personal o de las visitas. Asim ismo, prohíben el uso de armas de fuego u 
ot ro t ipo de armas letales al interior de los lugares de privación de libertad, salvo cuando 
sea est r ictamente inevitable para proteger la vida de las personas.

96. En el presente caso, la Corte considera que no cuenta con los elementos necesarios 
para analizar la exigencia de legalidad respecto del uso de la fuerza, en tanto no fue 
aportado por el Estado el marco legal que regulaba el uso de la fuerza al momento en 
que ocurrieron los hechos, ni fueron formulados alegatos específicos por la Comisión o 
los representantes.

97. En lo que concierne a la finalidad legít ima, cabe señalar que la falta de información 
y de elementos probatorios adecuados ha impedido a la Corte establecer los mot ivos por 
los cuales los m iembros de la Guardia Nacional ingresaron al cent ro penitenciario. Ante 
ello, no es posible determ inar la finalidad perseguida mediante el uso de la fuerza y, con 
ello, su legit im idad. En el m ismo sent ido, la falta de claridad sobre la finalidad perseguida 
impide analizar la absoluta necesidad sobre el uso de las armas de fuego y la fuerza 
letal. En todo caso, como fue indicado oportunamente, corresponde al Estado la 
obligación de proveer una explicación sat isfactoria y convincente de lo sucedido, 
mediante elementos probatorios adecuados [ ...] . Por consiguiente, dada la falta de una 
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explicación al respecto, la Corte concluye que, en el caso concreto, no fueron sat isfechas 
las exigencias de finalidad legít ima y absoluta necesidad en el uso de la fuerza. 

98. Respecto de la exigencia de proporcionalidad, aunado a la falta de cert idumbre 
acerca de la existencia de un mot ín ent re los internos, resalta que no ha sido 
argumentando, y menos comprobado, hecho alguno que haga suponer que los agentes 
m ilitares emplearon las armas de fuego en defensa propia o en defensa de terceros ante 
el peligro inm inente de muerte o lesiones graves, ni que los agentes hubieran intentado 
impedir la fuga de alguna persona privada de libertad que representara un peligro por 
la eventual comisión de un delito part icularmente grave que supusiera una seria 
amenaza para la vida. 

100. Como corolario, la Corte colige que el uso de la fuerza por parte de los funcionarios 
de la Guardia Nacional resultó arbit rario, en tanto no se habrían cumplido las exigencias 
de finalidad legít ima y absoluta necesidad en su empleo, a lo que se añade que no fue 
advert ido grado alguno de resistencia o agresión por parte de los internos, lo que 
evidencia la falta de proporcionalidad en la actuación de los agentes.

102. En este punto, la Corte recuerda la relevancia que t iene la idoneidad y debida 
capacitación del personal penitenciario, con especial énfasis en el personal encargado de 
la seguridad de los cent ros de privación de libertad como medida para garant izar un 
t rato digno hacia las personas internas, evitando con ello los r iesgos de actos de tortura 
y de todo t rato cruel, inhumano o degradante. Lo anterior, sin perjuicio de lo que se 
refiere en esta Sentencia respecto de la actuación de órganos policiales o m ilitares en 
labores de seguridad, custodia o vigilancia en cent ros penitenciarios [ ...] .

103. En tal sent ido, los Principios y Buenas Práct icas sobre la Protección de las Personas 

Privadas de Libertad en las Américas prevén que el personal que tenga bajo su 
responsabilidad la dirección, custodia, t ratam iento, t raslado, disciplina y vigilancia de 
personas privadas de libertad, deberá ajustarse, en todo momento y circunstancia, al 
respeto a los derechos humanos de las personas privadas de libertad y de sus fam iliares. 
Asim ismo, refieren que en los lugares de privación de libertad deberá disponerse de 
personal calificado y suficiente para garant izar la seguridad, vigilancia y custodia, 
asignándoles los recursos y el equipo necesarios para que puedan desempeñar su t rabajo 
en las condiciones adecuadas;  dicho personal deberá recibir inst rucción inicial y 
capacitación periódica especializada, incluyendo en su formación, por lo menos, 
capacitación sobre derechos humanos, sobre derechos, deberes y prohibiciones en el 
ejercicio de sus funciones, y sobre los principios y reglas nacionales e internacionales 
relat ivos al uso de la fuerza, armas de fuego, así como sobre contención física.

[ ...]

107. En consecuencia, la Corte reitera que las funciones de seguridad, custodia y 
vigilancia de las personas privadas de libertad deben encont rarse a cargo, 
preferentemente, de personal de carácter civil específicamente capacitado para el 
desarrollo de las labores penitenciarias, dist into a los cuerpos policiales y m ilitares. No 
obstante, cuando excepcionalmente se requiera la intervención de estos últ imos, su 
part icipación debe caracterizarse por ser:

1)  Ext raordinaria, de manera que toda intervención se encuent re just ificada y 
resulte excepcional, temporal y rest r ingida a lo est r ictamente necesario en las 
circunstancias del caso;

2)  Subordinada y complementaria a las labores de las autoridades penitenciarias;
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3)  Regulada, mediante mecanismos legales y protocolos sobre el uso de la fuerza, 
bajo los principios de excepcionalidad, proporcionalidad y absoluta necesidad, y de 
acuerdo con la respect iva capacitación en la materia, y

4)  Fiscalizada por órganos civiles competentes, independientes y técnicamente 
capaces.

108. A part ir  de lo anterior, el Tribunal advierte que la regulación del art ículo 8 de la Ley 
de Régimen Penitenciario, al no delim itar las causales que podían determ inar la 
intervención de las fuerzas armadas en el régimen y la vigilancia interior de los cent ros 
penitenciarios, supeditándola únicamente al requerim iento del director del 
establecim iento o quien hiciera sus veces, resultaba cont raria a los estándares 
internacionales sobre la materia, en tanto perm it ía la discrecionalidad en el 
requerim iento y, consecuentemente, en el actuar de los agentes m ilitares, sin prever la 
subordinación a la autoridad civil y la fiscalización debida por partes de esta. A la post re, 
tales falencias en la regulación tuvieron relación directa con la violación a los derechos 
a la vida y a la integridad personal de las víct imas en el caso concreto.

109. Todo lo antes señalado refuerza la responsabilidad internacional del Estado, 
denotando que las muertes ocasionadas durante el operat ivo del 10 de noviembre de 
2003, al ser consecuencia del empleo de la fuerza excesiva y desproporcionada, 
configuran privaciones arbit rarias de la vida, las que el Estado expresamente reconoció
como supuestos que “perfectamente encuadran en ejecuciones ext ralegales, arbit rarias 
o sumarias”  [ ...] .

Corte I DH. Caso Casierra Quiñonez y otros Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 1  de m ayo de 2 0 2 2 . Serie C No. 
4 5 0 .

106. También la jur isprudencia ha señalado que los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley deben ident ificarse como tales y, en su caso, dar una clara advertencia de 
su intención de emplear armas de fuego. Ello reviste part icular necesidad durante el 
desarrollo de operat ivos y, en especial, en situaciones que por su naturaleza pongan en 
peligro los derechos fundamentales de las personas.

Corte I DH. Caso Aguas Acosta y otros Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 0  de octubre de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 4 0

94. Del m ismo modo, el Relator Especial sobre las ejecuciones ext rajudiciales, 
sumarias o arbit rarias indicó en un informe del año 2011 que los “principios más 
importantes relat ivos al uso de la fuerza letal en el momento del arresto de conform idad 
con el derecho internacional pueden resumirse”  de la forma que se detalla a 
cont inuación. Estos serían:  a)  la facultad de la policía para ut ilizar la fuerza letal durante 
un arresto es una cuest ión muy seria y debería considerarse una excepción a la regla 
que debe just ificarse, caso por caso según sus méritos;  b)  el punto de part ida es la 
inviolabilidad de la vida. Las normas internacionales a este respecto se fundamentan en 
lo que se ha llamado ‘el principio de protección de la vida’;  c)  por consiguiente, la fuerza 
letal, en el sent ido de fuerza que probable o seguramente ponga fin a una vida, podría 
ut ilizarse en un arresto solo con el objeto de proteger la vida, d)  una acción de esta 
índole se just ifica solo si el sospechoso ha comet ido o ha amenazado con cometer un
delito que ent raña violencia grave, si plantea un r iesgo inmediato o cont inuo, si dicha 
acción es proporcional, y si es necesaria;  e)  la proporcionalidad exige que, teniendo en 
cuenta todos los factores, el daño ocasionado al agresor no supere el valor de proteger 
la vida de la víct ima;  f)  la necesidad exige que no se disponga de una alternat iva menos 
dañina (por ejemplo, el uso de fuerza que no llegue a ser letal u ot ras formas de arresto) ;  
g)  la fuerza letal no puede ut ilizarse solo para proteger bienes; h)  no debe darse a las 
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personas comunes las m ismas facultades de arresto que a los agentes de policía;  i)  
deberían invest igarse todos los casos en que se haya ut ilizado la fuerza letal mediante 
un proceso eficaz y, cuando proceda, aquellos que han violado el derecho a la vida 
deberían rendir cuentas;  j )  el Estado debe prestar asistencia médica a las personas 
heridas por sus agentes” .

U so  d e  l a  f u e r z a  e n  ce n t r o s d e  d e t e n ció n

Corte I DH. Caso Montero Aranguren y otros ( Retén de Cat ia)  Vs. Venezuela. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5  de julio de 
2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 0 .

70. Como lo ha señalado en ocasiones anteriores, esta Corte reconoce la existencia de 
la facultad, e incluso, la obligación del Estado de garant izar la seguridad y mantener el 
orden público, en especial dent ro de las cárceles. Cent ros penitenciarios como el Retén 
de Cat ia, donde el t ráfico de armas y drogas, la formación de bandas y la subcultura de 
violencia se intensifican bajo la m irada pasiva del Estado requieren del constante 
resguardo de la seguridad y vida de los internos y funcionarios que allí t rabajan. Sin 
embargo, el Estado no puede desbordar el uso de la fuerza con consecuencias letales 
para los internos en cent ros penitenciarios just ificándose en la sola existencia de la 
situación antes descrita. Lo cont rario sería absolver al Estado de su deber de adoptar 
acciones de prevención y de su responsabilidad en la creación de esas condiciones.

71. Es claro que las medidas a adoptarse por el Estado deben priorizar un sistema de 
acciones de prevención, dir igido, inter alia, a evitar el t ráfico de armas y el aumento de 
la violencia, a un sistema de acciones de represión.

Corte I DH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 5  de noviem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 6 0 .

239. Como se desprende de los “Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de 
Armas de Fuego por parte de Oficiales Encargados de Hacer Cumplir la Ley” , los cuerpos 
de seguridad estatales solamente pueden recurrir  al empleo de armas letales cuando 
sea “est r ictamente inevitable para proteger una vida” y cuando resulten ineficaces 
medidas menos ext remas. 

240. Como lo ha señalado en ocasiones anteriores, esta Corte reconoce la existencia de 
la facultad e incluso la obligación del Estado de garant izar la seguridad y mantener el 
orden público, en especial dent ro de las cárceles, ut ilizando la fuerza si es necesario. Al 
respecto, también ha establecido que al reducir alteraciones al orden público el Estado 
debe hacerlo con apego y en aplicación de la normat iva interna en procura de la 
sat isfacción del orden público, siempre que esta normat iva y las acciones tomadas en 
aplicación de ella se ajusten, a su vez, a las normas de protección de los derechos 
humanos aplicables a la materia. El poder estatal no es ilim itado;  es preciso que el 
Estado actúe ‘‘dent ro de los lím ites y conforme a los procedim ientos que perm iten 
preservar tanto la seguridad pública como los derechos fundamentales de la persona 
humana” . En casos que esta Corte ha conocido en los que el Estado ha ut ilizado la fuerza 
para mantener el orden dent ro de cent ros penales cuando se presenta un 
amot inamiento, cosa que no sucedió en el presente caso, el Tribunal ha analizado si 
exist ían elementos suficientes para just ificar la magnitud de la fuerza ut ilizada. 

241. Sin embargo, tal como fue establecido [ …]  al momento en que el Estado inició el 
“operat ivo”  los internos no se encont raban amot inados y no se ha probado que exist iera 
ninguna causal que ameritara el uso legít imo de la fuerza por los agentes estatales en 
ese primer acto del ataque. La resistencia que opusieron los internos se presentó 
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después del ataque, como reacción normal a la ofensiva de las fuerzas de seguridad, por 
un inst into natural de defensa de la vida e integridad física. 

Corte I DH. Caso Fleury y otros Vs. Hait í. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 
2 3  de noviem bre de 2 0 1 1 . Serie C No. 2 3 6 2 8 . 

74. En cuanto al uso de la fuerza por parte de las fuerzas de seguridad, esta Corte ha 
señalado que el m ismo debe atenerse a criterios de mot ivos legít imos, necesidad, 
idoneidad y proporcionalidad. Asim ismo, el Tribunal ha indicado que todo uso de la fuerza 
que no sea est r ictamente necesario por el propio comportam iento de la persona detenida 
const ituye un atentado a la dignidad humana, en violación del art ículo 5 de la Convención 
Americana.

Corte I DH. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Prelim inares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 0  de noviem bre de 2 0 1 4 . Serie C No. 2 8 9 .

211. Respecto del uso de la fuerza en establecim ientos penitenciarios, la Corte ha 
señalado que debe estar definido por la excepcionalidad, con lo cual, sólo podrá hacerse 
uso de la fuerza o de inst rumentos de coerción cuando se hayan agotado y hayan 
fracasado todos los demás medios de cont rol. A su vez, el Estado debe asegurarse que 
las requisas sean correcta y periódicamente realizadas, dest inadas a la prevención de la 
violencia y la elim inación del r iesgo, en función de un adecuado y efect ivo cont rol al 
interior de los pabellones por parte de la guardia penitenciaria, y que los resultados de 
estas requisas sean debida y oportunamente comunicados a las autoridades 
competentes.

213. En primer lugar, es criter io de la Corte que en ningún caso el uso de la violencia 
sexual es una medida perm isible en el uso de la fuerza por parte de las fuerzas de 
seguridad. [ …]

Corte I DH. Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 0  de noviem bre de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 1 5 .2 9

107. [ ...] , la Corte reitera que las funciones de seguridad, custodia y vigilancia de las 
personas privadas de libertad deben encont rarse a cargo, preferentemente, de personal 
de carácter civil específicamente capacitado para el desarrollo de las labores
penitenciarias, dist into a los cuerpos policiales y m ilitares. No obstante, cuando 
excepcionalmente se requiera la intervención de estos últ imos, su part icipación debe 
caracterizarse por ser:

1)  Ext raordinaria, de manera que toda intervención se encuent re just ificada y 
resulte excepcional, temporal y rest r ingida a lo est r ictamente necesario en las 
circunstancias del caso;

28 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado de Hait í por la detención ilegal de Lysias 
Fleury por parte de agentes m ilitares, la com isión de actos de tortura en su cont ra, y la falta de invest igación 
y sanción a los responsables de los hechos. En su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del 
derecho de asociación, circulación y residencia, integr idad, libertad personal, protección judicial y garant ías 
judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 365&lang= es
29 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por las m uertes y lesiones ocurr idas en el 
contexto de un operat ivo en un recinto penitenciar io. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re 
ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede consultar un 
resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_415_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=365&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_415_esp.pdf
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2)  Subordinada y complementaria a las labores de las autoridades penitenciarias;

3)  Regulada, mediante mecanismos legales y protocolos sobre el uso de la fuerza, 
bajo los principios de excepcionalidad, proporcionalidad y absoluta necesidad, y de 
acuerdo con la respect iva capacitación en la materia, y

4)  Fiscalizada por órganos civiles competentes, independientes y técnicamente 
capaces.

U so  d e  l a  f u e r z a  e n  co n f l i ct o s a r m a d o s

Corte I DH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de abril de 2 0 1 5 . Serie C No. 
2 9 2 .

271. [ R] esulta incuest ionable que las disposiciones de la Convención Americana relat ivas 
al derecho a la vida mant ienen su vigencia y aplicabilidad en situaciones de conflicto 
armado. En efecto, como se ha mencionado anteriormente, este derecho pertenece al 
núcleo de derechos convencionales no suscept ibles de suspensión en ninguna 
circunstancia, ni aún en aquellas consideradas como las más apremiantes para la 
independencia o seguridad de un Estado parte [ ...] . La Corte ya ha afirmado que este 
hecho - la existencia de un conflicto armado interno al momento que sucedieron los 
hechos del presente caso- , en vez de exonerar al Estado de sus obligaciones de respetar 
y garant izar los derechos de las personas, lo obligaba a actuar en manera concordante 
con dichas obligaciones.

272. En consecuencia y a los efectos del presente caso, la Corte nota que el derecho 
internacional humanitario no desplaza la aplicabilidad del art ículo 4 de la Convención, 
sino que nut re la interpretación de la cláusula convencional que prohíbe la privación 
arbit raria de la vida en razón de que los hechos sucedieron en el marco de un conflicto 
armado y con ocasión del m ismo. [ ...]

273. Por lo tanto, dado que la Convención Americana no define en forma expresa el 
alcance que debe otorgarle la Corte al concepto de arbit rariedad que cualifica una 
privación de la vida como cont raria a dicho t ratado en situaciones de conflicto armado, 
es pert inente recurr ir  al corpus iur is de derecho internacional humanitario aplicable [ ...]
a fin de determ inar el alcance de las obligaciones estatales en lo que concierne al respeto 
y garant ía del derecho a la vida en esas situaciones. El análisis de la posible violación 
del art ículo 4 de la Convención Americana deberá, por ende, considerar ent re ot ros el 
principio de dist inción, el principio de proporcionalidad y el principio de precaución.

Necesidad del uso de la fuerza en el marco de una operación de rescate de rehenes

274. En esta línea, la Corte reconoce que el recurso a la fuerza por parte del Estado se 
produjo en el marco de una operación de las fuerzas de seguridad con un objet ivo 
preciso:  lograr la liberación de los rehenes que habían permanecido retenidos por los 
m iembros del MRTA en la residencia del Embajador de Japón en el Perú desde el 17 de 
diciembre de 1996. Por ende, resultaba legít imo para el Estado recurrir  al uso de la 
fuerza en las circunstancias del caso concreto y, en efecto, ni la Comisión I nteramericana 
ni los representantes disputan en el presente caso la legit im idad del operat ivo, en tanto 
respondía a la necesidad de liberar a los rehenes con vida [ ...] .

275. Por consiguiente, es dable considerar que correspondía al Estado adoptar todas las 
medidas adecuadas para aliviar la situación de los rehenes y, en part icular, para 
asegurar su liberación, siempre que se respetasen las disposiciones pert inentes del 
derecho internacional humanitario y de los derechos humanos.
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Salvaguardas del art ículo 3 común a los cuat ro Convenios de Ginebra

276. El principio de dist inción se refiere a una norma consuetudinaria aplicable a los 
conflictos armados internacionales y no internacionales, en la cual se establece que “ [ l] as 
partes en conflicto deberán dist inguir en todo momento ent re personas civiles y 
combat ientes” , de modo tal que “ [ l] os ataques sólo podrán dir igirse cont ra 
combat ientes”  y “ [ l] os civiles no deben ser atacados” . Asim ismo, el derecho internacional 
humanitario cont iene reglas específicas que determ inan quiénes califican como personas 
acreedoras de las salvaguardas fundamentales del art ículo 3 común a los cuat ro 
Convenios de Ginebra. En cuanto al ámbito personal de aplicación de las salvaguardas 
es necesario notar que el art ículo 3 común a los cuat ro Convenios de Ginebra abarca a 
“ [ l] as personas que no part icipen directamente en las host ilidades, incluidos los 
m iembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas 
fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier ot ra causa” .

277. Las presuntas víct imas del presente caso no eran civiles, sino que eran integrantes 
del MRTA, quienes part iciparon en forma act iva en las host ilidades. No obstante, podían 
potencialmente ser beneficiarios de las salvaguardas contenidas en el art ículo 3 común 
a los cuat ro Convenios de Ginebra, siempre y cuando hubieran dejado de part icipar en
las host ilidades y pudieran ident ificarse como hors de combat . La Corte nota que, según 
el derecho internacional humanitario consuetudinario, esta situación puede producirse 
en t res circunstancias:  “ (a)  que está en poder de una parte adversa;  (b)  que no puede 
defenderse porque está inconsciente, ha naufragado o está herida o enferma;  o (c)  que 
exprese claramente su intención de rendirse;  siempre que se abstenga de todo acto 
host il y no t rate de evadirse” . La Corte considera que estos criterios para determ inar si 
una persona se encont raba hors de combat  y era, por lo tanto, acreedora de la protección 
dispuesta en el art ículo 3 común a los cuat ro Convenios de Ginebra, resultaban aplicables 
al momento de los hechos.

278. Así, y según lo establece el art ículo 3 común a los cuat ro Convenios de Ginebra, el 
Estado debía brindar a las personas que no part iciparen directamente en las host ilidades 
o que hubieren quedado fuera de combate por cualquier razón, un t rato humano y sin 
dist inción alguna de índole desfavorable. En part icular, el derecho internacional 
humanitario prohíbe en cualquier t iempo y lugar los atentados a la vida y a la integridad 
personal de las personas mencionadas anteriormente. El Comité I nternacional de la Cruz 
Roja (CI CR)  ha señalado que la regla referente a que cualquier persona fuera de combate 
no puede ser objeto de ataque const ituye una norma consuetudinaria tanto en los 
conflictos armados internacionales como no internacionales. La práct ica del Perú
demuest ra la aplicación de esta regla a nivel nacional.

U so  d e  l a  f u e r z a  y  m ie m b r o s d e  l a s f u e r z a s a r m a d a s a cu a r t e la d a s

Corte I DH. Caso Ort iz Hernández y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 2  de agosto de 2 0 1 7 . Serie C No. 3 3 8 .3 0

105. Sobre este punto, la Corte ya ha sostenido que los m iembros de las fuerzas armadas 
en servicio act ivo acuartelado se encuent ran frente a una especial situación de sujeción, 
lo cual a su vez impone al Estado actuar con un especial cuidado por encont rarse en una 

30 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la m uerte de la víct im a en el m arco de 
ejercicios m ilitares m ient ras cursaba su preparación en la Guardia Nacional. La Corte en su sentencia estableció 
la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede 
consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_338_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_338_esp.pdf
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posición de garante y custodio de los individuos somet idos a ese régimen, sin ningún 
t ipo de dist inciones por la forma en que se hayan incorporado a las fuerzas armadas o 
por su rango dent ro de la est ructura jerarquizada.

106. Si bien la act ividad m ilitar conlleva en sí m isma un r iesgo por la naturaleza de sus 
funciones, el Estado se encuent ra en la obligación de proteger la vida e integridad 
personal de los m iembros de las fuerzas armadas en todos los aspectos de la vida m ilitar, 
incluyendo los ent renamientos para afrontar situaciones de guerra o conflicto, así como 
el mantenim iento de la disciplina m ilitar, ent re ot ros. En esta línea, la Corte considera 
que recae sobre el Estado el deber de adoptar medidas prevent ivas de diversa índole, 
ent re ellas de carácter administ rat ivo o legislat ivo, a fin de reducir el nivel de r iesgo al 
que se enfrentan los m iembros de las fuerzas armadas en el marco de la vida m ilitar.

107. Así, la Corte ha interpretado que, en relación con esas personas en especial 
situación de sujeción, el Estado t iene el deber de:  i)  salvaguardar la salud y el bienestar 
de los m ilitares en servicio act ivo;  ii)  garant izar que la manera y el método de 
ent renamiento no excedan el nivel inevitable de sufr im iento inherente a esa condición, 
y iii)  proveer una explicación sat isfactoria y convincente sobre las afectaciones a la salud 
y a la vida que presenten las personas que se encuent ran en una especial situación de 
sujeción en el ámbito m ilitar, sea que se encuent ran prestando servicio m ilitar de forma 
voluntaria u obligatoria, o que se hayan incorporado a las fuerzas armadas en carácter 
de cadetes u ostentando un grado en la escala jerárquica m ilitar. En consecuencia 
procede la presunción de considerar responsable al Estado por las afectaciones a la 
integridad personal y a la vida que sufre una persona que ha estado bajo autoridad y 
cont rol de funcionarios estatales, como aquellos que part icipan en la inst rucción o 
escuela m ilitar.

115. Sobre este aspecto, la Corte est ima que los Estados t ienen la facultad de regular y 
disponer la forma apropiada en que se llevará a cabo la formación y ent renamiento de 
sus fuerzas de seguridad, siempre que se encuent re en el marco de los lím ites 
establecidos en los párrafos precedentes.

117. Aun cuando en los hechos se diese la hipótesis de un homicidio doloso ext raño a la 
práct ica con proyect iles reales, no puede negarse en modo alguno la existencia de un 
deber especial de cuidado por parte del Estado cuando provee armas de fuego o en el 
marco de contextos que pueden dar ocasión a la comisión u ocultam iento de delitos 
dolosos, como por ejemplo dent ro de establecim ientos cast renses o en el t ranscurso de 
práct icas m ilitares.

127. La Corte recuerda que el presente caso se vincula con la muerte de un alumno de 
una fuerza de seguridad estatal, producida en el marco de una práct ica de formación. 
Es decir, que se t rata de analizar la responsabilidad internacional del Estado respecto de 
la muerte de una persona que se encont raba bajo su custodia o en una especial situación 
de sujeción. Es precisamente por esta situación especial de custodia que el Estado no 
sólo t iene el deber de prevenir cualquier circunstancia que pueda vulnerar los derechos 
de las personas que están sujetas a él, sino que ante una efect iva afectación -como la 
analizada en el presente caso- debe proveer una explicación inmediata, sat isfactoria y 
convincente de lo sucedido y, en consecuencia, garant izar el desarrollo de una 
invest igación con la debida diligencia que perm ita esclarecer la verdad de lo acontecido.
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U so  d e  l a  f u e r z a  e n  co n t e x t o s d e  p r o t e st a  

Corte I DH. Caso Tavares Pereira y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C 
No. 5 0 7 .

95. Si bien los Estados gozan de un cierto grado de discrecionalidad al evaluar r iesgos 
para el orden público, en ningún caso las medidas adoptadas podrán basarse en 
paradigmas de uso de la fuerza que consideren a la población como el enemigo. En todos 
los casos el uso de la fuerza respecto de manifestaciones públicas está sujeta a 
condiciones que deben estar previstas por ley y corresponde al Estado demost rar que 
adoptó las medidas est r ictamente necesarias y proporcionales para cont rolar el r iesgo 
percibido al orden público o a los derechos de las personas, sin rest r ingir o violentar 
innecesariamente el derecho a la reunión. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso 
Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 , párr. 
1 6 7 )

96. El Estado debe gest ionar las manifestaciones “de forma que se cont r ibuya a su 
celebración pacífica, y se prevengan muertes o lesiones ent re los manifestantes, los 
t ranseúntes, los responsables de supervisar las manifestaciones y los funcionarios que 
ejercen tareas de aplicación de la ley, así como cualquier t ipo de violación o abuso de 
los derechos humanos” . En vista de lo anterior, la organización y planificación de los 
operat ivos de seguridad debe realizarse en forma cuidadosa y detallada y su ejecución 
debe depender de funcionarios debidamente capacitados y con experiencia en el manejo 
de este t ipo de situaciones, bajo protocolos de actuación claros. Estos funcionarios deben 
establecer canales de comunicación y diálogo con quienes se manifiestan, con el fin de 
reducir las tensiones y resolver las cont roversias, como forma de evitar el uso de la 
fuerza. Sobre ese ext remo, la decisión de dispersar una protesta debe ser comunicada 
y explicada de manera clara, de forma que perm ita su debida comprensión y 
cumplim iento por parte de los manifestantes, ofreciéndoles t iempo suficiente para 
dispersarse sin necesidad de que las fuerzas de seguridad recurran a la fuerza. En esos 
casos, debe favorecerse la aplicación de rest r icciones en forma escalonada, comenzando 
por las menos int rusivas.

93. Las armas de fuego no son un inst rumento adecuado para vigilar las reuniones. 
Nunca se deben ut ilizar simplemente para dispersar una reunión. A fin de cumplir con el 
derecho internacional, todo uso de armas de fuego por parte de los agentes del orden 
en el contexto de las reuniones se debe lim itar a personas concretas en circunstancias 
en las que sea est r ictamente necesario hacer frente a una amenaza inm inente de muerte 
o lesiones graves. Habida cuenta de la amenaza que esas armas representan para la 
vida, este umbral m ínimo se debería aplicar también a las balas de metal recubiertas de 
caucho. El uso indiscrim inado de armas de fuego en cont ra de quienes se manifiestan o 
con el propósito de disolver o dispersar una concent ración de personas está prohibido.

( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Pueblo I ndígena U'w a y sus 
m iem bros Vs. Colom bia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4  de julio de 2 0 2 4 . 
Serie C No. 5 3 0 , párr. 2 4 0 )

97. Adicionalmente, con el propósito de proteger los derechos a la vida y a la integridad 
personal de manifestantes y ot ras personas en el marco de protestas sociales, el Estado 
debe capacitar a sus agentes para que conozcan las disposiciones legales que perm iten 
el uso de la fuerza y para que tengan la formación adecuada y los elementos de juicio 
para decidir sobre su uso; dotar a sus agentes de dist intos t ipos de armas, municiones 
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y equipos de protección que les perm itan adaptar materialmente su reacción de forma 
proporcional a los hechos en los que intervienen y rest r ingir al máximo o prohibir el uso 
de armas letales que puedan causar lesión o muerte;  establecer est ructuras de mando 
claras en el actuar de las fuerzas policiales para fines de rendición de cuentas, así como 
protocolos claros para regist rar y documentar los acontecim ientos, asegurar la 
ident ificación de los agentes y not ificar toda situación de uso de la fuerza. Además, 
cuando las fuerzas policiales estén preparadas y equipadas para el uso de la fuerza en 
caso de r iesgo de actos de violencia, las autoridades deben disponer de servicios médicos 
adecuados para socorrer de manera inmediata a cualquier persona que lo requiera.

116. La Corte recuerda que el uso indiscrim inado de armas de fuego en cont ra de 
manifestantes o con el propósito de disolver o dispersar una concent ración de personas 
está absolutamente prohibido (supra párr. 102)  y que el uso de armas de fuego es una 
medida de ult ima rat io, de modo que debe ser evitada, especialmente en lugares donde 
se pueda poner en peligro la integridad personal de niñas y niños. Sobre el part icular, 
se subraya que la única circunstancia que podría just ificar el uso de armas de fuego 
durante una protesta social es la amenaza inm inente de muerte o de lesión grave cuando 
el uso de ot ros medios menos lesivos hubiere sido agotado. Asim ismo, el Tribunal 
considera que las armas de fuego no son inst rumentos adecuados para vigilar las 
reuniones pacíficas pues pueden causar graves daños a la integridad y la vida de 
personas. 

U so  d e  l a  f u e r z a  y  v io le n cia  se x u a l  

Corte I DH. Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de 
noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 .

200. Ahora bien, la Corte observa con preocupación que la gravedad de la violencia 
sexual en este caso, además de su calificación como tortura, surge también por el hecho 
que se ut ilizó como una forma intencional y dir igida de cont rol social. En el marco de 
conflictos armados, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, t r ibunales penales 
internacionales y t r ibunales nacionales han reconocido que la violencia sexual con 
frecuencia ha sido ut ilizada como una táct ica de guerra “dest inada a humillar, dominar, 
atemorizar, dispersar o reasentar por la fuerza a m iembros civiles de una comunidad o 
grupo étnico” . Esta Corte se ha referido a la forma como la violencia sexual se ha 
ut ilizado en los conflictos armados como un medio simbólico para humillar a la parte 
cont raria o como un medio de cast igo y represión. En este sent ido, ha resaltado cómo 
la ut ilización del poder estatal para violar los derechos de las mujeres en un conflicto 
interno, además de afectarles a ellas de forma directa, puede tener el objet ivo de causar 
un efecto en la sociedad a t ravés de esas violaciones y dar un mensaje o lección, pues 
las consecuencias de la violencia sexual suelen t rascender de la víct ima. 

201. La Comisión Afr icana de Derechos Humanos y de los Pueblos también resaltó cómo 
la violencia sexual es ut ilizada también en contextos donde no hay un conflicto armado, 
al referirse a la violencia sexual comet ida cont ra las mujeres en el marco de las protestas 
de 2005 en Egipto. Allí consideró que el acoso, los insultos sexistas y la violencia dir igida 
a las mujeres por ser mujeres estaba dest inada a silenciarlas, a evitar que expresaran 
opiniones polít icas y part iciparan en los asuntos públicos.

202. De manera sim ilar, la violencia sexual en el presente caso fue ut ilizada por parte 
de agentes estatales como una táct ica o est rategia de cont rol, dominio e imposición de 
poder. De hecho, de manera sim ilar a como ha ocurrido en los casos referidos, la 
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violencia sexual fue aplicada en público, con múlt iples test igos, como un espectáculo 
macabro y de int im idación en que los demás detenidos fueron forzados a escuchar, y en 
algunos casos ver, lo que se hacía al cuerpo de las mujeres.

I n v e st ig a ció n  d e l  u so  d e  l a  f u e r z a

Corte I DH. Caso Herm anos Landaeta Mej ías y otros Vs. Venezuela. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 7  de agosto de 
2 0 1 4 . Serie C No. 2 8 1 .

253. Conforme a lo señalado por la jur isprudencia de la Corte y a la luz del deber de 
invest igar del Estado, cuando se t rata de la muerte de una persona que se encont raba 
bajo su custodia, como en el presente caso, las autoridades correspondientes t ienen el 
deber de invest igar los hechos, a t ravés de todos los medios legales disponibles para la 
determ inación de la verdad y para lograr el enjuiciam iento y cast igo, de considerarse 
pert inente, de todos los responsables de los hechos, especialmente cuando están o 
puedan estar involucrados agentes estatales. De igual manera, el Tribunal reitera su 
jurisprudencia en cuanto al deber de tutela judicial, agregando que, en el caso de que 
se t rate de un niño, el deber de combat ir la impunidad por todos los medios legales 
disponibles se ve acentuada. Asim ismo, la Corte ya ha señalado que el Estado t iene la 
obligación de proveer una explicación inmediata, sat isfactoria y convincente ante la 
muerte de cualquier individuo bajo su custodia [ ...] . 

254. Adicionalmente a lo establecido por este Tribunal y por los estándares 
internacionales para casos de muertes violentas  [ ...] , la Corte considera pert inente 
enfat izar que en casos de muertes en custodia de agentes estatales, el Estado debe 
guiar su actuación tomando en cuenta ciertos criter ios específicos relevantes, inter alia:  
i)  una invest igación ex officio, completa, imparcial e independiente, tomando en cuenta 
el grado de part icipación de todos los agentes estatales;  ii)  br indar a la invest igación un 
cierto grado de escrut inio público  en razón del interés público que podría generarse en 
virtud de la calidad de los presuntos agentes involucrados;  iii)  apersonarse 
inmediatamente a la escena de los hechos y darle t ratam iento de una escena del cr imen, 
así como preservarla con el fin de proteger toda evidencia  y realizar pruebas balíst icas 
cuando armas de fuego hayan sido ut ilizadas, especialmente por agentes del Estado;  iv)  
ident ificar si el cuerpo ha sido tocado o movido  y establecer la secuencia de eventos 
que podrían haber llevado a la muerte, así como llevar a cabo un examen prelim inar del 
cuerpo para asegurar cualquier evidencia que podría perderse al manipularlo y 
t ransportarlo, y v)  realizar una autopsia por profesionales capacitados que incluyan 
cualquier prueba que indique presuntos actos de tortura  por agentes estatales.

Corte I DH. Caso Cruz Sánchez y ot ros Vs. Perú. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de abril de 2 0 1 5 . Serie C No. 
2 9 2 .

348. Esta obligación general se ve especialmente acentuada en casos de uso de la fuerza
letal por parte de agentes estatales. Una vez que se tenga conocimiento de que los
agentes de seguridad han hecho uso de arm as de fuego con consecuencias letales, el
Estado está obligado a iniciar ex officio y sin dilación una invest igación seria,
independiente, imparcial y efect iva para det erm inar si la privación de la vida fue
arbit raria o no. Esta obligación const ituye un elemento fundamental y condicionante 
para la protección del derecho a la vida que se ve anulado en esas situaciones. Además,
si los hechos violatorios a los derechos hum anos no son invest igados con seriedad, 
resultarían, en cierto modo, favorecidos por el poder público, lo que comprom ete la
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responsabilidad internacional del Estado. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. 
Caso Montero Aranguren y otros ( Retén de Cat ia)  Vs. Venezuela. Excepción Prelim inar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5  de julio de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 0 , párr. 
7 9 ; Caso Zam brano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 4  de julio de 2 0 0 7 . Serie C No. 1 6 6 , párr. 8 8 ; Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de febrero de 
2 0 1 7 . Serie C No. 3 3 3 , párr. 1 7 6 3 1 , y Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 9  de noviem bre de 2 0 1 9 . 
Serie C No. 3 9 2 , párr. 8 8 )

349. En casos en que se ha establecido que ocurrieron ejecuciones ext rajudiciales es
fundamental que los Estados realicen una invest igación efect iva de la privación
arbit raria del derecho a la vida reconocido en el art ículo 4 de la Convención, orientada
a la determ inación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y,
eventual, sanción de los autores de los hechos, especialmente cuando están
involucrados agentes estatales. . ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso 
Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 6  de febrero de 2 0 1 7 . Serie C No. 3 3 3 , párr. 1 7 7 )

350. En el presente caso, el hecho de que las muertes se hayan producido en el
marco de un conflicto armado no internacional, no exim ía al Estado de su obligación 
de iniciar una invest igación, inicialmente sobre el uso de la fuerza que haya tenido
consecuencias letales, aunque la Corte podrá tener en cuenta circunstancias o
lim itaciones específicas determ inadas por la propia situación de conflicto al evaluar el 
cumplim iento por parte del Estado de sus obligaciones estatales. En part icular, la Corte
advierte que en el presente caso la hipótesis de las presuntas ejecuciones 
ext rajudiciales salieron a la luz varios años después de ocurridos los hechos [ ... ] , por
lo que no era posible exigir al Estado desde el inicio la obligación de invest igar de
acuerdo a los estándares internacionales desarrollados en casos de ejecuciones
ext rajudiciales [ .. . ] .

351. En todo caso, el deber de invest igar es una obligación de medios y no de resultado,
que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una
simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una m era gest ión
de intereses part iculares, que dependa de la iniciat iva procesal de las víct imas, de sus
fam iliares o de la aportación privada de elementos probatorios. ( En sim ilar sent ido, ver 
entre otros: Corte I DH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de febrero de 2 0 1 7 . Serie C No. 3 3 3 , 
párr. 1 7 8 )

Corte I DH. Caso Favela Nova Brasília  Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de febrero de 2 0 1 7 . Serie C No. 
3 3 3 .

180. La Corte ha establecido que, en aras de garant izar su efect ividad, en la 
invest igación de violaciones de los derechos humanos se deben evitar om isiones en la 
recaudación de prueba y en el seguim iento de líneas lógicas de invest igación. Al 
respecto, la Corte ha precisado que, cuando los hechos se refieren a la muerte violenta 
de una persona, la invest igación iniciada debe ser conducida de tal forma que pudiese 

31 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la v iolación del derecho a las garant ías 
judiciales de independencia e im parcialidad de la invest igación, debida diligencia y plazo razonable, protección 
judicial e integr idad personal, respecto a las invest igaciones de dos incursiones policiales en la Favela Nova 
Brasilia, en la ciudad de Río de Janeiro, en 1994 y 1995, que resultaron en el hom icidio de 26 hom bres y en 
la v iolencia sexual de t res m ujeres. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente 
enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_333_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_333_esp.pdf
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garant izar el debido análisis de las hipótesis de autoría surgidas a raíz de la m isma. En 
este punto, cabe recordar que no corresponde a la Corte analizar las hipótesis de autoría 
manejadas durante la invest igación de los hechos y en consecuencia determ inar 
responsabilidades individuales, cuya definición compete a los t r ibunales penales 
internos, sino evaluar las acciones u om isiones de agentes estatales, según la prueba 
presentada por las partes. De igual modo, no compete a la Corte sust ituir a la jur isdicción 
interna, estableciendo las modalidades específicas de invest igación y juzgamiento en un 
caso concreto para obtener un mejor o más eficaz resultado, sino constatar si en los 
pasos efect ivamente dados a nivel interno se violaron o no obligaciones internacionales 
del Estado derivadas de los art ículos 8 y 25 de la Convención Americana.

181. La Corte recuerda que la falta de diligencia t iene como consecuencia que conforme 
el t iempo vaya t ranscurriendo, se afecta indebidamente la posibilidad de obtener y 
presentar pruebas pert inentes que perm itan esclarecer los hechos y determ inar las 
responsabilidades que correspondan, con lo cual el Estado cont r ibuye a la impunidad.

182. Además, la debida diligencia en una invest igación médico- legal de una muerte exige 
el mantenim iento de la cadena de custodia de todo elemento de prueba forense. Ello 
consiste en llevar un regist ro escrito preciso, complementado, según corresponda, por 
fotografías y demás elementos gráficos para documentar la historia del elemento de 
prueba a medida que pasa por las manos de diversos invest igadores encargados del 
caso.

B.2. Estándares sobre independencia de los órganos invest igadores en casos de muerte derivada 
de intervención policial

183. Respecto al rol de los órganos encargados de la invest igación y del proceso penal, 
la Corte recuerda que todos los órganos que ejerzan funciones de naturaleza 
materialmente jur isdiccional t ienen el deber de adoptar decisiones justas basadas en el 
respeto pleno a las garant ías del debido proceso establecidas en el art ículo 8 de la 
Convención Americana.

184. El Tribunal ha establecido que, dependiendo de las circunstancias del caso, puede 
tener que analizar los procedim ientos que se vinculan y const ituyen el presupuesto de 
un proceso judicial, part icularmente, las tareas de invest igación de cuyo resultado 
depende el inicio y el avance del m ismo.

185. Todas las exigencias del debido proceso previstas en el art ículo 8.1 de la 
Convención, así como criter ios de independencia e imparcialidad, se ext ienden también 
a los órganos no judiciales a los que corresponda la invest igación previa al proceso 
judicial, realizada para determ inar las circunstancias de una muerte y la existencia de 
suficientes indicios para interponer una acción penal. Sin el cumplim iento de estas 
exigencias, el Estado no podrá posteriormente ejercer de manera efect iva y eficiente su 
facultad acusatoria y los t r ibunales no podrán llevar a cabo el proceso judicial que este 
t ipo de violaciones requiere.

186. En ese sent ido, los Principios sobre Prevención e I nvest igación Eficaces sobre 
Ejecuciones Ext ralegales, Arbit rarias o Sumarias, y su Manual (conocidos como Protocolo 
de Minnesota ) , disponen que en los casos en que se sospeche la part icipación de 
funcionarios estatales, “puede no ser posible una invest igación objet iva e imparcial a 
menos que se cree una comisión indagadora especial” . Ent re los factores que just ifican 
la creencia de que funcionarios estatales part iciparon en el homicidio y que deberían
inducir a crear una comisión especial imparcial que la invest igue figuran, ent re ot ros, 
cuando la víct ima haya sido vista por últ ima vez en la custodia de la policía o detenida;  
cuando el modus operandi sea reconocidamente imputable a escuadrones de la muerte 
pat rocinados por el gobierno;  cuando personas del gobierno o relacionadas con éste 
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hayan intentado obst ruir o ret rasar la invest igación del homicidio, y cuando no puedan 
obtenerse las pruebas físicas o de test igos esenciales a la invest igación. En dichas 
situaciones, el párrafo 11 de los referidos Principios dispone que se establezca una
comisión indagatoria independiente o un procedim iento semejante. Los invest igadores, 
en esos casos, deben ser imparciales, competentes e independientes. 

187. A este respecto, la Corte considera que el elemento esencial de una invest igación 
penal sobre una muerte derivada de intervención policial es la garant ía de que el órgano 
invest igador sea independiente de los funcionarios involucrados en el incidente. Esa 
independencia implica la ausencia de relación inst itucional o jerárquica, así como su 
independencia en la práct ica. En ese sent ido, en los supuestos de presuntos delitos 
graves en que “prima facie”  aparezca como posible imputado personal policial, la 
invest igación debe estar a cargo de un órgano independiente y diferente de la fuerza 
policial involucrada en el incidente, tales como una autoridad judicial o el Ministerio 
Público, asist ido por personal policial, técnicos de crim inalíst ica y administ rat ivos ajenos 
al cuerpo de seguridad al que pertenezca el posible imputado o imputados. ( En sim ilar 
sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Honorato y otros Vs. Brasil. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 7  de noviem bre de 2 0 2 3 . 
Serie C No. 5 0 8 , párr. 1 0 1 )

188. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha establecido diversas circunstancias 
en las cuales la independencia de los invest igadores puede estar afectada en caso de 
una muerte derivada de intervención estatal. Ent re ellas, la Corte destaca supuestos en 
los cuales:  i)  los m ismos policías invest igadores son potencialmente sospechosos;  ii)  son 
colegas de los acusados;  iii)  t ienen una relación jerárquica con los acusados;  o iv)  que 
la conducta de los órganos invest igadores indique una falta de independencia, como la 
falla en adoptar determ inadas medidas fundamentales para aclarar el caso y, cuando 
corresponda, sancionar a los responsables;  v)  un peso excesivo concedido a la versión 
de los acusados;  vi)  la om isión en explorar determ inadas líneas de invest igación que 
eran claramente necesarias, o vii)  inercia excesiva. 

189. Lo anterior no significa que el órgano invest igador debe ser absolutamente 
independiente, pero debe ser “suficientemente independiente de las personas o 
est ructuras cuya responsabilidad está siendo at r ibuida”  en el caso concreto. La 
determ inación del grado de independencia se hace a la luz de todas las circunstancias 
del caso.

190. Si la independencia o la imparcialidad del órgano invest igador son cuest ionadas, el 
Tribunal debe ejercer un escrut inio más est r icto para verificar si la invest igación fue 
realizada de manera independiente e imparcial. Asim ismo, se debe examinar si, y hasta 
qué medida, la alegada falta de independencia e imparcialidad impactó la efect ividad del 
procedim iento para determ inar lo ocurrido y sancionar a los responsables. Algunos 
criterios esenciales, los cuales están interrelacionados, deben ser observados para 
establecer la efect ividad de la invest igación en esos casos:  i)  la adecuación de las 
medidas de invest igación;  ii)  la celeridad de la m isma, y iii)  la part icipación de la fam ilia 
de la persona muerta y iv)  la independencia de la invest igación. Asim ismo, en casos de 
muerte provocada por intervención de un agente policial, la invest igación para ser 
efect iva debe ser capaz de demost rar si el uso de la fuerza fue o no just ificado en razón 
de las circunstancias. En ese t ipo de casos, a las autoridades domest icas debe aplicarse 
un escrut inio part icularmente r iguroso en lo que se refiere a la invest igación.

191. Finalmente, en lo que respecta a la intervención de órganos de supervisión de la 
invest igación o del poder judicial, es necesario hacer notar que en algunas ocasiones las 
fallas de la invest igación pueden ser remediadas, pero en ot ros casos eso no es posible 
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en virtud del estado avanzado de la m isma y de la magnitud de las falencias ocasionadas 
por el órgano invest igador.

Corte I DH. Caso Roche Azaña y otros Vs. Nicaragua. Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 3  de junio de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 0 3 .

91. [ …] La Corte recuerda que el debido proceso legal es un derecho que debe ser 
garant izado a toda persona, independientemente de su estatus m igratorio. Asim ismo, la 
Corte considera que los Estados t ienen el deber de asegurar que todas las personas que 
hayan sufr ido abusos o violaciones de los derechos humanos como resultado de las 
medidas de gobernanza de fronteras tengan un acceso equitat ivo y efect ivo a la just icia, 
acceso a un recurso efect ivo, a una reparación adecuada, efect iva y rápida del daño 
sufr ido, así como a información pert inente sobre las violaciones de sus derechos y los 
mecanismos de reparación. En el marco de las operaciones realizadas en zonas 
fronterizas, los Estados t ienen el deber de invest igar y, cuando proceda, enjuiciar los 
abusos y violaciones de los derechos humanos comet idos, imponer penas acordes con 
la gravedad de los delitos, y tomar medidas para garant izar que no se repitan.

Corte I DH. Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 0  de noviem bre de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 1 5 .

120. El Tribunal también ha señalado que el deber de invest igar es una obligación de 
medios y no de resultados, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico 
propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o 
como una mera gest ión de intereses part iculares, que dependa de la iniciat iva procesal 
de las víct imas o de sus fam iliares o de la aportación privada de elementos probatorios. 
En tal sent ido, se ha indicado que para que una invest igación sea efect iva en los térm inos 
de la Convención, debe llevarse a cabo con la debida diligencia, la cual exige que el 
órgano que invest iga lleve a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias 
para procurar el resultado que se persigue. De esa cuenta, en aras de garant izar la 
efect ividad de la invest igación se debe evitar om isiones en la recaudación de prueba y 
en el seguim iento de líneas lógicas de invest igación. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros:
Corte I DH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Prelim inares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de abril de 2 0 1 5 . Serie C No. 2 9 2 , párr. 3 5 2 , y 
Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 6  de febrero de 2 0 1 7 . Serie C No. 3 3 3 , párr. 1 7 9 )

123. Por ot ro lado, el Tribunal ha establecido en su jur isprudencia constante que una 
demora prolongada en el proceso puede llegar a const ituir, por sí m isma, una violación 
a las garant ías judiciales. El Tribunal ha establecido que la evaluación del plazo razonable 
se debe analizar en cada caso concreto, en relación con la duración total del proceso, lo 
cual podría también incluir la ejecución de la sentencia definit iva. Así, ha considerado 
cuat ro elementos para analizar si se cumplió con la garant ía del plazo razonable, a saber:  
a)  la complej idad del asunto;  b)  la act ividad procesal del interesado;  c)  la conducta de 
las autoridades judiciales, y d)  la afectación generada en la situación jurídica de la 
presunta víct ima. La Corte recuerda que corresponde al Estado just ificar, con 
fundamento en los criter ios señalados, la razón por la cual ha requerido del t iempo 
t ranscurrido para t ratar los casos y, en la eventualidad de que este no lo demuest re, la 
Corte t iene amplias at r ibuciones para hacer su propia est imación al respecto. El Tribunal 
reitera, además, que se debe apreciar la duración total del proceso, desde el primer acto 
procesal hasta que se dicte la sentencia definit iva, incluyendo los recursos de instancia 
que pudieran eventualmente presentarse.
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Corte I DH. Caso Casierra Quiñonez y otros Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 1  de m ayo de 2 0 2 2 . Serie C No. 
4 5 0 .

151. En esta línea, la Corte ha indicado que cuando la just icia m ilitar asume competencia 
sobre un asunto que debe conocer la just icia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez 
natural y, a fort ior i, el debido proceso, ínt imamente ligado al propio derecho de acceso 
a la just icia. El juez encargado del conocim iento de una causa debe ser competente, 
además de independiente e imparcial. En tal sent ido, las víct imas de violaciones a 
derechos humanos y sus fam iliares t ienen derecho a que tales violaciones sean conocidas 
y resueltas por un t r ibunal competente, de conform idad con el debido proceso y el acceso 
a la just icia, lo que, en definit iva, no fue garant izado a las presuntas víct imas en el caso 
concreto.

152. El Tribunal resalta que el Estado reconoció que tanto la invest igación como el 
proceso instado ante la jur isdicción penal m ilitar no resultaron acordes con los 
estándares interamericanos, dada la falta de competencia de dicha jurisdicción para 
conocer sobre hechos relacionados con violaciones a los derechos humanos. Así, a 
consideración de la Corte, la inhibición del juez ordinario para conocer de la causa, el 
período durante el cual el caso fue conocido por la jur isdicción m ilitar y la decisión de 
sobreseim iento dictada por esta últ ima, la que fue confirmada y, hasta la fecha, ha 
determ inado que no se hayan esclarecido los hechos y que no se hayan deducido las 
responsabilidades pert inentes, configuraron violaciones a la garant ía del juez natural y, 
con ello, a los derechos al debido proceso y al acceso a la just icia de las presuntas 
víct imas. Lo anterior, a juicio del Tribunal, hace innecesario ulterior examen con relación 
al cumplim iento de ot ras garant ías judiciales en el marco del proceso penal t ram itado 
ante la just icia m ilitar.

154. Ante el alegato formulado, la Corte recuerda que los Estados pueden establecer 
comisiones de la verdad, las que cont r ibuyen a la const rucción y preservación de la 
memoria histórica, el esclarecim iento de hechos y la determ inación de responsabilidades 
inst itucionales, sociales y polít icas en determ inados períodos históricos de una sociedad. 
No obstante, esto no completa o sust ituye la obligación del Estado de establecer la 
verdad por medio de procesos judiciales.

Corte I DH. Caso Tavares Pereira y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C 
No. 5 0 7 .

151. Como ya se señaló, los t rabajadores rurales considerados como presuntas víct imas 
en el presente caso, al momento de los hechos, buscaban manifestarse públicamente 
sobre su acceso a los derechos a la t ierra, el t rabajo, la educación, la vivienda, el acceso 
al agua, ent re ot ros, como parte de sus est rategias de promoción colect iva de una 
perspect iva social de derechos. La Corte ha considerado que la calidad de defensora o 
defensor de derechos humanos se deriva de la labor que se realiza, con independencia 
de que se ejerza respecto de los derechos civiles y polít icos o de los derechos 
económicos, sociales, culturales y ambientales. Asim ismo, este Tribunal ha precisado 
que las act ividades de promoción y protección de los derechos pueden ejercerse de 
forma interm itente u ocasional, por lo que la calidad de persona defensora de derechos 
humanos no const ituye necesariamente una condición permanente. La definición de la 
categoría de defensoras o defensores de derechos humanos es amplia y flexible debido 
a la propia naturaleza de esta act ividad. En vista de lo anterior, y de los propósitos 
perseguidos por los t rabajadores rurales o campesinos que buscaban reivindicar la 
perspect iva social de sus derechos durante el ejercicio organizado de la manifestación 
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pacífica, debe considerárselos como personas defensoras de derechos humanos en 
térm inos de los estándares aplicables en materia de just icia.

152. En todos los casos que involucren violaciones a los derechos humanos los Estados 
deben asegurar una just icia imparcial, oportuna y oficiosa para la recolección de prueba 
y el debido análisis de las hipótesis de autoría, por acción u om isión. Asim ismo, los 
Estados t ienen la obligación reforzada de combat ir la impunidad en casos de violencia 
cont ra personas que se manifiestan pública y pacíficamente en defensa de sus propios 
derechos –en este caso derechos sociales básicos- ya que este t ipo de violencia 
inst itucional t iene un efecto amedrentador (chilling effect )  sobre la libertad de 
pensamiento y de expresión y la democracia.

153. La Corte ha señalado que el deber de “garant izar”  los derechos implica la obligación 
posit iva, por parte del Estado, de adoptar una serie de conductas, dependiendo del 
derecho sustant ivo específico de que se t rate. Part icularmente, la Corte considera que 
esta obligación general se ve especialmente acentuada en casos de uso de armas de 
fuego por parte de agentes estatales. Una vez que se tenga conocim iento de que los 
agentes de seguridad han hecho uso de armas de fuego con consecuencias letales, el 
Estado también está obligado a determ inar si la privación de la vida fue arbit raria o no. 
Esta obligación const ituye un elemento fundamental y condicionante para la protección 
del derecho a la vida que se ve anulado en esas situaciones. La Corte recuerda que la 
falta de diligencia t iene como consecuencia que, conforme el t iempo vaya 
t ranscurriendo, se afecta indebidamente la posibilidad de obtener y presentar pruebas 
pert inentes que perm itan esclarecer los hechos y determ inar las responsabilidades que 
correspondan, con lo cual el Estado cont r ibuye a la impunidad. 

154. Asim ismo, este Tribunal ha establecido que, en aras de garant izar su efect ividad, 
en la invest igación de violaciones de los derechos humanos se deben evitar om isiones 
en la recolección de evidencia y en el seguim iento de líneas lógicas de invest igación. Al
respecto, la Corte ha establecido que la eficiente determ inación de la verdad en el marco 
de la obligación de invest igar una muerte debe most rarse desde las primeras diligencias 
con toda acuciosidad. En este sent ido, la Corte ha especificado los principios rectores 
que es preciso observar en una invest igación cuando se está frente a una muerte 
violenta, tal como se desprende de los hechos del presente caso. Las autoridades 
estatales que conducen una invest igación de este t ipo deben realizar como mínimo, 
inter alia:  i)  ident ificar a la víct ima;  ii)  recuperar y preservar el material probatorio 
relacionado con la muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial invest igación 
penal de los responsables;  iii)  ident ificar posibles test igos y obtener sus declaraciones 
en relación con la muerte que se invest iga;  iv)  determ inar la causa, forma, lugar y 
momento de la muerte, así como cualquier pat rón o práct ica que pueda haber causado 
la muerte, y v)  dist inguir ent re muerte natural, muerte accidental, suicidio y homicidio. 
Las autopsias y análisis de restos humanos deben realizarse en forma rigurosa, por 
profesionales competentes y empleando los procedim ientos más apropiados. ( En sim ilar 
sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 0  de noviem bre de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 1 5 , párr. 
1 2 1 y Caso Honorato y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 7  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C No. 5 0 8 , párr. 1 1 0 )

155. De igual manera, en ot ros casos sobre uso excesivo de la fuerza, la Corte ha 
señalado que es necesario invest igar exhaust ivamente la escena del cr imen y deben 
realizarse algunas diligencias mínimas e indispensables para la conservación de los 
elementos de prueba y evidencias que puedan cont r ibuir al éxito de la invest igación. En 
este sent ido, los estándares internacionales señalan que, en relación con la escena del 
cr imen, los invest igadores deben, como mínimo:  fotografiar dicha escena, cualquier ot ra 
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evidencia física y el cuerpo como se encont ró y después de moverlo;  recoger y conservar 
todas las muest ras de sangre, cabello, fibras, hilos u ot ras pistas deben ser recogidas y 
conservadas;  examinar el área en busca de huellas de zapatos o cualquier ot ra que tenga 
naturaleza de evidencia, y hacer un informe detallando cualquier observación de la 
escena, las acciones de los invest igadores y la disposición de toda la evidencia 
coleccionada. El Protocolo de Minnesota establece, ent re ot ras obligaciones, que, al 
invest igar una escena del cr imen, se debe cerrar la zona cont igua al cadáver, y prohibir, 
salvo para el invest igador y su equipo, el ingreso a la m isma. 

I nvest igaciones adm inistrat ivas

Corte I DH. Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colom bia. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 1 1  de m ayo de 2 0 0 7 . Serie C No. 1 6 3 .3 2

206. La Corte valora las decisiones que pueda emit ir  la jur isdicción disciplinaria en cuanto

al valor simbólico del mensaje de reproche que puede significar este t ipo de sanciones 
respecto a funcionarios públicos y m iembros de las fuerzas armadas. Además, el Tribunal

resalta la importancia de esta jurisdicción en orden a cont rolar la actuación de dichos 
funcionarios públicos, part icularmente en situaciones donde las violaciones de derechos 
humanos responden a pat rones generalizados y sistemát icos.

207. Sobre la relación de esta jur isdicción con el derecho de acceso a la just icia, la Corte 
Const itucional de Colombia ha entendido que “si bien la regla general indica que en el 
derecho disciplinario no existen víct imas por cuanto las faltas rem iten a infracciones de 
deberes funcionales y no a lesiones de derechos, de manera excepcional puede hablarse 
de víct imas de una falta disciplinaria cuando de la infracción del deber que la const ituye 
surge, de manera inescindible y directa, la violación del derecho internacional de los 
derechos humanos o del derecho internacional humanitario” . Al respecto, dicha Corte 
Const itucional señaló que:

Las víct imas o perjudicados con una falta disciplinaria const itut iva de una violación del 
derecho internacional de los derechos humanos o del derecho internacional humanitario 
están legit imadas para intervenir en el proceso disciplinario para que en éste se 
esclarezca la verdad de lo ocurrido, es decir, para que se reconst ruya con fidelidad la 
secuencia fáct ica acaecida, y para que en ese específico ámbito de cont rol esas faltas 
no queden en la impunidad. Es decir, tales víct imas o perjudicados t ienen derecho a 
exigir del Estado una intensa act ividad invest igat iva para determ inar las circunstancias 
en que se comet ió la infracción al deber funcional que, de manera inescindible, condujo 
al menoscabo de sus derechos y a que, una vez esclarecidas esas circunstancias, se 
haga just icia disciplinaria.

32 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la falta de invest igación de la ejecución 
ext rajudicial de doce personas, y las lesiones de t res, por parte de grupos param ilitares, así com o la falta de 
invest igación y sanción de los responsables de los hechos. La Corte estableció en su sentencia la v iolación, 
ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, libertad personal, libertad de pensam iento y expresión, 
protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 217&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=217&lang=es
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Corte I DH. Caso González y otras ( “Cam po Algodonero”)  Vs. México. Excepción 
Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de noviem bre de 
2 0 0 9 . Serie C No. 2 0 5 .3 3

373. En ot ros casos el Tribunal se ha referido a instancias disciplinarias de carácter 
judicial en algunos países, otorgando importante valor simbólico al mensaje de reproche 
que puede significar este t ipo de sanciones respecto a funcionarios públicos y m iembros 
de las fuerzas armadas. Además, el Tribunal resalta la importancia de las actuaciones 
disciplinarias en orden a cont rolar la actuación de dichos funcionarios públicos, 
part icularmente cuando las violaciones de derechos humanos responden a pat rones 
generalizados y sistemát icos.

374. Sobre la relación de las acciones disciplinarias con el derecho de acceso a la just icia, 
el Tribunal ha señalado que en los procesos disciplinarios se debe determ inar las 
circunstancias en que se comet ió la infracción al deber funcional que condujo al
menoscabo del derecho internacional de los derechos humanos.

377. El Tribunal resalta que las sanciones administ rat ivas o penales t ienen un rol 
importante para crear la clase de competencia y cultura inst itucional adecuada para 
enfrentar los factores que explican el contexto de violencia cont ra la mujer que ha sido 
probado en el presente caso. Si se perm ite que personas responsables de estas graves 
irregularidades cont inúen en sus cargos, o peor aún, ocupen posiciones de autoridad, se 
puede generar impunidad y crear las condiciones para que los factores que inciden en el 
contexto de violencia persistan o se agraven.

378. A part ir  de la información disponible en el expediente ante la Corte, se concluye 
que no se ha invest igado a ninguno de los funcionarios supuestamente responsables por 
las negligencias ocurridas en el presente caso. En concreto, no se han esclarecido las 
graves irregularidades en la persecución de responsables y en el manejo de las 
evidencias durante la primera etapa de la invest igación. Ello hace aún más manifiesta la 
situación de indefensión de las víct imas, cont r ibuye a la impunidad y propicia la 
repet ición crónica de las violaciones de los derechos humanos de que se t rata.

33 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la falta de diligencia en las invest igaciones 
relacionadas a la desaparición y m uerte de Claudia I vet te Gonzáles, Esm eralda Herrera Monreal y Laura 
Berenice Ram os Monárrez. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, 
integr idad, derechos del niño, honra y dignidad, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un 
detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 347&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=347&lang=es
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I I I . O R D EN  P Ú BLI CO  Y O T R O S D ER ECH O S CO N V EN CI O N A LM EN T E 
P R O T EGI D O S

En este apartado se desarrollan las lim itaciones a ot ros derechos convencionales que 
buscan preservar del orden público. En part icular, se aborda los desarrollos 
jur isprudenicales sobre el derecho a la libertad personal y el derecho a la honra. 

Lib e r t a d  Pe r so n a l  

Corte I DH. Caso Servellón García y otros Vs. Honduras. Sentencia de 2 1  de 
sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 2 .3 4

92. El Tribunal ent iende que la detención colect iva puede representar un mecanismo 
para garant izar la seguridad ciudadana cuando el Estado cuenta con elementos para 
acreditar que la actuación de cada una de las personas afectadas se encuadra en alguna 
de las causas de detención previstas por sus normas internas en concordancia con la 
Convención. Es decir, que existan elementos para individualizar y separar las conductas 
de cada uno de los detenidos y que, a la vez, exista el cont rol de la autoridad judicial.
( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual 
en Atenco Vs. México. Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 2 8  de noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 , párr. 2 3 9 )

93. Por ello, una detención masiva y programada de personas sin causa legal, en la que 
el Estado det iene masivamente a personas que la autoridad supone que podrían 
representar un r iesgo o peligro a la seguridad de los demás, sin indicios fundados de la 
comisión de un delito, const ituye una detención ilegal y arbit raria. En concordancia con 
ello, en el Caso Bulacio la Corte estableció que las razzias son incompat ibles con el 
respeto a los derechos fundamentales, ent re ot ros, la presunción de inocencia, la 
existencia de orden judicial para detener –salvo en hipótesis de flagrancia- y la obligación 
de not ificar a los encargados de los menores de edad.

34 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la detención arbit rar ia y poster ior 
ejecución ext rajudicial de Marco Antonio Servellón García, Rony Alexis Betancourth Vásquez, Orlando Álvarez 
Ríos, Diom edes Obed García Sánchez por parte de agentes públicos, así com o por la falta de invest igación y 
sanción de los responsables. En su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la 
libertad de expresión, v ida, integr idad, libertad personal, derechos del niño, protección judicial y garant ías 
judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 333&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=333&lang=es
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( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Bulacio Vs. Argent ina. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 8  de sept iem bre de 2 0 0 3 . Serie C No. 1 0 0 , párr. 
1 3 7 3 5 ; Caso de Personas dom inicanas y hait ianas expulsadas Vs. República Dom inicana. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de agosto de 
2 0 1 4 . Serie C No. 2 8 2 , párr. 3 4 8 3 6 y Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 7  de abril de 2 0 1 2 . Serie C No. 2 4 1 , párr. 1 0 7 3 7 )

95. El Tribunal, en la Opinión Consult iva OC-18 sobre la Condición Jurídica y Derechos 
de los Migrantes I ndocumentados, estableció que existe un vínculo indisoluble ent re la 
obligación de respetar y garant izar los derechos humanos y el principio de igualdad ante 
la ley y no discrim inación, y que este debe impregnar toda la actuación del Estado. En 
ese sent ido, el Estado no puede actuar en cont ra de un determ inado grupo de personas, 
ya sea por mot ivos de género, raza, color, idioma, religión o convicción, opinión polít ica 
o de ot ra índole, origen nacional, étnico o social, nacionalidad, edad, situación 
económica, pat r imonio, estado civil,  nacim iento o cualquier ot ra condición. 

96. Las detenciones programadas y colect ivas, las que no se encuent ran fundadas en la 
individualización de conductas punibles y que carecen del cont rol judicial, son cont rarias 
a la presunción de inocencia, coartan indebidamente la libertad personal y t ransforman 
la detención prevent iva en un mecanismo discrim inatorio, por lo que el Estado no puede 
realizarlas, en circunstancia alguna. 

Corte I DH. Caso Norín Catrim án y otros ( Dir igentes, Miem bros y Act ivista del 
Pueblo I ndígena Mapuche)  Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 2 9  de m ayo de 2 0 1 4 . Serie C No. 2 7 9 .3 8

361. El Tribunal considera que la causal de “peligro para la seguridad de la sociedad”  
t iene una redacción que admite varias interpretaciones en cuanto a la consecución tanto 
de fines legít imos como de fines no cautelares. En cuanto a una interpretación en este 
últ imo sent ido, la Corte reitera su jur isprudencia constante en materia de los estándares 
que deben regir la prisión prevent iva en cuanto a su excepcionalidad, carácter temporal 
lim itado, est r icta necesidad y proporcionalidad y, fundamentalmente, los relat ivos a que 
los fines que busque alcanzar deben ser propios de su naturaleza cautelar ( fines de 
aseguramiento procesal de acuerdo a las necesidades que se just ifiquen en el proceso 
concreto)  y no puede const ituirse como una pena ant icipada que cont ravenga el principio 
de presunción de inocencia que protege al imputado [ ...] . La Corte est ima que no está 

35 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la detención arbit rar ia y poster ior m uerte 
del j oven Walter David Bulacio. Asim ism o, la falta de invest igación, dilación indebida y sanción de los 
responsables de los hechos. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, 
integr idad, derechos del niño, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso 
en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 285&lang= es
36 El presente caso t ratado sobre la responsabilidad del Estado por la expulsión de su país a un grupo de 
personas, aun cuando algunas de estas habían nacido en su terr itor io. La Corte estableció que el Estado violó, 
ent re ot ros, el derecho a la honra y dignidad, protección a la fam ilia, derecho del niño, nacionalidad, propiedad 
pr ivada, circulación y de residencia, igualdad ante la ley protección Judicial,  reconocim iento de la personalidad 
jurídica, integr idad, libertad personal, y garant ías Judiciales. Puede consultar un resum en oficial de la sentencia 
en el siguiente enlace:  ht tps: / / corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_282_esp.pdf
37 El caso se refiere al reconocim iento de responsabilidad internacional del Estado por la m uerte de 107 internos 
de la celda No. 19 del Cent ro Penal de San Pedro Sula, producto de un incendio. En su sentencia la Corte 
estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, libertad personal, garant ías judiciales, 
protección judicial,  legalidad y ret roact iv idad. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 201&lang= es
38 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la condena de las víct im as com o autores 
de delitos calif icados de terror istas en aplicación de una ley conocida com o “Ley Ant iterror ista”  por hechos 
ocurr idos en los años 2001 y 2002 en las Regiones VI I I  (Biobío)  y I X (Araucanía)  de Chile. En su sentencia la 
Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la libertad de pensam iento y expresión, protección de 
la fam ilia, derechos polít icos, integr idad, libertad personal y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle 
del caso en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 403&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=285&lang=es
https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_282_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=201&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=403&lang=es
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en discusión que los Estados Parte pueden adoptar medidas de derecho interno para 
prevenir la delincuencia, una parte de ellas a t ravés de su ordenamiento jurídico y 
part icularmente del Derecho Penal a t ravés de la imposición de penas, pero est ima 
necesario enfat izar que ello no es función de la prisión prevent iva.

Corte I DH. Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 7  de abril de 2 0 1 2 . Serie C No. 2 4 1 .3 9

108. [ E] l Estado debe velar para que cualquier modificación o reforma legal o 
administ rat iva cumpla con la obligación estatal de garant izar que no ocurran detenciones 
de personas sin causa legal, en las que el Estado det iene masivamente a personas que 
la autoridad supone que podrían representar un r iesgo o peligro a la seguridad de los 
demás, sin indicios fundados de la comisión de un delito. En concordancia con ello, en 
los Casos Bulacio y Servellón García la Corte estableció que las llamadas razzias son 
incompat ibles con el respeto a los derechos fundamentales, ent re ot ros, la presunción 
de inocencia, la existencia de orden judicial para detener –salvo en hipótesis de 
flagrancia. Consecuentemente, dichas normas no deben just ificar detenciones masivas 
y arbit rarias dest inadas a grupos en situaciones de marginalidad.

Corte I DH. Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de 
noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 .

240. En efecto, este Tribunal ha establecido que en el caso de detenciones colect ivas el 
Estado debe fundamentar y acreditar, en el caso concreto, la existencia de indicios 
suficientes que perm itan suponer razonablemente la conducta delict iva de la persona 
individual y que la detención sea est r ictamente necesaria, y por tanto no puede tener 
como base la mera sospecha o percepción personal sobre la pertenencia del acusado a 
un grupo determ inado. Específicamente en el contexto de manifestaciones o protestas 
sociales, el Relator Especial de Naciones Unidas sobre los derechos a la libertad de 
reunión pacífica y de asociación explicó que “ [ l] a presencia de unas pocas personas que 
cometen actos de violencia dent ro y alrededor de una protesta no autoriza a la policía 
para et iquetar como violenta a la manifestación completa [ ni]  concede al Estado carta 
blanca para [ …]  detener indiscrim inadamente a todos” . En dichos casos, la conducta 
violenta no debe presumirse ni debe considerarse responsables a los organizadores de
la protesta por el comportam iento violento de ot ros;  por el cont rario, la policía debe 
individualizar y ret irar a las personas violentas de la mult itud para que las demás 
personas puedan ejercer sus derechos. 

241. En resumen, la Corte considera que, a efectos de evitar la arbit rariedad en las 
detenciones colect ivas, los Estados deben:  ( i)  individualizar y separar las conductas de 
cada una de las personas detenidas, de forma de demost rar que existen indicios 
razonables, basados en información objet iva, de que cada persona detenida se encuadra 
en alguna de las causas de detención previstas en sus normas internas acordes con la 
Convención;  ( ii)  ser necesaria y proporcional para garant izar algún propósito perm it ido 
por la Convención, tales como el interés general, así como ( iii)  estar sujeta a cont rol 
judicial, además de las demás condiciones del art ículo 7 de la Convención Americana. 

39 El caso se refiere al reconocim iento de responsabilidad internacional del Estado por la m uerte de 107 internos 
de la celda No. 19 del Cent ro Penal de San Pedro Sula, producto de un incendio. En su sentencia la Corte 
estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, libertad personal, garant ías judiciales, 
protección judicial,  legalidad y ret roact iv idad. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 201&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=201&lang=es
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Corte I DH. Caso Tavares Pereira y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C 
No. 5 0 7 .

127. La jurisprudencia de la Corte señala que son inconvencionales las detenciones 
programadas y colect ivas, sin causa legal, con mera base en un presunto r iesgo o peligro 
para la seguridad de los demás, sin indicios fundados de la comisión de un delito, sin 
fundamento en la individualización de conductas punibles y sin cont rol judicial.

D e r e ch o  a  l a  H o n r a

Corte I DH. Caso Miembros de la Corporación Colect ivo de Abogados "José Alvear 
Rest repo" Vs. Colombia. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 18 de octubre de 2023. Serie C No. 506.

701. Esta Corte ha señalado que el art ículo 11 de la Convención Americana establece 
que toda persona t iene derecho a la protección de su honra y al reconocim iento de su 
dignidad. La jurisprudencia ha señalado que el derecho a la honra reconoce que toda 
persona t iene derecho al respeto de esta, prohíbe todo ataque ilegal cont ra la honra o
reputación e impone a los Estados el deber de brindar la protección de la ley cont ra 
tales ataques. En térm inos generales, el Tribunal ha indicado que el derecho a la honra
se relaciona con la est ima y valía propia, m ient ras que la reputación se refiere a la
opinión que ot ros t ienen de una persona. La Corte ha declarado violado este derecho 
en casos donde se probó que las autoridades habían somet ido a personas o grupos de
personas al odio, est igmat ización, desprecio público, persecución o discrim inación por 
medio de declaraciones públicas por parte de funcionarios estatales.

702. Así, el Tribunal recuerda que en su jurisprudencia ha indicado que en una 
sociedad democrát ica no sólo es legít imo, sino que en ocasiones const ituye un deber de
las autoridades estatales pronunciarse sobre cuest iones de interés público. No 
obstante, al hacerlo, las autoridades están somet idas a ciertas lim itaciones en cuanto 
deben constatar en forma razonable, aunque no necesariamente exhaust iva, los 
hechos en los que fundamentan sus opiniones, y deberían hacerlo con una diligencia 
aún mayor a la debida por los part iculares, en razón de su alta invest idura, del amplio 
alcance y eventuales efectos que sus expresiones pueden llegar a tener en
determ inados sectores de la población, así como para evitar que los ciudadanos y ot ras 
personas interesadas reciban una versión manipulada de determ inados hechos.
Además, deben tener en cuenta que en tanto funcionarios públicos t ienen una posición 
de garantes de los derechos fundamentales de las personas y, por tanto, sus
declaraciones no pueden desconocer estos ni const ituirse en formas de injerencia 
directa o indirecta o presión lesiva en los derechos de quienes pretenden cont r ibuir a 
la deliberación pública mediante la expresión y difusión de su pensamiento. Este deber 
de especial cuidado se ve part icularmente acentuado en situaciones de mayor 
conflict ividad social, alteraciones del orden público o polarización social o polít ica, 
precisamente por el conjunto de r iesgos que pueden implicar para determ inadas 
personas o grupos en un momento dado.
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I V . R EP A R A CI O N ES 

En este últ imo apartado se t ratan algunas medidas de reparación que ha dispuesto la 
Corte específicamente en el tema de uso de la fuerza y orden público.

D e b e r  d e  in v e st ig a r

Corte I DH. Caso Montero Aranguren y otros ( Retén de Cat ia)  Vs. Venezuela. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5  de julio de 
2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 0 .

138. En tal sent ido, el Estado debe remover, en un plazo razonable, todos los obstáculos 
y mecanismos de hecho y derecho que mant ienen la impunidad en el presente caso;  
otorgar garant ías de seguridad suficientes a las autoridades judiciales, fiscales, test igos,
operadores de just icia y a las víct imas, y ut ilizar todas las medidas a su alcance para 
diligenciar el proceso, con el fin de ident ificar, juzgar y sancionar a los responsables de 
los hechos de violencia y atender situaciones de emergencia en el Retén;  del uso 
excesivo de la fuerza, y de la ejecución ext rajudicial de varios internos.

Corte I DH. Caso Herm anos Landaeta Mej ías y otros Vs. Venezuela. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 7  de agosto de 
2 0 1 4 . Serie C No. 2 8 1 .

299. En virtud de lo señalado por el Estado respecto a la posibilidad recursiva del proceso 
en el caso de I gmar Landaeta, y tomando en cuenta las falencias y om isiones en la 
invest igación y en el proceso, las cuales derivaron en las violaciones establecidas en el 
fondo de la presente Sentencia [ ...] , la Corte dispone que, el Estado reabra, de oficio, la 
invest igación, a fin de esclarecer los hechos y, en su caso, establecer la determ inación 
de responsabilidades por la privación arbit raria de la vida de I gmar Landaeta, dent ro de 
un plazo razonable. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Aguas Acosta y otros Vs. 
Ecuador. Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 0  de 
octubre de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 4 0 , párr. 1 4 0 )

Corte I DH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de abril de 2 0 1 5 . Serie C No. 
2 9 2 .

460. En virtud de lo anterior, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente 
la invest igación y/ o el proceso penal en curso sobre los hechos relacionados con la 
ejecución ext rajudicial de Eduardo Nicolás Cruz Sánchez con la debida diligencia y en un 
plazo razonable para ident ificar, procesar y, en su caso, sancionar a los responsables. 
La debida diligencia en la invest igación implica que todas las autoridades estatales 
correspondientes están obligadas a colaborar en la recolección de la prueba, por lo que 
deberán brindar al juez, fiscal u ot ra autoridad judicial toda la información que requiera 
y abstenerse de actos que impliquen la obst rucción para la marcha del proceso 
invest igat ivo. En part icular, el Estado debe:

a)  asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de los fam iliares en todas las 
etapas de estas invest igaciones, de acuerdo con la ley interna y las normas de la 
Convención Americana;

b)  por t ratarse de una violación grave de derechos humanos y en consideración 
de las part icularidades y el contexto en que ocurrieron los hechos, el Estado debe 
abstenerse de recurr ir  a figuras como la amnist ía en beneficio de los autores, así 
como ninguna ot ra disposición análoga, la prescripción, irret roact ividad de la ley 



57

5 ORDEN PÚBLICO Y USO DE LA FUERZA

penal, cosa juzgada, ne bis in idem o cualquier eximente sim ilar de 
responsabilidad, para excusarse de esta obligación;

c)  garant izar que las invest igaciones y procesos por los hechos const itut ivos de 
la ejecución ext rajudicial del presente caso se mantengan, en todo momento, 
bajo conocim iento de la jur isdicción ordinaria, y

d)  divulgar públicamente los resultados de los procesos para que la sociedad 
peruana conozca la determ inación judicial de los hechos objeto del presente caso.

474. La Corte ha ordenado en ot ros casos adecuar, teniendo en cuenta los estándares 
internacionales, los parámet ros para invest igar las ejecuciones ext rajudiciales y las
torturas, así com o realizar el análisis forense. En el presente caso, el Tribunal
considera necesario que el Estado cont inúe con el proceso de implementación de
protocolos eficaces para la invest igación de violaciones relacionadas con el derecho a
la vida que contemplen las normas internacionales pert inentes en la materia, tales
com o las previstas en el Manual sobre la prevención e invest igación eficaces de las

ejecuciones ext ralegales, arbit rarias o sumarias de las Naciones Unidas. Asim ismo, 
habrá de dotar a las ent idades encargadas de la prevención e invest igación de las
ejecuciones ext rajudiciales de suficientes recursos humanos, económicos, logíst icos
y cient íficos para que puedan realizar el procesam iento adecuado de toda prueba,
cient ífica y de ot ra índole, con la finalidad de esclarecer los hechos delict ivos. Lo anterior
no será supervisado por el Tribunal.

Corte I DH. Caso Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1  de sept iem bre de 
2 0 1 6 . Serie C No. 3 1 6 .4 0

219. En consecuencia, esta Corte, como lo ha dispuesto en ot ras oportunidades, ordena 
que el Estado, de acuerdo a su derecho interno, inicie y conduzca eficazmente, en un 
plazo razonable, una invest igación de los hechos relacionados con las violaciones a la 
integridad personal declaradas en la presente Sentencia, para determ inar, de ser 
procedente, las eventuales responsabilidades disciplinarias, penales o de ot ra índole y, 
en su caso, aplicar efect ivamente las sanciones y consecuencias que la ley prevea. Para 
ello, el Estado debe emprender con seriedad todas las acciones necesarias con el fin de 
individualizar, juzgar y, en su caso, sancionar a responsables de los actos que generaron 
las violaciones referidas hechos en cont ra de los señores Eusebio Domingo Revelles, 
Jorge Eliécer Herrera Espinoza, Emmanuel Cano y Luis Alfonso Jaramillo González.

Corte I DH. Caso Favela Nova Brasília  Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de febrero de 2 0 1 7 . Serie C No. 
3 3 3 .

292. En virtud de lo anterior, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente 
la invest igación en curso sobre los hechos relacionados con las muertes ocurridas en la 
redada de 1994, con la debida diligencia y en un plazo razonable para ident ificar, 
procesar y, en su caso, sancionar a los responsables. Respecto a las muertes ocurridas 
en la redada de 1995, el Estado debe iniciar o react ivar una invest igación eficaz respecto 
a estos hechos. La debida diligencia en la invest igación implica que todas las autoridades 

40 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la tortura, la detención ilegal sin cont rol 
j udicial y la pr isión prevent iva arbit rar ia en cont ra de los señores Jorge Eliécer Herrera Espinoza, Luis Alfonso 
Jaram illo González, Eusebio Dom ingo Revelles, y Em m anuel Cano. Tales actos ocurr ieron en el m arco de la 
invest igación de presuntas act iv idades delict ivas y la tortura tuvo por objeto que las víct im as adm it ieran la 
com isión de delitos. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_316_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_316_esp.pdf
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estatales correspondientes están obligadas a colaborar en la recolección de la prueba, 
por lo que deberán brindar al juez, fiscal u ot ra autoridad judicial toda la información 
que requiera y abstenerse de actos que impliquen la obst rucción para la marcha del 
proceso invest igat ivo. Asim ismo, a part ir  de las conclusiones establecidas en la presente 
Sentencia respecto a las violaciones a los derechos a la protección judicial y a las 
garant ías judiciales, el Estado, a t ravés del Procurador General de la República del 
Ministerio Público Federal, debe evaluar si los hechos referentes a las redadas de 1994 
y 1995 deben ser objeto de solicitud de I ncidente de Traslado de Competencia. En 
part icular, el Estado también debe:

a)  asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de los fam iliares en todas las 
etapas de estas invest igaciones, de acuerdo con la ley interna y las normas de la 
Convención Americana, y

b)  por t ratarse de probables ejecuciones ext rajudiciales y actos de tortura, el 
Estado debe abstenerse de recurr ir  a cualquier obstáculo procesal para excusarse 
de esta obligación.

Corte I DH. Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de 
noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 .

339. Esta Corte considera, además, que el Estado debe, dent ro de un plazo razonable, 
determ inar, por intermedio de las inst ituciones públicas competentes, las eventuales 
responsabilidades de los funcionarios que cont r ibuyeron con su actuación a la comisión
de actos de revict im ización y violencia inst itucional en perjuicio de las once mujeres y, 
en la medida que corresponda, aplicar las consecuencias previstas en el ordenamiento 
jurídico interno, penales o no penales. De acuerdo con su jurisprudencia constante, la 
Corte est ima que el Estado debe asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de las 
víct imas o sus fam iliares en todas las etapas de la invest igación y el juzgamiento de los 
responsables, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención Americana. 
De igual manera, los resultados judiciales definit ivos de los procesos correspondientes 
deberán ser públicamente divulgados, para que la sociedad mexicana conozca los hechos 
objeto del presente caso, así como a sus responsables, previa consulta a las víct imas 
sobre aquellos aspectos que pudieren afectar su int im idad o privacidad. 

Corte I DH. Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 0  de noviem bre de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 1 5 .

149. A part ir  de lo anterior, la Corte dispone que el Estado debe reiniciar, con la debida 
diligencia, la invest igación y proceso penal que corresponda por los hechos ocurr idos en 
la cárcel de Vista Hermosa el 10 de noviembre de 2003. De esa cuenta, el Estado deberá
invest igar con debida diligencia los hechos que dieron como resultado ( i)  las muertes de 
las siete personas privadas de libertad;  ( ii)  las lesiones provocadas a las ot ras 27, y ( iii)  
los posibles actos de tortura comet idos.

150. Cabe señalar que en virtud de que los hechos del presente caso configuran, según 
lo reconoció expresamente el Estado, “ejecuciones ext ralegales, arbit rarias o sumarias”  
[ ...] , no t iene asidero el alegato en torno a la imposibilidad de invest igar lo sucedido, en 
tanto, como lo ha considerado la Corte en reiteradas oportunidades, ese t ipo de 
violaciones a los derechos humanos exigen al Estado abstenerse de recurrir  a figuras 
como el principio ne bis in idem o cualquier eximente sim ilar de responsabilidad, para 
excusarse de esta obligación.

151. Por ot ro lado, la debida diligencia en la invest igación implica que todas las 
autoridades estatales correspondientes están obligadas a colaborar en la recolección de 
la prueba, por lo que deberán brindar a jueces, fiscales u ot ras autoridades competentes 
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toda la información que requieran y abstenerse de realizar actos que impliquen 
obst rucción para la marcha del proceso de invest igación. En part icular, el Estado debe 
realizar las invest igaciones pert inentes tomando en cuenta el contexto del caso, evitando 
om isiones en la recolección de prueba y en el seguim iento de las líneas lógicas de 
invest igación.

152. De acuerdo con su jur isprudencia constante, la Corte est ima que el Estado debe 
asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de las víct imas o sus fam iliares en todas 
las etapas de la invest igación y el juzgamiento de los responsables, de acuerdo con la 
ley interna y las normas de la Convención Americana.

Corte I DH. Caso Casierra Quiñonez y otros Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 1  de m ayo de 2 0 2 2 . Serie C No. 
4 5 0 .

176. La Corte valora posit ivamente los esfuerzos del Ecuador, llevados a cabo por medio 
de la Fiscalía General del Estado, para reanudar y emprender la invest igación ante la 
jur isdicción ordinaria, a fin de esclarecer de forma completa lo ocurr ido. En congruencia 
con lo indicado, el Tribunal dispone que el Estado deberá, en un plazo razonable y con 
la debida diligencia, promover, cont inuar y concluir las invest igaciones que sean 
necesarias para determ inar las circunstancias de la muerte del señor Luis Eduardo 
Casierra Quiñonez, y las lesiones producidas a sus hermanos Andrés Alejandro y 
Sebast ián Darlin, de apellidos Casierra Quiñonez, y, en su caso, juzgar y eventualmente 
sancionar a la persona o personas responsables. Para el efecto, el Estado deberá
garant izar el pleno acceso y capacidad de actuar de las víct imas en todas las etapas de 
las invest igaciones, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención 
Americana.

177. Por últ imo, la Corte advierte que la invest igación emprendida por la Fiscalía General 
del Estado fue reanudada por la posible comisión del delito de ejecución ext rajudicial, lo 
que determ inaría, en principio, que el Estado deberá abstenerse de recurr ir  a figuras 
como el principio ne bis in idem o cualquier eximente sim ilar de responsabilidad, para 
excusarse de su obligación. En cualquier caso, las actuaciones emprendidas denotan la 
voluntad de las autoridades estatales por cumplir su deber de invest igar los hechos, lo 
que descartaría la aplicación de tales eximentes.

Corte I DH. Caso Tavares Pereira y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C 
No. 5 0 7 .

185. El Tribunal reitera que el Estado está obligado a combat ir la impunidad por todos 
los medios disponibles, ya que ésta propicia la repet ición crónica de las violaciones de 
derechos humanos [ …] . La ausencia de una invest igación completa y efect iva sobre los 
hechos const ituye una fuente de sufr im iento y angust ia adicional para las víct imas, 
quienes t ienen el derecho a conocer la verdad de lo ocurrido. En este caso, la Corte 
est ima que no procede ordenar la reapertura de las invest igaciones en cuanto a la 
muerte del señor Tavares Pereira ni por los hechos relacionados con las lesiones sufr idas 
por los manifestantes indicados en el Anexo I . Sin perjuicio de lo anterior, el sufr im iento 
producido a las víct imas de este caso por la impunidad ocasionada en razón de la 
flagrante falta de debida diligencia en la realización de actos invest igat ivos esenciales 
para el esclarecim iento de lo sucedido, así como el part icular efecto negat ivo de la 
impunidad prolongada sobre los fam iliares del señor Tavares Pereira, serán considerados 
en el apartado de indemnizaciones.
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Corte I DH. Caso Honorato y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 7  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C No. 5 0 8 .

154. La Corte advierte que, en el presente caso, concluyó que el Estado es responsable 
por la ejecución ext rajudicial de 12 personas en el marco de la “Operación Castelinho” . 
Además, el Tribunal ha constatado las graves falencias y om isiones en el levantam iento 
y preservación de eventuales medios de prueba, como la falta de resguardo y alteración 
del sit io de suceso, la desaparición de evidencias como las cintas de video que fueron 
ent regadas a la Policía Militar [ …]  y podrían haber grabado el momento de los disparos, 
la ausencia de pericias dest inadas a determ inar el origen y las direcciones de los 
disparos, la falta de un peritaje dest inado a comparar los proyect iles o balas ret iradas 
de los cuerpos de las víct imas con las armas que ut ilizaron los policías, y para determ inar 
de qué armas provenían los proyect iles encont rados al interior del bus, ent re ot ras. Todo 
lo anterior demuest ra que se procedió con tan grave desvío de las reglas racionales de 
un curso de invest igación crim inal, que ello const ituye un indicio de una voluntad dir igida 
deliberadamente a que tales hechos no fueran invest igados y permanecieran en la 
impunidad [ …] . 

156. Aunado a lo anterior, tanto el perito Felt ran como el perito Paes señalaron, 
respect ivamente, que cont inúan ocurriendo ejecuciones ext rajudiciales a manos de 
cuerpos de la policía en Brasil “ incluso a t ravés de masacres”  y que, “ [ l] amentablemente, 
la lógica general de guerra cont ra el cr imen, propia del m ilitar ismo, sigue r igiendo en las 
intervenciones de la seguridad pública” . De esta manera, el Tribunal observa que hay 
cont inuidad del modus operandi del entonces GRADI  en las operaciones policiales 
actuales de la Policía Militar del Estado de São Paulo, el cual revela un problema 
arraigado que demanda la adopción de medidas dest inadas a esclarecer la actuación de 
este grupo y fortalecer el cont rol externo de la act ividad policial [ …] .

157. En este contexto, y considerando la necesidad de sat isfacer el derecho a la verdad 
tanto en su dimensión individual como colect iva, este Tribunal considera pert inente 
ordenar al Estado la creación de un Grupo de Trabajo con la finalidad de esclarecer las 
actuaciones del GRADI  en el estado de São Paulo, incluyendo las circunstancias de la 
ejecución ext rajudicial de las víct imas directas del presente caso, y realizar 
recomendaciones que prevengan la repet ición de hechos como los del presente caso. 
Dicho Grupo deberá dar cuenta ( i)  del contexto en el que ocurrió la llamada “Operación
Castelinho”  y sus circunstancias;  ( ii)  los demás episodios de supuestas confrontaciones 
ent re el GRADI  y grupos crim inales, ocurridas durante el periodo de su funcionamiento, 
( iii)  el modus operandi del GRADI  y sus operaciones de inteligencia;  y ( iv)  las fallas en 
la invest igación de la ejecución de las víct imas del presente caso. Además, el Grupo 
deberá formular recomendaciones y proponer medidas orientadas a prevenir estas 
conductas por parte de los cuerpos de policía del estado de São Paulo y a garant izar la 
debida diligencia en la invest igación de estos hechos.

158. El grupo de t rabajo estará conformado por t res personas expertas con la capacidad 
técnica, la idoneidad moral y los conocim ientos específicos para realizar esta labor. El 
Estado y los representantes de las víct imas elegirán cada uno a una persona integrante 
de dicha comisión. La tercera persona integrante será designada por esta Corte, para lo 
cual el Estado y los representantes deberán proponer cada uno dos candidatos o 
candidatas. En un plazo de t res meses, contado a part ir  de la not ificación del presente
Fallo, las partes deberán informar a este Tribunal los nombres de las personas que han 
escogido como integrantes de esta comisión y rem it ir  las hojas de vida de los candidatos 
o candidatas que proponen a la Corte para la elección de la tercera persona integrante. 
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Una vez que esta Corte o su Presidencia comunique a las partes esta últ ima designación, 
quedará conformada oficialmente esta comisión.

159. El Grupo de Trabajo deberá ser financiado por el Estado. A fin de cumplir con sus 
objet ivos, consultará a órganos públicos, inst ituciones académicas y organizaciones de 
la sociedad civil que puedan ofrecerle elementos de juicio para elaborar su informe. El
Estado deberá garant izar plenamente el acceso a la información necesaria para que el 
grupo de t rabajo pueda ejercer su tarea. Las funciones del grupo de t rabajo serán de 
carácter consult ivo, orientador y complementario de las act ividades que t ienen los 
organismos estatales, sin perjuicio de las funciones propias de los órganos del Estado. 

160. El grupo tendrá dos años, contados a part ir  de su conformación, para rendir un 
informe definit ivo ante la Corte. Dicho informe será público y deberá ser puesto a 
disposición de los organismos estatales y de la sociedad civil.

Re h a b i l i t a ció n

Corte I DH. Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de 
noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 .

341. La Corte ha constatado las graves afectaciones a la integridad personal sufr idas por 
las once mujeres y sus fam iliares como consecuencia de los hechos del presente caso 
[ ...] . Por tanto, la Corte est ima, que es preciso disponer una medida de reparación que 
brinde una atención adecuada a los padecim ientos físicos, psicológicos o psiquiát r icos 
sufr idos por las víct imas, derivados de las violaciones establecidas en la presente 
Sentencia, que at ienda a sus especificidades de género y antecedentes. Esta Corte 
ordena al Estado brindar gratuitamente, de forma prioritar ia, t ratam iento médico para 
las once mujeres víct imas del caso, el cual deberá incluir la provisión de medicamentos 
y, en su caso, t ransporte y ot ros gastos directamente relacionados y necesarios.
Asim ismo, deberá prestarse, en la medida de lo posible, en los cent ros más cercanos a 
sus lugares de residencia, por el t iempo que sea necesario. I gualmente ordena al Estado 
brindar gratuitamente, de forma prioritar ia, el t ratam iento inmediato psicológico o 
psiquiát r ico adecuado a las víct imas que así lo requieran, incluyendo el suminist ro 
gratuito de los medicamentos que eventualmente se requieran, a t ravés de sus 
inst ituciones de salud especializadas, previa manifestación de voluntad de tales víct imas. 
Al proveer el t ratam iento psicológico y/ o psiquiát r ico se debe considerar, además, las 
circunstancias y necesidades part iculares de cada víct ima, según lo que se acuerde con 
cada una de ellas y después de una evaluación individual. Los beneficiarios de estas 
medidas disponen de un plazo de seis meses, contado a part ir  de la not ificación de la 
presente Sentencia, para confirmar al Estado su anuencia a recibir atención psicológica 
y/ o psiquiát r ica. A su vez, el Estado dispondrá del plazo de t res meses, contado a part ir  
de la recepción de dicha solicitud, para brindar de manera efect iva la atención psicológica 
y/ o psiquiát r ica solicitada. 

Corte I DH. Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 0  de noviem bre de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 1 5 .

156. La Corte recuerda que en el presente caso fue establecido que 27 personas privadas 
de libertad fueron lesionadas como resultado de un operat ivo efectuado por la Guardia 
Nacional, y que los fam iliares de las víct imas fallecidas, a consecuencia de dicho 
operat ivo, fueron vulnerados en su derecho a la integridad personal. De esa cuenta, el 
Tribunal est ima necesario disponer, como medida de reparación, que el Estado brinde 
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una atención adecuada a los padecim ientos físicos, psicológicos y/ o psiquiát r icos sufr idos 
por las víct imas, que at ienda a sus especificidades y antecedentes.

157. En consecuencia, este Tribunal ordena al Estado de Venezuela que brinde 
gratuitamente, de forma prioritar ia, t ratam iento médico y psicológico y/ o psiquiát r ico a 
las 27 víct imas lesionadas. En el caso de que alguna de estas personas aún se encont rare 
privada de libertad, la Corte recuerda que el Estado t iene el deber de proporcionarles 
revisión médica regular y atención y t ratam iento adecuados cuando así se requiera198, 
debiendo proveer los mecanismos necesarios para garant izar su salud física y mental.

158. El Tribunal ordena también que se brinde de manera gratuita t ratam iento 
psicológico y/ o psiquiát r ico a los fam iliares de las víct imas fallecidas.

159. Los dist intos t ratam ientos deberán incluir la provisión de medicamentos y, en su 
caso, t ransporte y ot ros gastos directamente relacionados y necesarios. Asim ismo, 
deberán prestarse, en la medida de lo posible, en los cent ros más cercanos al lugar de 
residencia de los beneficiarios, por el t iempo que sea necesario. Al proveer el t ratam iento 
psicológico y/ o psiquiát r ico se debe considerar, además, las circunstancias y necesidades 
part iculares de cada víct ima, según lo que se acuerde con ella y después de una 
evaluación individual.

160. Las personas beneficiarias de esta medida disponen de un plazo de seis meses, 
contado a part ir  de la not ificación de la presente Sentencia, para confirmar al Estado su 
anuencia a recibir atención médica, psicológica y/ o psiquiát r ica, según corresponda. A 
su vez, el Estado dispondrá del plazo de t res meses, contado a part ir  de la recepción de 
dicha solicitud, para brindar de manera efect iva la atención médica, psicológica o 
psiquiát r ica solicitada.

Corte I DH. Caso Casierra Quiñonez y otros Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 1  de m ayo de 2 0 2 2 . Serie C No. 
4 5 0 .

188. En tal sent ido, la Corte valora posit ivamente los esfuerzos emprendidos por el 
Ecuador en el marco del programa de reparación por vía administ rat iva. De esa cuenta, 
debido a las violaciones declaradas, se ordena al Estado que, en caso de que las víct imas 
así lo requieran, brinde o cont inúe brindando t ratam iento médico, y psicológico y/ o 
psiquiát r ico a Andrés Alejandro Casierra Quiñonez, Sebast ián Darlin Casierra Quiñonez 
y María I ngracia Quiñonez Bone. Asim ismo, en caso de requerir lo y de ser necesario, 
que brinde t ratam iento psicológico y/ o psiquiát r ico a Jonny Jacinto Casierra Quiñones y 
Shir ley Lourdes Quiñonez Bone. Los t ratam ientos deberán prestarse en forma gratuita y 
prioritar ia, y deberán incluir la provisión de los medicamentos que pudieran requerirse 
y, en su caso, el t ransporte y ot ros gastos directamente relacionados y necesarios. 
Asim ismo, los t ratam ientos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en los cent ros 
más cercanos a los lugares de residencia de las personas beneficiarias, por el t iempo 
que sea necesario. Al proveer los t ratam ientos deberán considerarse las circunstancias 
y necesidades part iculares de cada víct ima, según lo que se acuerde con ella y después 
de una evaluación individual. 

Corte I DH. Caso Tavares Pereira y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C 
No. 5 0 7 .

189. La Corte constata que, en el I nforme de Fondo, la Comisión no indicó que las 
víct imas del presente caso tuvieran necesidades específicas de atención en salud. Sin 
embargo, habiéndose constatado las violaciones y los daños sufr idos por los fam iliares 
del señor Tavares Pereira y las víct imas que resultaron heridas en el presente caso 
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(Anexo I ) , este Tribunal est ima necesario que el Estado brinde t ratam iento médico, 
psicológico y/ o psiquiát r ico gratuito, y de forma oportuna, adecuada y efect iva a t ravés 
de sus inst ituciones de salud especializadas a las referidas víct imas que así lo requieran. 
El t ratam iento deberá prestarse en forma gratuita y prioritar ia, y deberá incluir la 
provisión de los medicamentos que pudieran ser necesarios y, en su caso, el t ransporte 
y ot ros gastos directamente relacionados y necesarios. El t ratam iento, asim ismo, deberá 
prestarse, en la medida de lo posible, en los cent ros más cercanos a los lugares de 
residencia de las personas beneficiarias, por el t iempo que sea necesario. Al proveer los 
t ratam ientos deben considerarse las circunstancias y necesidades part iculares de cada 
víct ima, según lo que se acuerde con ella y después de una evaluación individual. ( En 
sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Honorato y otros Vs. Brasil. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 7  de noviem bre de 2 0 2 3 . 
Serie C No. 5 0 8 , párr. 1 6 3 y Caso Aguas Acosta y otros Vs. Ecuador. Excepción 
Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 0  de octubre de 2 0 2 4 . Serie C 
No. 5 4 0 , párr. 1 5 1 )

190. Las personas beneficiarias disponen de un plazo de 18 meses, contado a part ir  de 
la not ificación de la presente Sentencia, para confirmar al Estado su intención de recibir 
t ratam iento médico, psicológico y/ o psiquiát r ico. De no hacerlo en ese plazo, el Estado 
quedará liberado de ofrecer esta medida de rehabilitación. A su vez, el Estado dispondrá 
de un plazo máximo de 6 meses, contado a part ir  de la recepción de dicha solicitud, para 
brindar de manera efect iva la atención solicitada. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros:
Corte I DH. Caso Honorato y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 7  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C No. 5 0 8 , párr. 
1 6 4 y Caso Aguas Acosta y otros Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 0  de octubre de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 4 0 , párr. 1 5 2 )

191. La Corte destaca la necesidad de que el Estado y los representantes presten su 
máximo esfuerzo de colaboración y brinden a las víct imas toda la información que sea 
necesaria para que puedan recibir t ratam iento médico, psicológico y/ o psiquiát r ico con 
el fin de avanzar en la implementación de esta medida de manera consensuada. 

Sa t isf a cció n

Corte I DH. Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de 
noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 .

351. La Corte ha establecido en la presente sentencia que los hechos del caso generaron 
una grave afectación a Angélica Pat r icia Torres Linares, Claudia Hernández Mart ínez, 
Suhelen Gabriela Cuevas Jaramillo y sus fam iliares, que perdura en el t iempo y que 
ocasionó cambios significat ivos en su proyecto de vida, teniendo impacto en su 
desarrollo personal y profesional. En part icular, el Tribunal destaca que los hechos 
acontecieron cuando las t res víct imas se encont raban cursando estudios universitar ios, 
los cuales se vieron interrumpidos por las graves secuelas psicológicas que sufr ieron 
como consecuencia de los hechos. En atención a lo anterior, este Tribunal considera 
oportuno ordenar que el Estado otorgue una beca en una inst itución pública mexicana 
de educación superior a favor de Angélica Pat r icia Torres Linares, Claudia Hernández 
Mart ínez y Suhelen Gabriela Cuevas Jaramillo, concertada ent re éstas y el Estado, para 
realizar estudios superiores técnicos o universitarios, ya sean de pregrado y/ o posgrado, 
o bien para capacitarse en un oficio. Dicha beca se otorgará desde el momento en que 
las beneficiarias la soliciten al Estado hasta la conclusión de sus estudios superiores 
técnicos o universitarios y deberá cubrir todos los gastos para la completa finalización 
de dichos estudios, incluyendo el material académico o educat ivo. En principio, esta 
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medida deberá empezar a hacerse efect iva de la manera más pronta posible, a part ir  de 
la not ificación de la presente Sentencia, para que las beneficiarias comiencen sus 
estudios en el próximo año, si así lo desean. No obstante, dada la part icular severidad
de las secuelas psicológicas y emocionales característ icas de hechos de tortura y 
violencia sexual que persisten aún en la actualidad sobre las víct imas, la Corte est ima 
prudente enfat izar que las beneficiarias podrán dar a conocer al Estado su intención de 
recibir las becas en el momento que consideren estar en condiciones para retomar su 
vida académica, dent ro del plazo de dos años contado a part ir  de la not ificación de esta 
Sentencia. 

Corte I DH. Caso Casierra Quiñonez y otros Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 1  de m ayo de 2 0 2 2 . Serie C No. 
4 5 0 .

196. De esa cuenta, dado el valor que la placa conmemorat iva conlleva para la 
dignificación de las víct imas, en el marco de los esfuerzos emprendidos por Ecuador para 
garant izar su reparación integral, la Corte ordena al Estado que proceda a renovar dicha 
placa, en el sent ido de incluir, además de la incorporación de la referencia del caso en 
el informe final de la Comisión de la Verdad, lo relat ivo a las violaciones a derechos 
declaradas en esta Sentencia. El Estado dispone de un año, contado a part ir  de la 
not ificación del Fallo, para cumplir  lo ordenado. 

disposiciones legales pert inentes que regulen los parámetros precisos para el uso de la 
fuerza por parte de los agentes integrantes de los cuerpos de seguridad, lo que incluiría 
las lim itaciones aplicables y los mecanismos adecuados de cont rol y rendición de 
cuentas, todo de manera acorde con los estándares internacionales en materia de 
derechos humanos, lo que exige sat isfacer los principios de legalidad, finalidad legít ima, 
absoluta necesidad y proporcionalidad [ ...] . Para el efecto, el Estado deberá proceder a 
cumplir lo ordenado en el plazo máximo de t res años, contado a part ir  de la not ificación 
del presente Fallo. 

202. A ese respecto, la Corte recuerda que las dist intas autoridades nacionales, incluidas 
aquellas que intervienen en el proceso de adopción de la normat iva legal dispuesta, 
están en la obligación de ejercer ex officio un cont rol de convencionalidad en el marco 
de sus respect ivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. De 
esa cuenta, dichas autoridades, para el efect ivo cumplim iento de lo ordenado, deberán 
tener en cuenta no solamente el contenido del citado t ratado, sino también la 
interpretación que de este ha hecho la Corte I nteramericana a lo largo de su 
jurisprudencia y, en part icular, los estándares recogidos en esta Sentencia.

212. En lo concerniente a la solicitud de realización de un acto público de reconocim iento 
de responsabilidad internacional en relación con los hechos del caso, la Corte advierte 
que deviene igualmente improcedente, dado que lo ocurrido a las víct imas se encuent ra 
documentado en el informe final de la Comisión de la Verdad, con los alcances que tal 
incorporación conlleva 

Corte I DH. Caso Tavares Pereira y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C 
No. 5 0 7 .

195. Como lo ha hecho en ot ros casos, la Corte dispone que el Estado publique, en el 
plazo de seis meses, contado a part ir  de la not ificación de este Fallo, en un tamaño de 
let ra legible y adecuado:  a)  el resumen oficial de la Sentencia elaborado por la Corte, 
por una sola vez, en el Diario Oficial de la Unión y en el Diario Oficial del estado de 
Paraná;  b)  el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una 
sola vez, en un medio de comunicación de amplia circulación nacional, y c)  la presente 
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Sentencia en su integridad, disponible por un período de un año, en el sit io web oficial 
del Gobierno Federal y del Poder Judicial y de la Secretaría de Seguridad Pública del 
estado de Paraná, de manera accesible al público y desde la página de inicio de los sit ios 
web. De igual modo, en ese m ismo plazo, el Estado deberá dar publicidad a la Sentencia 
de la Corte en las cuentas de redes sociales oficiales del Gobierno Federal y del Poder 
Judicial y de la Secretaría de Seguridad Pública del estado de Paraná. Las publicaciones 
deberán indicar que la Corte I nteramericana ha em it ido Sentencia en el presente caso 
declarando la responsabilidad internacional del Estado e indicar el enlace en el cual se 
puede acceder de manera directa al texto completo de la m isma. Esta publicación deberá 
realizarse por al menos cinco veces por parte de cada inst itución, en un horario hábil, 
así como permanecer publicada en sus perfiles de las redes sociales. El Estado deberá 
informar de forma inmediata a este Tribunal una vez proceda a realizar cada una de las 
publicaciones dispuestas, independiente del plazo de un año para presentar su primer 
informe, según lo dispuesto en el punto resolut ivo 15 de esta Sentencia. ( En sim ilar 
sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Honorato y otros Vs. Brasil. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 7  de noviem bre de 2 0 2 3 . 
Serie C No. 5 0 8 , párr. 1 6 8 )

196. Con el fin de reparar el daño causado a las víct imas, y evitar que hechos como 
los de este caso se repitan, especialmente teniendo en cuenta la importancia de la 
garant ía de la realización de las protestas sociales pacíficas y de los cuidados especiales 
que deben tomar las fuerzas de seguridad en el uso de la fuerza en esos contextos, la 
Corte est ima necesario ordenar que el Estado realice un acto público de reconocim iento 
de responsabilidad internacional en relación con los hechos del presente caso, en el plazo 
de un año a part ir  de la not ificación de la presente Sentencia. En dicho acto, se deberá 
hacer referencia a todas las violaciones de los derechos humanos declaradas en esta 
Sentencia. El referido acto deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia pública en 
presencia de las víct imas declaradas en este Fallo, si así lo desean, y de altos 
funcionarios del estado de Paraná y el Gobierno Federal. Corresponderá al Gobierno local 
y Federal definir a quienes se encomienda tal tarea. La determ inación de la fecha, el 
lugar y las modalidades del acto, deberán ser consultados y acordados previamente con 
las víct imas y/ o sus representantes. Asim ismo, el Estado debe disponer de los medios 
necesarios para facilitar la presencia de las víct imas, lo cual implica que deberá 
encargarse de todos los costos que ello pueda conllevar, incluido los gastos relacionados 
con t raslado, alimentación, alojam iento. Además, a fin de cont r ibuir a despertar la 
conciencia para prevenir y evitar la repet ición de hechos lesivos como los ocurridos en 
el presente caso, la Corte ordena al Estado difundir dicho acto a t ravés de algún medio 
televisivo, abierto y de alcance nacional, y canal público de radio. ( En sim ilar sent ido, 
ver entre otros: Corte I DH. Caso Honorato y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 7  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C No. 5 0 8 , 
párr. 1 6 9 )

197. La Corte recuerda que el Monumento Antônio Tavares es un símbolo de 
preservación de la memoria que cont r ibuye a conservar y celebrar la labor de las 
personas defensoras de derechos humanos, en part icular del acceso a la t ierra, así como 
a evitar la repet ición de hechos como los del presente caso. De ot ra parte, la Corte 
recalca que el Monumento es una obra creada por un reconocido arquitecto ya fallecido, 
del cual est ima que t iene un valor simbólico único no indemnizable. 

198. En el marco de las medidas provisionales adoptadas en el presente caso, el Estado 
informó que, ent re las medidas realizadas para proteger el Monumento, el 14 de julio de 
2021, el Alcalde de Campo Largo remit ió not ificación ext rajudicial a la empresa 
POSTEPAR (dueña de la propiedad privada donde se ubica el Monumento) , donde se le 
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señaló:  “adoptar inmediatamente las medidas para proteger el Monumento Tavares 
Pereira en el sit io donde fue const ruido [ …]  hasta la sentencia definit iva [ de la Corte 
I nteramericana] . Según la información aportada por los representantes y el Estado, el 
procedim iento administ rat ivo no. 4177/ 2021, iniciado ante la solicitud de “ tombamento”  
presentada el 12 de febrero de 2021, no ha culm inado.

199. El Tribunal valora posit ivamente los esfuerzos realizados por el Estado para 
proteger el Monumento. Sin embargo, no cuenta con información que indique que se 
hayan adoptado medidas definit ivas y adecuadas para protegerlo efect ivamente, de 
modo a garant izar su integridad y permanencia en el lugar donde se encuent ra. En 
consecuencia, esta Corte est ima pert inente ordenar al Estado que adopte todas las 
medidas adecuadas para proteger de manera efect iva y definit iva el Monumento Antônio 
Tavares Pereira en el lugar en que está edificado. Dichas medidas deben incluir, inter 
alia, la eventual necesidad de restauración o la manutención y limpieza del Monumento 
y de su entorno y la garant ía de que el acceso a éste sea público.

Ga r a n t ía s d e  n o  r e p e t ició n

Corte I DH. Caso Defensor de Derechos Hum anos y otros Vs. Guatem ala. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de 
agosto de 2 0 1 4 . Serie C No. 2 8 3

263. Con relación a la adopción de medidas para la dism inución del r iesgo de las 
defensoras y defensores de derechos humanos, esta Corte estableció que el Estado ha 
planificado y/ o implementado diversas medidas dir igidas a enfrentar dichos r iesgos [ ...] . 
Sin embargo, Guatemala no aportó información a la Corte sobre la efect ividad de las 
m ismas. En virtud de lo anterior, el Estado debe implementar, en un plazo razonable, 
una polít ica pública para la protección de las defensoras y los defensores de derechos 
humanos, tomando en cuenta, al menos, los siguientes requisitos:

a)  la part icipación de defensores de derechos humanos, organizaciones de la 
sociedad civil y expertos en la elaboración de las normas que puedan regular un 
programa de protección al colect ivo en cuest ión;  

b)  el programa de protección debe abordar de forma integral e interinst itucional 
la problemát ica de acuerdo con el r iesgo de cada situación y adoptar medidas de 
atención inmediata frente a denuncias de defensores y defensoras;  

c)  la creación de un modelo de análisis de r iesgo que perm ita determ inar 
adecuadamente el r iesgo y las necesidades de protección de cada defensor o 
grupo;  

d)  la creación de un sistema de gest ión de la información sobre la situación de 
prevención y protección de los defensores de derechos humanos;  

e)  el diseño de planes de protección que respondan al r iesgo part icular de cada 
defensor y defensora y a las característ icas de su t rabajo;  

f)  la promoción de una cultura de legit imación y protección de la labor de las 
defensoras y los defensores de derechos humanos, y 

g)  la dotación de los recursos humanos y financieros suficientes que responda a 
las necesidades reales de protección de las defensoras y los defensores de 
derechos humanos.

264. Asim ismo, el Estado debe presentar informes anuales en el plazo de un año sobre 
las acciones que se han realizado para la implementación de dicha polít ica.
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Corte I DH. Caso Favela Nova Brasília  Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de febrero de 2 0 1 7 . Serie C No. 
3 3 3 .

335. Por lo tanto, la Corte toma nota del I nst ruct ivo No. 617/ 2013 de la Policía Civil de 
Río de Janeiro que determ ina que la expresión técnica para los referidos regist ros debe 
ser “ lesión corporal u homicidio derivada de intervención policial”  y la considera 
apropiada y en línea con lo establecido en el Programa Nacional de Derechos Humanos. 
En ese sent ido, la Corte ordena que el Estado adopte las medidas necesarias para 
uniformar dicha expresión en los reportes e invest igaciones realizadas por la policía o el 
Ministerio Público de Río de Janeiro en casos de muertes o lesiones provocadas por la 
actuación policial. El concepto de “oposición”  o “ resistencia”  a la actuación policial debe 
ser abolido. 

336. En relación a los medios de conducción de una invest igación en casos de muerte 
de civiles provocada por la policía, la Corte considera que en el ámbito nacional, la 
Resolución Conjunta No. 02/ 2015 del Departamento de Policía Federal y del Consejo 
Superior de Policía ya determ ina los procedim ientos internos a ser adoptados ante ese 
t ipo de situaciones y en el ámbito del Estado de Río de Janeiro, el I nst ruct ivo No. 
553/ 2011 igualmente prevé una serie de direct r ices básicas que la policía debe tomar 
en cuenta ante un regist ro de muerte derivada de acción policial. Sin embargo, la Corte 
no deja de notar la importancia de la aprobación del Proyecto de Ley No. 4.471/ 2012, 
el cual establecería normas para preservar los medios de prueba en relación con la 
pericia técnica, la recolección y conservación de pruebas y una invest igación exenta por 
parte de los órganos del sistema de just icia. Por lo tanto, la Corte insta al Estado que 
busque la aprobación de tales medidas mediante la aprobación diligente de la referida 
Ley. Lo anterior no será supervisado por la Corte.

Corte I DH. Caso Ort iz Hernández y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 2  de agosto de 2 0 1 7 . Serie C No. 3 3 8 .

192. Teniendo en cuenta que actualmente se encuent ra abierto un proceso penal por la 
muerte de Johan Alexis Ort iz Hernández y, con base en la jur isprudencia de este 
Tribunal, la Corte dispone que el Estado debe cont inuar eficazmente y con la mayor 
diligencia las invest igaciones y el proceso penal en curso, así como abrir las 
invest igaciones que sean necesarias con el fin de ident ificar, juzgar y, en su caso, 
sancionar a todos los responsables de la muerte de Johan Alexis Ort iz Hernández en un 
plazo razonable, a los efectos de establecer toda la verdad de los hechos y removiendo 
todos los obstáculos que mant ienen la impunidad en este caso.

Corte I DH. Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de 
noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 .

356. De igual manera, la Corte dispone que el Estado deberá establecer al nivel federal 
un observatorio independiente que perm ita dar seguim iento a la implementación de las 
polít icas en materia de rendición de cuentas y monitoreo del uso de la fuerza de la Policía 
Federal y la policía del estado de México, dent ro del cual se perm ita la part icipación de 
m iembros de la sociedad civil.  Asim ismo, dicho observatorio deberá generar información 
que perm ita realizar mejoras inst itucionales en la materia. Para tales efectos, el Estado 
deberá generar sistemas de información que perm itan:  ( i)  evaluar la efect ividad de los 
mecanismos existentes de supervisión y fiscalización de los operat ivos policiales antes, 
durante y después del uso de la fuerza, y ( ii)  br indar ret roalimentación sobre las mejoras 
inst itucionales que correspondan de acuerdo con la información obtenida por medio del 
observatorio. Para el cumplim iento de esta medida el Estado deberá acreditar la creación 
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del observatorio, con las característ icas especificadas, así como su puesta en 
funcionamiento. Sin embargo, la Corte no supervisará su implementación.

360. La Corte observa que el Estado creó, en sept iembre de 2015, un Mecanismo de 
Seguim iento de Casos de Tortura Sexual comet ida cont ra Mujeres. México informó que 
el funcionamiento de este Mecanismo de Seguim iento “contempla la em isión de un 
dictamen conjunto con recomendaciones sobre los casos revisados, a fin de que las 
autoridades competentes actúen aplicando los más altos estándares internacionales en 
materia de derechos humanos de las mujeres, o reciban asistencia técnica para avanzar 
en la invest igación de tortura sexual” , con el objet ivo de revisar y atender los casos de 
mujeres denunciantes de tortura sexual en México. Sin perjuicio de que el Tribunal 
reconoce las acciones llevadas a cabo como consecuencia del mecanismo, la Corte 
considera pert inente ordenar al Estado que, en un plazo de dos años, elabore un plan 
de fortalecim iento calendarizado del Mecanismo de Seguim iento de Casos de Tortura 
Sexual comet ida cont ra Mujeres, que incluya la asignación de recursos para el 
cumplim iento de sus funciones en el terr itor io nacional, y establezca plazos anuales para 
la presentación de informes. En part icular, el Estado deberá incluir dent ro de las 
funciones del mecanismo la realización de un diagnóst ico del fenómeno de la tortura 
sexual a mujeres en el país y formular propuestas de polít icas públicas de manera 
periódica. 

Capacitaciones

Corte I DH. Caso Herm anos Landaeta Mej ías y otros Vs. Venezuela. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 7  de agosto de 
2 0 1 4 . Serie C No. 2 8 1 .

312. Con fundamento en lo anterior, la Corte valora los esfuerzos progresivos realizados 
por el Estado. No obstante, siendo que en el presente caso determ inó la responsabilidad 
estatal por la violación del art ículo 2 de la Convención por la falta de legislación adecuada 
y capacitación sobre uso de la fuerza al momento de los hechos, y en consideración de 
lo ya ordenado en sus Sentencias previas al respecto, la Corte reitera la necesidad de 
dar cumplim iento a los puntos pendientes ordenados en sus Fallos. En part icular, 
considera importante que el Estado refuerce sus capacidades en la implementación del 
monitoreo y rendición de cuentas de agentes policiales involucrados en episodios de uso 
de la fuerza, de conform idad con los estándares internacionales reflejados en el presente 
fallo.

Corte I DH. Caso Favela Nova Brasília  Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de febrero de 2 0 1 7 . Serie C No. 
3 3 3 .

324. La Corte valora las medidas adoptadas por el Estado, sin embargo, destaca que la 
simple existencia de inst rumentos legales en ese sent ido es insuficiente para garant izar 
la efect iva protección de las mujeres víct imas de violencia sexual, en part icular cuando 
los perpet radores son agentes del Estado. Por lo tanto, la Corte considera fundamental 
que el Estado cont inúe con las acciones desarrolladas e implemente, en un plazo 
razonable, un programa o curso permanente y obligatorio sobre atención a mujeres 
víct imas de violación sexual, dir igido a todos los niveles jerárquicos de las Policías Civil 
y Militar de Río de Janeiro y a funcionarios de atención de salud. Como parte de esta 
formación, se deberá incluir la presente Sentencia, la jur isprudencia de la Corte 
I nteramericana respecto a violencia sexual y tortura, así como los estándares 
internacionales en materia de atención a víct imas e invest igación de ese t ipo de casos.
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Corte I DH. Caso Ort iz Hernández y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 2  de agosto de 2 0 1 7 . Serie C No. 3 3 8 .

217. Sin perjuicio de lo anterior, conforme a lo resuelto en esta Sentencia [ ...]  y habida 
cuenta de la obligación del Estado de prevenir la recurrencia de violaciones a los 
derechos humanos como las ocurridas en el presente caso, el Estado deberá, de acuerdo 
a la naturaleza y finalidad de cada ejercicio en el ámbito de la inst rucción m ilitar de los 
estudiantes de la Escuela de Formación de Guardias Nacionales, establecer de forma 
expresa el t ipo de municiones a ut ilizarse y, en su caso, just ificar de forma est r icta la 
necesidad m ilitar de ut ilizar balas reales en un ejercicio en concreto.

Corte I DH. Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de 
noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 .

355. Como la Corte constató en el capítulo I X-1 de esta Sentencia, el uso ilegít imo y 
excesivo de la fuerza por parte del Estado en el contexto de los hechos acaecidos el 3 y 
4 de mayo de 2006 en Texcoco y San Salvador de Atenco conllevó violaciones a dist intos 
derechos consagrados en la Convención. Este Tribunal valora de manera posit iva los 
esfuerzos llevados a cabo por el Estado, tanto a nivel federal como estadual para 
establecer lím ites al uso de la fuerza en contextos de protesta social y para fiscalizar a 
los cuerpos de policía. Sin embargo, est ima pert inente ordenar al Estado la creación e 
implementación, en el plazo de dos años, de un plan de capacitación de oficiales de la 
Policía Federal y del estado de México orientado a:  ( i)  sensibilizar a los miembros de los 
cuerpos de policía en abordar con perspect iva de género los operat ivos policiales, el 
carácter discrim inatorio de los estereot ipos de género como los empleados en este caso 
y el absoluto deber de respeto y protección de la población civil con la que ent ran en 
contacto en el marco de sus labores orden público, así como a ( ii)  capacitar a los agentes 
de policía sobre los estándares en materia del uso de la fuerza en contextos de protesta 
social establecidos en esta Sentencia y en la jurisprudencia de esta Corte. Este plan de 
capacitación debe ser incorporado en el curso de formación regular de los m iembros del 
cuerpo de policía federal y estadual.

Corte I DH. Caso Roche Azaña y otros Vs. Nicaragua. Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 3  de junio de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 0 3 .

122. En el presente caso, la Corte nota que el Estado no rem it ió prueba que perm it iera 
a este Tribunal acreditar sus alegatos con respecto a los cursos de formación y 
capacitación que brinda a los m iembros de la Policía Nacional y del Ejército de Nicaragua. 
De esta forma, y toda vez que la Corte constató en el capítulo VI  de la presente Sentencia 
que en los hechos del caso tuvo lugar un uso excesivo de la fuerza por parte del Estado, 
este Tribunal considera pert inente ordenar al Estado la creación e implementación de un 
plan de capacitación dir igido a m iembros de la Policía Nacional de Nicaragua y del Ejército 
de Nicaragua sobre los estándares internacionales en materia de uso de la fuerza, así
como respecto a los estándares internacionales de protección de los derechos de las 
personas en contexto de movilidad. Este plan de capacitación debe ser incorporado en 
el curso de formación regular de dichos cuerpos en un plazo no superior a un año. 

Corte I DH. Caso Tavares Pereira y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C 
No. 5 0 7

206. [ E] l Tribunal est ima pert inente ordenar al Estado la inclusión en la curricula
permanente de formación de las fuerzas de seguridad que actúan en el contexto de 
manifestaciones públicas en el estado de Paraná, un contenido orientado a:  ( i)  
sensibilizar a los m iembros de estos cuerpos policiales sobre el absoluto deber de respeto 
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y protección de la población civil con la que ent ran en contacto en el marco de sus 
labores de orden público, máxime cuando se encuent ren presentes niñas, niños y 
adolescentes, y ( ii)  capacitar a los agentes de la policía sobre los estándares en materia 
del uso de la fuerza en contextos de protesta social establecidos en esta Sentencia y en 
la jur isprudencia de esta Corte. 

I n d e m n iz a cio n e s co m p e n sa t o r ia s

Corte I DH. Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de 
noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 .

375. La Corte ha establecido en su jur isprudencia que el daño inmaterial puede 
comprender tanto los sufr im ientos y las aflicciones causados por la violación como el 
menoscabo de valores muy significat ivos para las personas y cualquier alteración, de 
carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de las víct imas. Por ot ra parte, 
dado que no es posible asignar al daño inmaterial un equivalente monetario preciso, sólo 
puede ser objeto de compensación, para los fines de la reparación integral a la víct ima, 
mediante el pago de una cant idad de dinero o la ent rega de bienes o servicios apreciables 
en dinero, que el Tribunal determ ine en aplicación razonable del arbit r io judicial y en 
térm inos de equidad. 

376. La Corte recuerda que determ inó en este caso que el Estado comet ió violaciones 
graves cont ra la integridad personal, vida privada y libertad personal de las once 
mujeres, así como de sus fam iliares. En consideración de las circunstancias del caso,
todas las violaciones comet idas, la denegación de just icia, los sufr im ientos ocasionados 
y experimentados, el impacto en las vidas de las once mujeres y sus fam iliares, así como 
las restantes consecuencias de orden inmaterial que sufr ieron, este Tribunal considera 
pert inente fijar, en equidad, por concepto de daño inmaterial, las cant idades de:  USD$ 
70.000,00 (setenta m il dólares de los Estados Unidos de América)  a cada una de las diez 
mujeres víct imas de este caso que han solicitado indemnización económica, es decir, a 
Yolanda Muñoz Diosdada, Norma Aidé Jiménez Osorio, María Pat r icia Romero Hernández, 
Mariana Selvas Gómez, Ana María Velasco Rodríguez, Suhelen Gabriela Cuevas 
Jaramillo, Bárbara I talia Méndez Moreno, María Crist ina Sánchez Hernández, Angélica 
Pat r icia Torres Linares y Claudia Hernández Mart ínez;  USD$ 15.000,00 (quince m il 
dólares de los Estados Unidos de América)  a favor de cada una de las madres, padres, 
hijas e hijos, cónyuges, compañeros y compañeras permanentes de las referidas 
víct imas, ident ificados en el párrafo 324 de esta Sentencia, y USD$ 10.000,00 (diez m il 
dólares de los Estados Unidos de América)  a favor de cada uno de los hermanos, 
hermanas, sobrinos y sobrinas de dichas víct imas ident ificados en el párrafo 324 de esta 
Sentencia. 

Corte I DH. Caso Tavares Pereira y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie C 
No. 5 0 7

222. Esta Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material y ha 
establecido que supone la pérdida o det r imento de los ingresos de las víct imas, los gastos 
efectuados con mot ivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que 
tengan un nexo causal con los hechos del caso. En cuanto al daño inmaterial, ha 
establecido que este puede comprender tanto los sufr im ientos y las aflicciones causados 
a la víct ima directa y a sus allegados, como el menoscabo de valores muy significat ivos 
para las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las 
condiciones de existencia de la víct ima o su fam ilia. 
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223. En cuanto al alegato estatal de que la adopción de medidas adicionales de 
indemnización por parte de este Tribunal configuraría un bis in idem, la Corte recuerda 
que en ot ros casos ha determ inado que, de exist ir  mecanismos nacionales para 
determ inar formas de reparación, esos procedim ientos y sus resultados deben ser 
valorados, siempre que sat isfagan criterios de objet ividad, razonabilidad y efect ividad 
para reparar adecuadamente las violaciones de derechos declaradas por el Tribunal. 

225. De ot ra parte, la Corte nota que, los representantes han solicitado ordenar una 
indemnización por daños materiales e inmateriales compat ibles con la jur isprudencia de 
este Tribunal. Por ello, y en atención a la competencia subsidiaria y complementaria de 
esta Corte, se est ima pert inente evaluar si la indemnización otorgada en la acción de 
indemnización civil responde a todos los alcances de la responsabilidad estatal 
contenidos en el caso sub judice, así como determinar si las indemnizaciones sat isfacen 
criterios de objet ividad, razonabilidad y efect ividad para reparar adecuadamente las 
violaciones de derechos declaradas por este Tribunal.

226. En el presente caso, la Corte considera que el señor Antônio Tavares Pereira debe 
ser compensado por concepto de daño inmaterial y ordena en equidad el pago de USD 
$80.000,00 (ochenta m il dólares de los Estados Unidos de América) . Este monto deberá 
ser dist r ibuido de la siguiente forma:  50%  a su esposa, señora Maria Sebast iana Barbosa 
Pereira y 50%  deberá ser dividido en partes iguales ent re sus hija e hijos Ana Lúcia 
Barbosa, João Paulo Barbosa Pereira, Ana Claudia Barbosa Pereira, Samuel Prado 
Barbosa Pereira y Ana Ruth Barbosa Pereira.

227. Asim ismo, la Corte considera adecuado fijar en equidad, a fin de reparar en forma 
unificada o conjunta los daños materiales y los inmateriales, lo cual incluye la 
imposibilidad de reabrir la invest igación penal por el homicidio del señor Tavares Pereira, 
los siguientes montos dinerarios a favor de cada uno de los fam iliares de este (…)

228. Este Tribunal deja constancia que estas indemnizaciones son complementarias a 
las ya otorgadas a nivel interno por daño moral y material, por lo cual, el Estado podrá 
deducir las cant idades ya pagadas a nivel interno. En caso de que las indemnizaciones 
otorgadas a nivel interno resulten mayores que las ordenadas por este Tribunal, el 
Estado no podrá solicitar la devolución de dicha diferencia a las víct imas.
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Corte I nteram ericana de Derechos 
Hum anos

Com posición 2 0 2 5

Por orden de precedencia: Jueza Nancy Hernández López, Presidenta;  Juez Rodrigo 
Mudrovitsch, Vicepresidente;  Juez Ricardo C. Pérez Manrique;  Jueza Verónica Gómez, Jueza 
Pat r icia Pérez Goldberg, Juez Alberto Borea y Juez Diego Moreno Rodríguez.

Secretario Pablo Saavedra Alessandri. Secretaria Adjunta:  Gabriela Pacheco Arias.


